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ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00073-00 

 

Accionante: HUGO HELBERT ARCE MONTENEGRO 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

   DE BOGOTÁ. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por HUGO HELBERT ARCE 

MONTENEGRO, en la que se acusa la vulneración del derecho 

fundamental de petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

Manifestó el accionante que el pasado 12 de septiembre de 2023, 

radico peticion ante la SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD 

DE BOGOTÁ, entidad que le asigno el número radicado 3879542023 

a dicha petición, y que a la fecha de radicación de la presente acción 

constitucional, no ha recibido respuesta, ni se le ha remitido copia de los 
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documentos solicitados. 

A su vez, refirio el accionante que, conforme al articulo 21 de la ley 

1437 de 2011, ninguna entidad puede alegar falta de competencia 

sino que debe remitir la petición a la entidad competente. 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se tutele su derecho de petición, 

ordenando a la convocada dar respuesta a su petición radicada el 

pasado 12 de septiembre de 2023. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 23 de enero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada, para que se pronunciara sobre 

cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la presente 

acción constitucional. 

 

Siendo recepcionada respuesta de fecha 25 de enero de 2024, por 

parte de la señora MARIA ISABEL HERNÁNDEZ PABÓN en calidad 

de directora de representación judicial de la Secretaria Distrital de 

Movilidad, quien solicito una ampliación de termino: 
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Posteriormente, el 29 de enero de 2024, este despacho recibio 

nuevamente, la respuesta por parte de la accionada SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD, por intermedio de la señora MARIA 

ISABEL HERNÁNDEZ PABÓN, quien solicito se declarara 

improcedente el amparo invocado por el accionante, toda vez que, 

dentro del curso del tramite de la presente acción, es decir, el dia 

29 de enero de 2024, la Secretaria Distrital de Movilidad, mediante 

Oficio SDM No. 202442100823141, brindo respuesta de fondo a la 

petición objeto de tutela por parte del accionante, notificando dicha 

respuesta por intermedio de correo certificado: 
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Por lo anterior, la accionada solicito denegar la pretensión del 

accionante, invocando el HECHO SUPERADO, toda vez que en 

durante el tramite de la accion constitucional, emitio respuesta y 

notifico al accionante a la direccion electronica: 

magooarce01@gmail.com, misma direccion electronica que coincide 

con la registrada en el escrito de tutela: 

 

  
 

mailto:magooarce01@gmail.com
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental de petición invocado 

por el accionante  al endilgársele a la SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ accionada, no haber dado respuesta a 

la petición por él radicada el 12 de septiembre de 2023. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario HUGO HELBERT ARCE MONTENEGRO, 

aduce violación de su derecho fundamental de petición,  razón por 

la cual, se encuentra legitimado para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ con fundamento en lo 
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dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte 

pasiva en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la 

violación de los derechos en discusión. 

 
C. El derecho fundamental de petición 

 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa judicial, de ahí 

que la acción de tutela sea el único medio judicial idóneo y eficaz para obtener 

su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general 

o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 
Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 
D. Caso concreto. 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción 

constitucional, la accionada allegó copia de la respuesta otorgada 

a la petición objeto de tutela, notificada al correo electronico: 

magooarce01@gmail.com dispuesto como la direccion de 

notificaciones en el acápite de notificaciones tanto de la  presente  

acción, como de la petición objeto de tutela. 

 

En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa al accionante, puesto que, la accionada contesto a 

su petición remitiendo las documentales solicitadas en el escrito 

de tutela  

 

De contera, advierte el despacho que se absolvio la petición elevada por el 

accionante, como se dejo evidenciado con anterioridad, lo que da a lugar a 

declarar la carencia actual de objeto por hecho superado. 

 

Frente a la configuracion de la Carencia Actual de Objeto por Hecho 

Superado, la honorable Corte Constitucional, en Sentencia SU 225 de 2013, 

ha dicho: 

 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La carencia 

mailto:magooarce01@gmail.com
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actual de objeto por hecho superado se configura  cuando entre el 

momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del 

fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda 

de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr 

mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el 

mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la 

Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio 

de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del 

contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. 

 

 
En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 
solicitud de amparo al derecho fundamental de petición, aunado al 

hecho que como consecuencia de la radicación de la accion 
constitucional, la accionada aportó la prueba de haber dado 

respuesta al accionante. 
 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR por carencia actual de objeto por hecho 

superado, el  amparo de tutela formulado por HUGO HELBERT 

ARCE MONTENEGRO, de conformidad a lo esbozado en la parte 

motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
QUINTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 
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su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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 ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00081-00 

 

Accionante:    SANDRO PALADINEZ 

Accionado:     SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD BOGOTÁ 

Asunto:          Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora SANDRO PALADINEZ en la que se acusa la 

vulneración su derecho fundamental de Petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

- De conformidad con el escrito de tutela, el 08 de noviembre del 2023 el 

accionante remitió derecho de petición con número de radicado 

202361205067372 a los correos electrónicos de la SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD BOGOTÁ, sin embargo, a la fecha de presentación de la acción 

constitucional no había recibido respuesta alguna a sus peticiones. 

Pretensiones. 

 

La accionante requiere la protección de su derecho fundamental de petición y 

en consecuencia se ordene a la accionada que de manera inmediata de 

respuesta a su petición radicada el 08 de noviembre de 2023. 

 

Trámite Procesal.  



 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, mediante 

auto calendado 23/01/2024 se admitió la tutela, ordenándose oficiar a la 

entidad accionada para que se pronunciara sobre cada uno de los hechos y 

derechos que dieron origen a la presente acción constitucional. 

 

- MARIA ISABEL HERNANDEZ PABON, Directora de Representación 

Judicial de La Secretaría Distrital de la Movilidad, en respuesta a la 

presente acción constitucional, solicita se niegue la procedencia de la 

presente acción constitucional, debido a que durante el trámite de la tutela 

se configuró la causal de improcedencia por hecho superado, toda vez que, 

se emitió respuesta a las peticiones del accionante y para el efecto aporto 

los anexos correspondientes. 

 

CONSIDERACIONES 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los derechos 

constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los enunciados por la 

misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 2591 de 

1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de carácter constitucional, 

subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido a proteger los  derechos 

fundamentales o por conexidad de cualquier persona, cuando se vean 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta vulneración 

del derecho de petición por parte de la accionada a no dar respuesta a la petición 

elevada a la accionante el día 08 de noviembre de 2023. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor SANDRO PALADINEZ es mayor de edad y 

actúa en nombre propio para reclamar la protección de sus derechos 

fundamentales, presuntamente conculcados por la entidad accionada, de tal 

forma que se encuentra legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo 

tanto, el Despacho procede a resolver el presente asunto. 



 
 

Legitimación pasiva. La SECRETARIA DISTRITAL DE LA MOVILIDAD, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, está 

legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

A.  DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 

del 20211cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se 

refirió a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la 

siguiente manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de 

forma verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer 

exigible una respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del 

término establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su 

vez prevé, que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro 

del plazo determinado, la autoridad o el particular están obligados a 

comunicar de tal situación al peticionario, señalando las razones de 

la demora y el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento 

satisfaga cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 



 
acceder a lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una 

respuesta que guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge 

ante la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

C. Carencia actual de objeto por hecho superado. Reiteración 

jurisprudencial 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 

la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno 

                                                             
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
de los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea 

inocuo y caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) 

efectivamente se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la 

acción de tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado 

en su accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo 

que el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la 

Sentencia SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un 

pronunciamiento adicional del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela 

-el cual desapareció por sustracción de materia-, pero sí por otras razones que 

superan el caso concreto”. Al respecto, la misma providencia señala que en los 

casos de daño consumado es necesario y urgente un pronunciamiento de fondo 

del juez de tutela (incluida la Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió 

durante el trámite de tutela. Por otro lado, en los casos de hecho superados o 

situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en 

sede de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo 

considere necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de 

conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar 

medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la 

inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) 

corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión 

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados 
en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
de un derecho fundamental”  

 

D. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, el accionante señor SANDRO PALADINEZ, radicó 

derecho de petición a través de los canales electrónicos de la entidad accionada, 

el día 08 de noviembre de 2023, prueba aportada por el accionante y confirmada 

por la accionada, a través del cual pretendía se le diera respuesta respecto de 

la caducidad de un comparendo registrado a su nombre y/o la entrega de 

documentales relacionados con este hecho: 

 

 

Conforme lo anterior, el Despacho procedió a revisar los documentales 

aportados por la entidad accionada, quien a través de su representante para 

asuntos Jurídicos solicitó se niegue la procedencia de la tutela por carencia 

actual de objeto, teniendo en cuenta que dio respuesta al accionante como 

consta: 

 

Sin embargo, se evidencia que se dio respuesta al derecho de petición 

radicado por el accionante, pero no es menos cierto que, dicha respuesta, 

en vista de este Despacho judicial, no fue completa, si bien da sustento a las 



 
pretensiones del señor SANDRO PALADINEZ, y aunque  la accionada no esta 

obligada a dar solución de positiva o acceder a cada una de las pretensiones del 

accionante, sí esta obligada a dar contestación de fondo a cada una de las 

peticiones elevadas y lo que echa de menos, el juzgado, con los documentos 

arrimados al plenario, es la falta de respuesta de la siguiente petición: 

 

  

 

Y como no se accedió a la caducidad, lo que es ajeno al problema jurídico, si 

debió la entidad suministrar o poner al alcance del peticionario esos 

documentos. 

 

Como consecuencia de lo anterior, el Despacho concederá la tutela, para que, 

en el término concedido, la entidad accionada brinde una respuesta de fondo 

al accionante y en consecuencia le aporte los documentales requeridos a través 

del derecho de petición de fecha 08 de noviembre de 2023: 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C.- LOCALIDAD DE 

CHAPINERO, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 



 
 
PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela formulado por el señor SANDRO 

PALADINEZ de conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la SECRETARIA DISTRITAL DE LA MOVILIDAD para 

que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

providencia, emita respuesta de fondo al derecho de petición radicado por el 

accionante el día 08/11/2023 y se remita la respuesta a su correo electrónico o 

como el lo haya dispuesto. 

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la forma más 

rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 

 

 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., dos (02) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00087-00 

 

Accionante: EDITH RODRIGUEZ CORREAL 

Accionado: LAGOBO DISTRIBUCIONES S.A. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por EDITH RODRIGUEZ CORREAL, en la 

que se acusa la vulneración del derecho fundamental de petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

Manifestó el accionante que el pasado 01 de junio de 2023, 

haciendo uso de su derecho fundamental, radico peticion de 

información ante LAGOBO DISTRIBUCIONES S.A., entidad que a 

la fecha de radicación de la presente acción constitucional, no le 

ha notificado respuesta de fondo. 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se tutele su derecho de petición, 

ordenando a la convocada dar respuesta a su petición radicada el 

pasado 01 de junio de 2023. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 24 de enero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada, para que se pronunciara sobre 

cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la presente 

acción constitucional. 

 

Siendo recepcionada por parte de este despacho el 25 de enero de 
204, la respuesta de la accionada LAGOBO DISTRIBUCIONES 
S.A.S, emitida por el señor GERMÁN GUSTAVO LÓPEZ GALVIS, 

quien actua en calidad de representante legal de dicha sociedad, 
quien manifesto frente a los hechos de la acción, lo siguiente: 
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De igual forma con dicha respuesta, la accionada allego copia del 
oficio de respuesta, dirigido a la accionante: 
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Por lo anterior, la accionada solicito denegar la pretensión del 

accionante, invocando el HECHO SUPERADO, toda vez que en 
durante el tramite de la accion constitucional, emitio respuesta y 

notifico al accionante a la direccion electronica: 
marthavictoriabernalp@hotmail.com, misma direccion electronica 
que coincide con la registrada en el escrito de tutela. 

  
 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental de petición invocado 

por el accionante  al endilgársele a la sociedad LAGOBO 

DISTRIBUCIONES S.A.S. accionada, no haber dado respuesta a la 

petición radicada el pasado 01 de junio de 2023. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

mailto:marthavictoriabernalp@hotmail.com
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concreto, la peticionaria EDITH RODRIGUEZ CORREAL, aduce 

violación de su derecho fundamental de petición,  razón por la 

cual, se encuentra legitimado para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada, LAGOBO 

DISTRIBUCIONES S.A.S., con fundamento en lo dispuesto en el 

Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte pasiva en el 

presente asunto, en la medida que se les atribuye la violación del 

derecho en discusión. 

 
C. El derecho fundamental de petición 

 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa judicial, de ahí 

que la acción de tutela sea el único medio judicial idóneo y eficaz para obtener 

su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general 

o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 
Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 
D. Caso concreto. 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción 

constitucional, la accionada allegó copia de la respuesta otorgada 

a la petición objeto de tutela, notificada al correo electronico: 

marthavictoriabernalp@hotmail.com dispuesto como la direccion 

de notificaciones electronicas en el acápite respectivo, tanto de la  

presente  acción constitucional, como de la petición objeto de tutela. 

 

En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa a la accionante, puesto que, la accionada contesto 

a su petición suministrandole la información por ella requerida. 

las documentales solicitadas en el escrito de tutela. 

 

De contera, adivierte el Despacho que se absolvio la petición 

elevada por parte de la accionante, como se dejo evidenciado con 

anterioridad, lo que da lugar a declarar la carencia actual de 

mailto:marthavictoriabernalp@hotmail.com
mailto:marthavictoriabernalp@hotmail.com
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objeto por hecho superado. 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por Hecho 

Superado, la honorable Corte Constitucional, en la Sentensia SU 225 de 

2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura  cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonacia, sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de 

amparo al derecho fundamental de petición, aunado al hecho que como 

consecuencia de la radicación de la acción constitucional, la sociedad 

accionada aporto la prueba de haber dado respuesta a la accionanda, junto 

con la respectiva notificación. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR por carencia actual de objeto por hecho 

superado, el  amparo de tutela formulado por EDITH RODRIGUEZ 

CORREAL, de conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta 
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providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., cinco (05) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00094-00 

 

Accionante: ROSA ISNELDA RINCÓN YASO AGENTE OFICIOSA 

DE SU MENOR HIJA AGFR. 

Accionadas: SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora ROSA ISNELDA RINCÓN YASO, en la que 

se acusa la vulneración del derecho a la educación. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

- De los hechos plasmados en la tutela, se destaca que la accionante 

es madre cabeza de hogar y responsable legal de su hija AGFR, 

quien, debido a un cambio de domicilio, actualmente su hija se 

encuentra sin cupo, se dirigió en diversas ocasiones al CADEL de 

Bosa, pero la única respuesta que obtuvo es que no hay cupos en la 

localidad.  

 
 

1.2. Pretensiones. 

 



En consecuencia, la accionante pretende que se ordene la protección del 

derecho a la educación de su menor hija ordenando a la SECRETERÍA 

DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, le asigne un cupo estudiantil en un 

colegio distrital en el grado segundo cerca a su lugar de residencia. 

 

1.3. Trámite Procesal. 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 25/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose comunicar a la entidad accionada y a las vinculadas para 

que se pronuncien sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 

- Respecto de la vinculación de los COLEGIOS PARQUES DE BOGOTÁ - 

COLEGIO LAUREL DE CERA - COLEGIO LEONARDO POSADA y COLEGIO 

SONIA OSORIO BOGOTÁ a pesar de haber surtido la debida notificación, 

durante el tiempo de traslado del escrito de tutela no hubo pronunciamiento, 

TRANSCURRIENDO EL TERMINO EN SILENCIO. 

 

- En cuanto al COLEGIO JORGE ISAAC se recibió respuesta manifestando 

el representante de la institución que la dirección a la que fue enviado el escrito 

corresponde a la ciudad de Bucaramanga, por lo que no dio respuesta de fondo 

a las peticiones de la accionante. 

 

- ERIKA JOHANNA SÁNCHEZ CASALLA, Directora de Cobertura de la 

Secretaria de Educación de la ciudad de Bogotá, en respuesta a la presente 

acción de tutela solicita se declare la carencia actúa de objeto por hecho 

superado, teniendo en cuenta que ya le fue asignado cupo a la menor, para 

grado segundo en el COLEGIO JORGE ISAAC 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 



carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo,  dirigido a 

proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del derecho a la educación alegado por la accionante, quien 

actúa como agente oficiosa de su menor hija AGFR al endilgarle a la 

SECRETERÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, la no asignación de 

cupo escolar a la menor en un colegio distrital en grado segundo. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

Legitimación por activa. La señora ROSA ISNELDA RINCÓN YASO 

agente oficiosa de AGFR, es mayor de edad y actúa en protección de 

los derechos de su menor hija, presuntamente conculcados por las 

entidades accionadas, de tal forma que se encuentra legitimada para 

ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el Despacho procede a 

resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. LA SECRETERÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, 

es la accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el numeral 4° 

y 6° del artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la 

violación de los derechos en discusión. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN  

 

El derecho a la educación ha sido catalogado como fundamental, 

inherente a la persona, propio de la esencia del hombre y de su dignidad 

humana, amparado por la Carta Política1 y por los tratados 

internacionales de derechos humanos. El artículo 67 Superior 

concretamente ha señalado que la educación es “un derecho de la 

persona y un servicio público que tiene una función social”. 

 

                                                             
1 Artículos 1, 44, 67, 70, 305, 334, 356 y 366 de la Carta Política. 



A partir de ello, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 

sostenido que la educación constituye una herramienta necesaria para 

el desarrollo y evolución de la sociedad, así como un instrumento para 

la construcción de la equidad social. Ha señalado la Corte, 

puntualmente, que este derecho permite la proyección social del ser 

humano, el acceso al conocimiento, a la ciencia y demás bienes y 

valores culturales, así como la realización de otros derechos 

fundamentales como la dignidad humana, el libre desarrollo de la 

personalidad, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y 

la participación política. 

 

Su núcleo esencial está representado por el acceso y permanencia 

en el sistema educativo. Al tratarse además de un servicio público, 

su prestación está a cargo tanto de las entidades estatales como de los 

particulares, quienes conjuntamente deben asegurar el adecuado y 

efectivo cubrimiento del mismo. Dicho carácter le imprime dos rasgos 

característicos fundamentales: la continuidad en la prestación y el 

funcionamiento correcto y eficaz del sistema educativo a través del 

aumento constante de la cobertura y la calidad. 

 

En el marco del derecho fundamental a la educación de las niños, niñas 

y adolescentes (artículo 44 de la C.P.), el Estado tiene la obligación de 

garantizarles establecimientos apropiados y el acceso digno, integral y 

de calidad al sistema de educación, así como la permanencia en el 

mismo sin obstáculos.2 En este sentido, el artículo 67 superior dispone 

que corresponde al Estado “regular y ejercer la suprema inspección y 

vigilancia de la educación con el fin de (…) garantizar el adecuado 

cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones 

necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.” 

 

En concordancia directa, el artículo 70 consagra el imperativo de 

“promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos 

en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente” 

                                                             
2 Al respecto, el artículo 28 de la Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código de la Infancia y de la 
Adolescencia” dispone que: “Derecho a la educación. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a una 
educación de calidad. Esta será obligatoria por parte del Estado en un año de preescolar y nueve de educación 
básica. La educación será gratuita en las instituciones estatales de acuerdo con los términos establecidos en la 
Constitución Política. Incurrirá en multa hasta de 20 salarios mínimos quienes se abstengan de recibir a un niño 
en los establecimientos públicos de educación.” 



y en este mismo sentido el artículo 4 de la Ley General de Educación3 

preceptúa que “el Estado deberá atender en forma permanente los 

factores que favorecen la calidad y el mejoramiento de la educación (...).” 

Para tal fin el artículo 168 prevé que se adoptarán “las medidas 

necesarias que hagan posible la mejor formación étnica, moral, 

intelectual y física de los educandos, así como su acceso y permanencia 

en el servicio público educativo.” 

 

En directa relación con lo anterior y en desarrollo del derecho a la 

educación de este grupo de la población, la Corte Constitucional ha 

adoptado los lineamientos señalados en la Observación General 

Número 13 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 

del Consejo Económico y Social de la ONU. Esta Observación establece 

cuatro características interrelacionadas que debe tener la educación en 

todas sus formas, a saber, disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad 

y adaptabilidad. 

 

LA ACCESIBILIDAD COMO FACTOR ESENCIAL DEL DERECHO A LA 

EDUCACIÓN4  

 

Habiendo establecido el carácter fundamental del derecho a la 

educación para los menores de edad, así como su característica de fin 

del Estado, resulta claro que su implementación debe ser prioritaria e 

inmediata. Ello implica la ejecución de diferentes políticas públicas 

encaminadas a ese fin, así como la inversión de cuantiosos recursos, 

tanto públicos como privados5. Así, se torna en un proceso paulatino 

de mejoría progresiva en todos los niveles educativos, con mayor 

prelación en aquellos destinados a la población más vulnerable, como 

los menores de edad. En este sentido la Corte ha precisado que: 

 

“(…) la Corte ha resaltado que el derecho a la educación tiene un 

carácter complejo, pues su plena realización depende del 

cumplimiento de obligaciones de muy distinta índole atribuidas 

a los Estados y a los particulares. Además, ha admitido que 

algunos de estos deberes requieren grandes apropiaciones 

                                                             
3 Ley 115 de 1994. 
4 (T537 DE 2017) 
5 Sentencia T-105 de 2017. 



presupuestales y la formulación de políticas públicas que pueden 

limitar la vigencia del derecho en el corto plazo. 

 

Atendiendo a ello, la Corte ha adoptado la doctrina del sistema 

internacional de derechos humanos y ha distinguido en el 

contenido del derecho cuatro dimensiones básicas, y dos niveles 

en las obligaciones. Para empezar, se ha reiterado en la 

jurisprudencia que el derecho a la educación comprende una 

dimensión de asequibilidad o disponibilidad del servicio, que 

exige garantizar la existencia de infraestructura, docentes y 

programas de enseñanza en cantidad suficiente y a disposición 

de todos los niños y niñas. La segunda dimensión, denominada 

accesibilidad, exige eliminar todo tipo de discriminación en el 

ingreso al sistema educativo, y brindar facilidades desde el 

punto de vista geográfico y económico para acceder al servicio. 

En tercer lugar, el derecho a la educación tiene un componente 

de adaptabilidad de acuerdo con el cual las autoridades deben 

implementar acciones tendientes a garantizar la permanencia en 

el sistema educativo. Por último, el componente de aceptabilidad 

está relacionado con la obligación del Estado de prever 

mecanismos que contribuyan a asegurar la calidad de los 

programas, contenidos y métodos de la educación”6. 

 

De lo anterior, debe hacerse especial énfasis, para el caso bajo 

estudio, en la necesidad de garantizar la accesibilidad al sistema 

escolar, ya que sin esta dimensión el derecho resulta insípido, pues 

de nada sirve la creación y el mantenimiento de instituciones 

educativas públicas si estas no son geográfica y económicamente 

accesibles. 

 

Así, tratándose de un derecho fundamental, los niños no deben 

tener restricciones físicas ni monetarias para poder acceder a una 

educación primaria o secundaria, porque “(…) la educación 

constituye una herramienta necesaria para el desarrollo y evolución 

de la sociedad, así como un instrumento para la construcción de la 

equidad social. Ha señalado la Corte, puntualmente, que este 

                                                             
6 Sentencia T-139 de 2013. 



derecho permite la proyección social del ser humano, el acceso al 

conocimiento, a la ciencia y demás bienes y valores culturales, así 

como la realización de otros derechos fundamentales como la 

dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad, el mínimo 

vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación 

política. Su núcleo esencial está representado por el acceso y 

permanencia en el sistema educativo. Al tratarse además de un 

servicio público, su prestación está a cargo tanto de las entidades 

estatales como de los particulares, quienes conjuntamente deben 

asegurar el adecuado y efectivo cubrimiento del mismo”7. 

 

Al respecto, en la Sentencia T-105 de 2017, la Corte indicó: 

 

“Tampoco puede ser la accesibilidad geográfica una limitante, ya que 

si bien no se puede pretender establecer una escuela en cada rincón 

del País, porque las restricciones presupuestales lo imposibilitan, sí 

debe existir una cobertura suficiente, de manera que cuando la 

escuela sea alejada de algunos barrios, veredas o corregimientos 

donde no habiten muchos niños, deberá garantizárseles no solo un 

cupo estudiantil en la institución más cercana, en idénticas 

condiciones a los que vivan más cerca de esta, sino además, hacer 

que la educación sea realmente accesible a ellos, diseñando e 

implementando sistemas de transporte escolar, que dependiendo de 

las circunstancias deberán ser o no gratuitos, sencillamente para que 

el derecho no quede en abstracto, sino que se pueda materializar con 

la asistencia y la permanencia estudiantil en los respectivos 

planteles”. 

 

De esta manera, la accesibilidad no puede entenderse satisfecha 

con hechos tan concretos como otorgar un cupo educativo, pues 

su goce debe ser física y económicamente posible. Lo primero se 

logra garantizando la asistencia a las aulas, y lo segundo, 

verificando que el cupo ofrecido no sea un mero formalismo. De 

esta manera, la educación se garantiza como un derecho 

fundamental acorde a las condiciones de toda la comunidad, para 

un acceso material, real y efectivo. En consonancia con esto, la 

                                                             
7 Sentencia T-137 de 2015. 



Corte ha sostenido que: 

 

“La dimensión de accesibilidad protege el derecho individual 

de ingresar al sistema educativo en condiciones de igualdad 

o, dicho de otra manera, la eliminación de cualquier forma 

de discriminación que pueda obstaculizar el acceso al 

mismo. De manera más concreta, se ha considerado que 

esas condiciones de igualdad comprenden i) la imposibilidad 

de restringir el acceso por motivos prohibidos, de manera que 

todos tengan cabida, en especial quienes hacen parte de los 

grupos más vulnerables; ii) la accesibilidad material o 

geográfica, que se logra con instituciones de acceso 

razonable y herramientas tecnológicas modernas y iii) la 

accesibilidad económica, que involucra la gratuidad de la 

educación primaria y la implementación gradual de la 

enseñanza secundaria y superior gratuita”8. 

 

Este componente de accesibilidad de la educación impone dos 

condiciones indispensables para gozar materialmente de una 

educación idónea, que sea alcanzable no solo económicamente, 

sino también geográficamente. Así, la mayor distancia desde los 

hogares hasta las instituciones educativas no podrá constituir una 

barrera o una limitante para acceder a estos últimos, por lo que 

deberán encontrarse mecanismos para hacer el derecho a la 

educación realmente accesibles a toda la población disponiendo, a 

manera de ejemplo, de sistemas de transporte escolar, que 

garanticen no solo el acceso de estos sujetos a los colegios, sino su 

permanencia en ellos. 

 

C. Caso concreto. 

Descendiendo al caso en estudio, el Despacho entraría a conceder la 

presente tutela en amparo del derecho a la educación de la menor, 

entendiendo lo dicho por su agente oficiosa, quien manifestó no haber 

obtenido respuesta respecto a su solicitud de cupo para el grado 

segundo, sin embargo, habrá de negarse la acción constitucional, 

teniendo en cuenta que de la revisión del escrito aportado por las 

                                                             
8 Sentencia T-734 de 2013. 



accionadas se observa que la SECRETARIA DE EDUCACION DEL 

DISTRITO dio solución en el transcurso de la presente tutela a la 

petición de la señora ROSA ISNELDA RINCÓN YASO agente oficiosa 

de su menor hija AGFR. 

 

Es así que la Secretaría de Educación – Dirección de Cobertura, 

actuando al amparo de la normatividad vigente, le asignó cupo en la 

institución educativa oficial, denominada colegio Jorge Isaacs 

(IED), en grado 2°, jornada única, año lectivo 2024: 

 

 

 

De esta manera, advierte el Despacho que se absolvió la petición elevada 

por la accionante de conformidad con los documentales aportados por 

la accionada como se dejó evidenciado con anterioridad, lo que da lugar 

a una carencia actual de objeto por hecho superado, respecto del 

derecho de petición; 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO9-Configuración 

La carencia actual de objeto por hecho superado se configura  cuando entre 

el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo 

se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. 

En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez 

de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este 

                                                             
9 Sentencia SU225/13 



sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es 

decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho a la educación de la menor AGFR, 

aunado al hecho que como consecuencia de la presente acción 

constitucional la accionada aportó la respuesta emitida a la 

accionante. 

 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NEGAR por carencia actual de objeto por hecho 

superado el amparo de tutela formulado por ROSA ISNELDA 

RINCÓN YASO agente oficiosa de su menor hija AGFR de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 



forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

JACA 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia 
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., seis (06) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00098-00 

 

Accionante: ALVARO MARTÍNEZ SOLANO  

Accionados: COMPENSAR E.P .S.  

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por ALVARO MARTÍNEZ SOLANO en la 

que se acusa la vulneración de sus derechos fundamentales a la 

vida, salud, seguridad social igualdad y dignidad humana. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

Manifestó la accionante, que se encuentra afiliado a COMPENSAR 

E.P.S., que tiene 61 años de edad y un diagnóstico COXARTROSIS, 

NO ESPECIFICADA.  

Der igual forma, dijo que su médico tratante ordeno el 

procedimiento REMPLAZOS ARITULARES PRIORITARIA para el 

manejo y control de su diagnóstico. 

Continúo manifestando en los hechos del escrito de tutela: 
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Para finalizar, el accionante dijo que la accionada está poniendo en 

tela de juicio los conocimientos y experiencia de su médico tratante, lo 

cual va en contra de la Jurisprudencia que ha considerado que el 

concepto del médico tratante prevalece cuando se encuentra en 

contradicción con el de funcionarios de la EPS: la opinión del 

profesional de la salud debe ser tenida en cuenta prioritariamente por 
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el juez y en los casos de confrontación entre el concepto del médico 

tratante y el CTC, la jurisprudencia ha seguido la regla general 

haciendo que prevalezca el concepto del médico sobre el del Comité.” 

Corte Constitucional, Sentencia T-941-07 Magistrado ponente Dr. 

Jaime Araujo Rentería. Y no entiendo por qué motivo la EPS me niega 

un tratamiento esencial para una evolución oportuna. 

Señor Juez, le solicito con todo respeto que se le ordene a COMPENSAR 

EPS que además, me preste atención integral teniendo en cuenta su 

estado de salud, se entiende por atención integral: consultas medicas 

generales y especializadas, suministro de procedimientos PBS y no 

PBS, realización de exámenes de laboratorio y ayudas diagnosticas, 

cirugías, hospitalización cuando el caso lo requiera y todo lo demás 

que fuera ordenado por su médico tratante. Que estos servicios sean 

prestados con calidad, oportunidad y dignidad. 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se tutelen sus derechos 

fundamentales, ordenando a la convocada que en el término de 24 

horas le asignen de forma oportuna y prioritaria el 

PROCEDIMIENTO REEMPLAZOS ARTIULARES PRIORITARIA 

para así poder continuar con el tratamiento de la patología que 

padece; seguidamente solicita FACILITAR a Compensar E.P.S., 

repetir por los costos en que pueda incurrir en el cumplimiento 

del fallo de tutela, a través de la ADRES. Por último, solicita 

prevenir a la accionada para que no vuelva a incurrir en las 

acciones que dieron lugar a la radicación de la presente acción de 

tutela. 

 

1.3. Trámite Procesal. 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la 

acción, mediante auto calendado 26 de enero de 2024, se admitió 

la tutela, ordenándose oficiar a la accionada y a las vinculadas 
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SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, ADMINISTRADORA 

DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD – ADRES, Y A RANGEL I.P.S., para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

De igual forma, mediante dicho auto, fue negada por este 

despacho, la medida provisional solicitada en el escrito de tutela. 

Por parte de la accionada COMPENSAR E.P.S., respondió a este 

Despacho Constitucional, el señor HERNÁN ENRIQUE 

LALLEMAND ARAUJO, en calidad de apoderado judicial del 

programa de salud de a Caja de Compensación Familiar 

Compensar, quien manifestó lo siguiente:  

 

De igual forma, continúo aseverando que: 



Tutela No. 110014189033 2024 00098 00 
 

 
 
Finalizo solicitando se declarará la IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN: 
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De otra parte, la vinculada ADMINISTRADOR DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, allego 

respuesta a través del señor JULIO EDUARDO RODRIGUEZ ALVARADO, en 
su calidad de Gerente Técnico y como encargado del cumplimiento de los fallos 

de tutela, refirió ante los hechos del escrito de tutela, lo siguiente: 
 

 

 
Además, refirió, frente a la pretensión del accionante, lo siguiente: 
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Lo anterior significa que la ADRES ya GIRÓ a las EPS, incluida la 
accionada, un presupuesto máximo con la finalidad de que la EPS 
suministre los servicios “no incluidos” en los recursos de la UPC y así, 

suprimir los obstáculos que impedían el adecuado flujo de recursos 
para asegurar la disponibilidad de éstos cuyo propósito es garantizar 

de manera efectiva, oportuna, ininterrumpida y continua los servicios 
de salud. 

 

 
 
 
Finalizo solicitando se denegaran las pretensiones frente a su representada: 
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La vinculada SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, por 
intermedio de la señora CLAUDIA PATRICIA FORERO RAMIREZ en 
calidad de subdirector técnico adscrita a la subdirección de defensa 

jurídica de dicha superintendencia, refirió ante los hechos: 
 

 
 
A su vez, solicito la desvinculación de la superintendencia nacional de salud, 
teniendo en cuenta que su representada no ha conculcado derecho alguno a 

la accionante, y que existe falta de legitimación en la causa por pasiva dentro 
del presente asunto. 

 
La vinculada RANGEL I.P.S., tras haber sido notificada oportunamente y en 
debida forma, guardo silencio:  

 

 
 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 
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instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 
A. Problema Jurídico. 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamentales a la salud, la 

vida, la seguridad social, igualdad y dignidad humana invocados 

por parte del accionante, a l endilgársele a COMPENSAR E.P.S., 

accionada, no haberle asignado en forma oportuna y prioritaria el 

procedimiento Remplazos Articulares Prioritarios para poder 

continuar con su tratamiento, o si por el contrario, existe carencia 

actual de objeto por hecho superado, toda vez que la accionada 

allego respuesta al despacho dentro del trámite constitucional, 

manifestando la fecha y la hora en que se le practicará la 

valoración de junta de decisiones quirúrgicas al accionante. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el accionante ALVARO MARTÍNEZ SOLANDO, aduce 

violación de sus derechos fundamentales a la salud, vida, dignidad 

humana e igualdad, razón por la cual, se encuentra legitimado 

para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada COMPENSAR E.P.S., con 

fundamento en lo dispuesto en los numerales 2 y 4 del artículo 

42 del Decreto 2591 de 1991, están legitimadas como parte pasiva 
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en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la violación 

de los derechos en discusión. 

 
C. El derecho fundamental a la Salud 

 

La honorable Corte Constitucional se ha referido a este derecho 
como de doble connotación, ya que se trata de un derecho 

fundamental, y al mismo tiempo, es un servicio público.1 

 

De igual manera, frente a sus elementos esenciales, la H. Corte Constitucional 
ha dicho, En cuanto a los elementos que rigen el derecho fundamental a 

la salud, la Corte ha destacado que se trata de aquellos componentes 
esenciales que delimitan su contenido dinámico, que fijan límites para 

su regulación y que le otorgan su razón de ser. El derecho a la salud 
incluye los siguientes elementos esenciales: la disponibilidad, la 
aceptabilidad, la accesibilidad y la calidad e idoneidad profesional. 

 
De otra parte, la H. Corte Constitucional ha referido frente al tratamiento 

médico que el juez constitucional solo puede ordenar lo indicado por el 

médico tratante:2 Esta Corporación ha sostenido de manera reiterada, que 

los jueces de tutela no son competentes para ordenar tratamientos médicos 

no prescritos por el médico tratante del paciente, resaltado que “la 

intervención del juez no está dirigida a sustituir los criterios y conocimientos 

del médico por los criterios y conocimientos del juez, sino a impedir la violación 

de los derechos fundamentales del paciente” En esta línea, la Corte ha 

establecido, que “el acceso a los servicios médicos está sujeto a un criterio de 

necesidad y el único con los conocimientos científicos indispensables para 

establecer la necesidad de un servicio de esta naturaleza es, sin duda alguna, 

el médico tratante”. Ello por cuanto, el tratante (i) es un profesional 

científicamente calificado; (ii) es quien conoce de manera íntegra el caso de su 

paciente y las particularidades que puedan existir respecto de su condición 

de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la información adecuada, 

precisa y suficiente para determinar la necesidad de un determinado servicio 

de salud; y (iii) actúa en nombre de la entidad que presta el servicio. 

 

 

                                                             
1 Sentencia T-121 de 2015. 
2 Sentencia T-298 de 2013. 
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D. Caso concreto. 
 

De entrada, el Despacho advierte que, en el trámite de la presente 

acción constitucional, COMPENSAR E.P.S., emitió respuesta 

favorable a lo reclamado por el accionante, pues de la contestación 

emitida por parte del señor Hernán Lallemand Araujo, se aporto 

al presente trámite, la constancia que demuestra que el señor 

ALVARO MARTÍNEZ SOLANO será evaluado en la junta de 

decisiones quirúrgicas el próximo 21 de febrero de 2024, conforme 

a lo indicado por su médico tratante: 

 

Por lo tanto, y en aras de no ir en contravía de lo que ya ha dicho 

la honorable Corte Constitucional, puesto que, los jueces de tutela 

no son competentes para ordenar tratamientos médicos no prescritos por el 

médico tratante del paciente, resaltado que “la intervención del juez no está 

dirigida a sustituir los criterios y conocimientos del médico por los criterios 

y conocimientos del juez, sino a impedir la violación de los derechos 

fundamentales del paciente. 
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A esto sumado que, el Despacho considera que se absolvió la 

petición elevada por parte de la accionante, como se dejó 

evidenciado con anterioridad, TODA VEZ QUE, EL PASO A 

SEGUIR, DENTRO DE SU TRATAMIENTO, ES LA EVALUACIÓN 

DE LA JUNTA DE DECISIONES QUIRURJICAS, LA CUAL SE 

REALIZARA EL PROXIMO 21 DE FEBRERO DE 2024, lo que da 

lugar a declarar la carencia actual de objeto por hecho 

superado. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por Hecho 

Superado, la honorable Corte Constitucional, en la Sentencia SU 225 de 

2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de 

amparo al derecho fundamental de petición, aunado al hecho que como 

consecuencia de la radicación de la acción constitucional, la sociedad 

accionada aporto la prueba de haber dado respuesta a la accionada, junto 

con la respectiva notificación. 
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Por último, se ordena desvincular a LA SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL DE SALUD Y A LA ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD - ADRES. 

DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por ALVARO 

MARTÍNEZ SOLANO, de conformidad a lo esbozado en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 



Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00120-00 

 

 Accionante:      CARLOS ALFONSO AVENDAÑO CRUZ AGENTE OFICIOSO  

 DE SU HIJO CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO 

Accionado:      ALIANSALUD EPS e IPS FORJA EMPRESAS 

 Asunto:         Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por el señor CARLOS ALFONSO AVENDAÑO CRUZ agente 

oficioso de su hijo CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO contra ALIANSALUD 

EPS e IPS FORJA EMPRESAS en la que solicita la protección del 

derecho a la salud. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

- De conformidad con el escrito del accionante, su hijo es una persona 

en condición de Discapacidad Severa quien tiene diagnósticos de: 

TUMOR GLIAL MULTICENTRICO, GLIOMA IDH1, R132H 

NEGATIVO P53POSITIVO, HEMIPARECIA IZQUIERDA, 

DEPENDENCIA FUNCIONAL SEVERA – USUARIO DE PAÑAL, PO, 

23/09/2023 GASTROSTOMIA ENDOSCOPIA PERCUTANEA, 

TRASTORNO, su principal problema con las accionadas, según el 

escrito es que, al parecer por políticas internas de ALIANSALUD EPS, 

los médicos tratantes domiciliarios adscritos a la IPS Forja se 

abstienen de ordenarle a su hijo la totalidad de servicios médicos que 



 
 

el necesita como el Servicio de Enfermería y suministro de insumos 

como pañales, pañitos, tapabocas, guantes, gasas, cremas anti 

escaras (CETAPHIL CREMA HUMECTANTE/ CREMA 

HIDRATANTE), entre otros, servicio de transporte especial o 

ambulancia para trasladarlo a citas médicas, situación que 

considera ha vulnerado los derechos de su hijo, como lo expone en los 

hechos del escrito. 

Pretensiones. 

 

El accionante pretende el amparo de los derechos fundamentales a la 

salud en conexidad con la vida de su hijo CARLOS JOSÉ AVENDAÑO 

PRIETO, y en consecuencia, que las accionadas le garanticen el acceso 

a la atención integral, incluida la consulta especializada, transporte, 

medicamentos, pañales y enfermera y en general que atiendan los 

requerimientos en salud de su agenciado. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 29/01/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

 

- JULIO EDUARDO RODRÍGUEZ ALVARADO, apoderado de la 

Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud - ADRES, dentro del término fijado por 

el H. Despacho, en respuesta a la presente acción solicita se 

niegue el amparo solicitado por la  accionante en lo que tiene que 

ver con la Administradora de los Recursos del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud – ADRES, pues de los hechos 

descritos y el material probatorio enviado con el traslado resulta 

innegable que la entidad no ha desplegado ningún tipo de 

conducta que vulnere los derechos fundamentales del actor, y en 

consecuencia solicita se desvincule a su representada del trámite 

de la presente acción constitucional.  

 

- CLAUDIA PATRICIA FORERO RAMIREZ, en calidad de 



 
 

Subdirector Técnico, adscrito a la Subdirección de Defensa Jurídica 

de la Superintendencia Nacional de Salud, en respuesta a la 

presente acción constitucional solicita su desvinculación de la 

presente acción, teniendo en cuenta que por parte de su 

representada no existe vulneración alguna a los derechos de la 

progenitora de la accionante careciendo así de legitimación por 

pasiva. 

 

- ADRIANA MARÍA ORTEGÓN ACUÑA Representante legal de 

FORJA EMPRESAS S.A.S., en respuesta a la presente acción de 

tutela solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho 

superado, teniendo en cuenta que, sobre el particular su 

representada sí ha venido prestando los servicios de salud 

domiciliarios y por trabajo social que requiere el agenciado Carlos 

José Avendaño Prieto, desde el momento de su ingreso al programa 

de pacientes paliativos oncológicos, en virtud de su afiliación a la 

EPS ALIANSALUD, con quien la entidad que representa tiene 

convenio, las atenciones en salud brindadas a favor del agenciado 

se han prestado con base en las valoraciones y diagnósticos 

realizados con criterio médico y de acuerdo con las autorizaciones  

- otorgadas por su respectiva EPS. 

 

- LUDY NATALIA CASTAÑEDA Representante Legal de 

ALIANSALUD EPS, en respuesta a la presente acción de tutela 

informa que su representada ha autorizado al paciente los servicios 

que le han sido ordenados por sus tratantes, de conformidad con 

las coberturas del Plan de Beneficios en Salud (PBS); por lo cual, se 

evidencia en el sistema que se ha garantizado la continuidad en la 

prestación del servicio, sin que haya vulneración de los derechos del 

agenciado. Adicionalmente, se evidenció que el paciente: 1) no 

cuenta con orden médica que prescriba el servicio de enfermería 

domiciliaria; 2) cuenta con recomendación de servicio de cuidador 

y no de enfermería. De igual manera la valoración realizada por 

FORJA EMPRESAS S.A.S. el día 5/01/2024, se emitieron 

recomendaciones del cuidado médico y del cuidado familiar del 

paciente, sin indicar que requiera servicio de enfermería, en cuanto 

a los demás servicios, se han concedido los autorizados por el 

médico tratante. 

 



 
 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo,  dirigido a 

proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración de los derechos de CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO, al no recibir 

tratamiento integral por parte de las accionadas. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor CARLOS ALFONSO AVENDAÑO CRUZ actúa 

como agente oficioso de su hijo CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO, mayor de 

edad para reclamar los derechos fundamentales de su progenitora, 

presuntamente conculcados por la entidad accionada, de tal forma que 

se encuentra legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, 

el Despacho procede a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La ALIANSALUD EPS e IPS FORJA EMPRESAS, 

es la accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 

de 1991, está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en 

la medida que se les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional 

 
La salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable, cuyo 

contenido ha sido definido y determinado por el legislador estatutario y 

por la jurisprudencia constitucional. En ese sentido, el servicio público 



 
 

de salud, consagrado en la Constitución Política como derecho 

económico, social y cultural, ha sido desarrollado jurisprudencialmente, 

delimitando y depurando tanto el contenido del derecho, como su 

ámbito de protección ante la justicia constitucional. Por ejemplo, esta 

Corporación mediante Sentencia T-760 de 2008 estudió varias acciones 

de tutela sobre la protección del derecho a la salud e indicó que “la salud 

es un derecho fundamental que debe ser garantizado a todos los seres 

humanos igualmente dignos. No hacerlo conduce a que se presente un 

déficit de protección constitucionalmente inadmisible”. Eso sí, dejó claro 

que el carácter fundamental de un derecho no hace que todos los 

aspectos de este sean tutelables y que debido a la complejidad del 

derecho a la salud su goce puede estar supeditado a la disponibilidad 

de recursos materiales.1  

 

El desarrollo de la jurisprudencia constitucional en torno a la naturaleza 

y alcance de este derecho fue el principal sustento jurídico de la Ley 

Estatutaria de Salud[64] y sirvió para establecer normativamente la 

obligación del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para 

brindar a las personas acceso integral al servicio de salud.  

 

El artículo 8 de la Ley Estatuaria de Salud dispone que el servicio de 

salud debe responder al principio de integralidad, esto es, que debe ser 

prestado de manera eficiente, con calidad y de manera oportuna, antes, 

durante y después de la recuperación de la salud del paciente. Esta 

Corte se ha referido a la integralidad en la prestación de los servicios de 

salud como la atención y el tratamiento completo a que tienen derecho 

los usuarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud, de 

acuerdo con las disposiciones prescritas por el médico tratante. Según 

la Sentencia C-313 de 2014, que ejerció el control previo de 

constitucionalidad de la Ley Estatutaria que regula el derecho 

fundamental de salud, el principio de integralidad irradia el sistema, 

determina su lógica de funcionamiento y envuelve la obligación del 

Estado y de las entidades encargadas de la prestación del servicio de 

adoptar todas las medidas necesarias encaminadas a brindar un 

tratamiento que efectivamente mejore las condiciones de salud y calidad 

                                                             
1 La exposición de motivos señala expresamente: “2. Fundamentos jurídicos. Esta ley tiene sustento en distintas 
disposiciones constitucionales, tales como: “la célebre sentencia de la Corte Constitucional T-760 de 2008 y la 
sentencia T-853 de 2003”. Gaceta del Congreso de la República No. 116 de 2013, pp. 5 y 6. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-260-20.htm#_ftn64


 
 

de vida de las personas.2 Al respecto, se aclaró que el principio de 

integralidad no solo implica que se debe garantizar la prestación de los 

servicios y tecnologías necesarios para superar la afectación de la salud, 

sino también para sobrellevar la enfermedad manteniendo la integridad 

y dignidad personal del paciente, de modo que su entorno sea tolerable 

y adecuado.3  

 

Así las cosas, la salud es un derecho fundamental que debe protegerse 

y ser garantizado a todos los usuarios del Sistema de Seguridad Social, 

quienes al necesitar del suministro de un servicio están sujetos al 

criterio del médico tratante mediante orden médica que autorice el 

mencionado servicio. Tal criterio debe estar basado en información 

científica, el conocimiento certero de la historia clínica del paciente y en 

la mejor evidencia con que se cuente en ese momento. En efecto, cuando 

una persona acude a su EPS para que esta le suministre un servicio 

que requiere, o requiere con necesidad, el fundamento sobre el cual 

descansa el criterio de necesidad es que exista orden médica 

autorizando el servicio. 

 

Así, la Corporación ha señalado que el profesional idóneo para 

determinar las condiciones de salud de una persona, y el tratamiento 

que se debe seguir, es el médico tratante. Es su decisión el criterio 

esencial para establecer cuáles son los servicios de salud a que tienen 

derecho los usuarios del Sistema General de Seguridad Social. Por lo 

tanto, la remisión del médico tratante es la forma instituida en nuestro 

Sistema de Salud para garantizar que los usuarios reciban atención 

profesional especializada, y que los servicios de salud que solicitan, sean 

adecuados, y no exista riesgo para la salud, integridad o vida de los 

usuarios. Es deber de la entidad contar con todos los elementos de 

pertinencia médica necesarios para fundamentar adecuadamente la 

decisión de autorizar o no el servicio. Decisión que debe ser, además, 

comunicada al usuario.  

 

Ahora bien, la Corte también ha señalado que una faceta del derecho 

fundamental a la salud es el derecho al diagnóstico.4 El objetivo de esta 

                                                             
2 Sentencia C-313 de 2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza. Acápite 5.2.8.3. 
3 Este tema también fue explicado en la Sentencia T-402 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera. 
4 er, entre otras, las siguientes Sentencias T-717 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-887 de 2012. 
MP. Luis Ernesto Vargas Silva; T-298 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; T-940 de 2014. M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez; T-045 de 2015. MP. Mauricio González Cuervo; T-210 de 2015. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 



 
 

garantía es establecer el acceso a tratamientos, medicamentos, 

exámenes e insumos que se requieren con necesidad para restablecer la 

salud del paciente. Por tanto, aunque un juez de tutela no podría 

abarcar la órbita de acción que le compete a un profesional de la salud 

para ordenar directamente el reconocimiento de un servicio o 

tratamiento que no ha sido previamente diagnosticado, lo que 

excepcionalmente sí podría hacer, en caso de existir un indicio razonable 

de la afectación de salud, es ordenar un amparo en la faceta de 

diagnóstico. Es decir, el juez constitucional excepcionalmente podría 

resolver en sede de tutela que la Empresa Promotora de Salud 

correspondiente, por medio de los profesionales pertinentes, emita 

un diagnóstico efectivo, con el cual se garantice una valoración 

oportuna sobre las dolencias que aquejan al paciente, la determinación 

de la enfermedad que padece y el establecimiento de un procedimiento 

médico específico a seguir para lograr el restablecimiento de su salud. Al 

respecto, la jurisprudencia de esta Corte ha evidenciado que el derecho 

a un diagnóstico efectivo es vulnerado, entre otros casos, cuando las 

EPS o sus médicos adscritos demoran o se rehúsan a establecer un 

diagnóstico para el paciente, así como la prescripción de un tratamiento 

para superar una enfermedad.  

 

d.  El servicio de auxiliar de enfermería y los cuidadores 

 

El servicio de auxiliar de enfermería no es asimilable al concepto de 

cuidador. En efecto, la más grande diferencia entre tales figuras consiste 

en que el servicio de enfermería solo lo podría brindar una persona con 

conocimientos calificados en salud y, por el contrario, el cuidador es una 

persona que no requiere de una instrucción especializada en salud. Así 

las cosas, a continuación, se explican las características propias de cada 

uno de los mencionados conceptos. 

 

En cuanto al servicio de auxiliar de enfermería, también denominado 

atención domiciliaria, se observa que: (i) constituyen un apoyo en la 

realización de algunos procedimientos calificados en salud;5 (ii) se 

encuentra definido en el artículo 8 numeral 6 de la Resolución 5857 de 

                                                             
Martelo; T-459 de 2015. MP. Myriam Ávila Roldán; T-132 de 2016. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-020 de 2017. 
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-120 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-552 de 2017. M.P. Cristina Pardo 
Schlesinger; T-558 de 2017. M.P. Iván Humberto Escrucería Mayolo. 
5 Sentencia T- 471 de 2018. M.P. Alberto Rojas Ríos. 



 
 

2018,6 como la modalidad extramural de prestación de servicios de 

salud extra hospitalaria, que busca brindar una solución a los 

problemas de salud en el domicilio o residencia y que cuenta con el 

apoyo de profesionales, técnicos o auxiliares del área de la salud y la 

participación de la familia. Además, los artículos 26 y 65 de la 

Resolución 5857 de 2018 indican que el servicio de enfermería se 

circunscribe únicamente al ámbito de la salud y procede en casos de 

enfermedad en fase terminal y de enfermedad crónica, degenerativa e 

irreversible de alto impacto en la calidad de vida; y (iii) este servicio se 

encuentra incluido en el PBS, con la modalidad de atención domiciliaria. 

Por tanto, si el médico tratante adscrito a la EPS ordena mediante 

prescripción médica el servicio de enfermería a un paciente, este deberá 

ser garantizado sin reparos por parte de la EPS. 

 

Con relación a los cuidadores, la Sala resalta tres cuestiones básicas. (i) 

Son personas cuya función principal es ayudar en el cuidado del 

paciente en asuntos no relacionados con el restablecimiento de la salud, 

sino con la atención de las necesidades básicas.7 (ii) Esta figura es 

definida como aquel que brinda apoyo en el cuidado de otra persona que 

sufre una enfermedad grave, congénita, accidental o como consecuencia 

de su avanzada edad, que depende totalmente de un tercero, sin que 

ello implique la sustitución del servicio de atención paliativa o atención 

domiciliaria a cargo de las empresas promotoras de salud. Y (iii) se trata 

de un servicio que debe ser principalmente brindado por los miembros 

del núcleo familiar del paciente, en atención a un primer nivel de 

solidaridad que se espera de los parientes de un enfermo. Sin embargo, 

una EPS, excepcionalmente, podría prestar el servicio de cuidadores con 

fundamento en un segundo nivel de solidaridad para con los enfermos, 

el cual le correspondería asumir en caso de que falle el mencionado 

primer nivel de solidaridad y de que exista concepto del médico tratante 

que lo avale, tal y como pasa a explicarse.  

 

En efecto, esta Corte ha entendido que el artículo 15 de la Ley 

Estatutaria 1751 de 2015 dispone que todo servicio o tecnología que no 

esté expresamente excluido se entiende incluido y, por ende, debe 

                                                             
6 Por el cual se actualizan los servicios y tecnologías de salud financiados con recursos de la Unidad de Pago por 
Capitación (UPC). Resolución vigente para la época de los hechos que actualmente fue modificada por 
la Resolución 3512 de 2019. 
7 Sentencia T- 471 de 2018. M.P. Alberto Rojas Ríos. 



 
 

prestarse. Así, se tiene que la posibilidad de que una EPS preste el 

servicio de cuidadores no se encuentra expresamente excluida en el 

listado previsto en la Resolución 244 de 2019, pero tampoco es 

reconocida en el PBS, Resolución 3512 de 2019. 

 

Ante este escenario, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, 

como una medida excepcional, la EPS deberá prestar el servicio de 

cuidador en el caso de que: (i) exista certeza médica sobre la 

necesidad del paciente de recibir el servicio de cuidador; y (ii) la 

ayuda como cuidador no pueda ser asumida por el núcleo familiar 

del paciente, pues existe una imposibilidad material para hacerlo. 

Por imposibilidad material se entiende cuando el núcleo familiar del 

paciente: (a) no cuenta ni con la capacidad física de prestar las 

atenciones requeridas, ya sea por falta de aptitud como producto 

de la edad o de una enfermedad, o porque debe suplir otras 

obligaciones básicas para consigo mismo, como proveer los recursos 

económicos básicos de subsistencia; (b) resulta imposible brindar el 

entrenamiento o capacitación adecuado a los parientes encargados 

del paciente; y (c) carece de los recursos económicos necesarios 

para asumir el costo de contratar la prestación de ese servicio.  

 
D. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, el señor CARLOS ALFONSO AVENDAÑO CRUZ 

actúa como agente oficioso de su HIJO CARLOS JOSÉ AVENDAÑO 

PRIETO a quien, de conformidad con el escrito de la demanda no se le 

han prestado la totalidad de servicios médicos requeridos, solicita 

específicamente se le ordene a las accionadas la autorización para la 

prestación de los servicios DE ENFERMERÍA 24 HORAS DIARIAS, 

TRANSPORTE ESPECIAL Y/O AMBULANCIA, PAÑALES, PAÑITOS, 

TAPABOCAS, GASAS, GUANTES, CREMA ANTIPAÑALITIS, CREMAS 

ANTI ESCARAS (CETAPHIL) CREMA HUMECTANTE/ CREMA 

HIDRATANTE), y que se le brinde de manera oportuna el 

TRATAMIENTO INTEGRAL debido a su patologías C 729 TUMOR 

MALIGNO DEL SISTEMA NERVIOSO CENTRAL, TUMOR GLIAL 

MULTICENTRICO, GLIOMA IDH1 R132H NEGATIVO P53 POSITIVO, 

HEMIPARESIA IZQUIERDA, DEPENDENCIA FUNCIONAL SEVERA. 

 

 



 
 

Al respecto, el Despacho procede a realizar la revisión de los 

documentales aportadas por el accionante y las accionadas, sin que 

dentro del escrito se observe prueba siquiera sumaria que permita 

demostrar que existen autorizaciones por parte del médico tratante 

o relacionados con la junta médica realizada a CARLOS JOSÉ 

AVENDAÑO PRIETO, que permitan determinar la obligación de las 

accionadas de suministrar el servicio de enfermería 24 horas, por el 

contrario se evidencia que existe la necesidad para CARLOS JOSE de 

contar con un cuidador permanente, función que ha sido desempeñada 

por su núcleo familiar, quienes según el accionante no cuentan con las 

condiciones físicas para atender la necesidades de CARLOS JOSE; como 

se observa: 

 

 

A pesar de lo anterior, es claro que la solicitud elevada por el señor 

CARLOS ALFONSO AVENDAÑO CRUZ es el suministro del servicio 

de enfermería 24 horas y no precisamente el de cuidador, que como 

se ha dispuesto en múltiples jurisprudencias es aquella persona que no 

requiere conocimiento en enfermería. 

 

Sin embargo, el juez de tutela en su facultad oficiosa (Sentencia SU108/18: 
El principio de oficiosidad, el cual se encuentra íntimamente relacionado con el principio de 
informalidad, se traduce en el papel activo que debe asumir el juez de tutela en la conducción del 
proceso, no sólo en lo que tiene que ver con la interpretación de la solicitud de amparo, sino también, en 
la búsqueda de los elementos que le permitan comprender a cabalidad cuál es la situación que se 
somete a su conocimiento, para con ello tomar una decisión de fondo que consulte la justicia, que 
abarque íntegramente la problemática planteada, y de esta forma provea una solución efectiva y 
adecuada, de tal manera que se protejan de manera inmediata los derechos fundamentales cuyo 
amparo se solicita si hay lugar a ello.” En ejercicio de estas atribuciones conferidas al juez 
constitucional de acuerdo con el principio de oficiosidad, es razonable que el objeto de la acción de 
tutela cambie en ciertos casos, pues el juez tiene el deber de determinar qué es lo que accionante 

persigue con el recurso de amparo, con el fin de brindarle la protección más eficaz posible de sus 
derechos fundamentales. Así, en ese análisis, puede encontrar circunstancias no indicadas en el 



 
 

escrito de tutela sobre las que se hace necesario su pronunciamiento.), este despacho 

analizara la figura del cuidador: 

 
En la T-200-2023, la Corte señalo: 

 
“La atención domiciliaria en sus modalidades de servicio de enfermería y cuidador. 
Reiteración jurisprudencial[50]. 

36.            La jurisprudencia constitucional ha diferenciado las dos categorías existentes 
relativas a la atención domiciliaria, en consideración del deber constitucional de proteger la 
dignidad humana, esto es: los servicios de enfermería y cuidador domiciliario. 

  
37.            Respecto del servicio de enfermería, este Tribunal ha señalado que este “se 
propone asegurar las condiciones necesarias para la atención especializada de un 
paciente”[51] y, por su parte, los servicios del cuidador “se encuentran orientados a brindar 
el apoyo físico necesario para que una persona pueda desenvolverse en sociedad y realizar 
actividades básicas requeridas para asegurarse una vida digna, en virtud del principio de 
solidaridad”[52]. 

  
38.            Así entonces, el servicio de enfermería se ha entendido que solo puede ser 
brindado por una persona con conocimientos especializados en salud. En la sentencia T-
015 de 2021, esta Corporación reiteró que este servicio: (i) constituye un apoyo en la 
realización de procedimientos calificados en salud[53]; (ii) es una modalidad de atención 
domiciliaria en las resoluciones que contemplan el PBS[54]; (iii) está incluido en el PBS en el 
ámbito de salud, cuando sea ordenado por el médico tratante[55]; y (iv) procede en casos de 
pacientes con enfermedad en fase terminal, enfermedad crónica, degenerativa e irreversible 
de alto impacto en la calidad de vida[56]. 

  
39.            Por su parte, los servicios de cuidador se dirigen a la atención de necesidades 
básicas y no exigen una capacitación especial[57]. En la sentencia T-154 de 2014[58], la Corte 
determinó que el servicio de cuidador: (i) es prestado generalmente por personas no 
profesionales en el área de la salud; (ii) a veces los cuidadores son familiares, amigos o 
sujetos cercanos; (iii) es brindado de manera prioritaria, permanente y comprometida 
mediante el apoyo físico necesario para que la persona pueda realizar las actividades 
básicas y cotidianas, y aquellas que se deriven de la condición médica padecida que le 
permitan al afectado desenvolverse adecuadamente; y (iv) representa un apoyo emocional 
para quien lo recibe. 

  
40.            Sin embargo, la jurisprudencia también ha señalado que, aunque el servicio de 
cuidador debe ser brindado principalmente por los familiares del paciente, en virtud del 
principio de solidaridad; lo cierto es que “excepcionalmente, una EPS podría estar obligada 
a prestar el servicio de cuidador con fundamento en el segundo nivel de solidaridad para 
con los enfermos en caso de que falle el primer nivel por ausencia o incapacidad de los 
familiares y cuando exista orden del médico tratante”[59]. 

  
41.            Así las cosas, como una medida de carácter excepcional, la EPS deberá prestar 
el servicio de cuidador cuando se cumplan dos condiciones: (i) exista certeza médica sobre 
la necesidad del paciente de recibir este servicio; y (ii) la ayuda como cuidador no pueda ser 
asumida por el núcleo familiar del paciente. Esto último, cuando se compruebe que los 
familiares: (a) no cuentan con la capacidad física para prestar las atenciones requeridas por 
falta de aptitud en razón a la edad o a una enfermedad, o porque deben suplir otras 
obligaciones básicas, como proveer  los recursos económicos básicos de subsistencia; (b) 
resulta imposible poder brindar el entrenamiento adecuado a los parientes encargados del 
paciente; y (c) carecen de los recursos económicos necesarios para asumir el costo de 
contratar la prestación del servicio[60].   
  
…………………… 

 
45.            En suma, este Tribunal ha determinado que para prestar cuidados 
especiales a un paciente es necesario verificar: (i) una orden proferida por el 

profesional de la salud, si se trata de un servicio de enfermería; y (ii) en casos 

excepcionales, si el paciente requiere el servicio de cuidador y este no puede ser 
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garantizado por su núcleo familiar, el Estado estará obligado a suplir dicha 

carencia y en tales casos, se ha ordenado a las EPS suministrar el servicio para 
apoyar a las familias, cuando el cuidador sea efectivamente requerido[61]. 

 

  

……….. 
 
La unidad familiar debe asumir el rol de cuidador, en virtud del principio de 
solidaridad 

67.            Ahora, se procederá a analizar si, en el caso concreto, se requiere la 
prestación de los servicios de un cuidador. En caso de ser así, la Sala establecerá 

quién está llamado asumir este rol, de conformidad con los requisitos 
jurisprudenciales y las particularidades de la situación objeto de análisis. Para 

ello, principalmente se deberá determinar que la paciente requiere la necesidad de 

cuidados especiales por parte de un cuidador, quien deberá ser, en primer orden, 
su familia, en virtud del principio de solidaridad. Sin embargo, en caso de que, 

excepcionalmente, los familiares no puedan asumir dicho rol debido a una 
imposibilidad material[82], estos deberán acreditar que (i) no cuentan con la 

capacidad física de prestar las atenciones requeridas, ya sea por (a) falta de 

aptitud como producto de la edad o de una enfermedad, o (b) la necesidad de suplir 
otras obligaciones básicas para consigo mismo, como proveer los recursos 

económicos básicos de subsistencia; (ii) la imposibilidad de brindar el 
entrenamiento o capacitación adecuado a los parientes encargados del paciente; 

y (iii) la ausencia de los recursos económicos necesarios para asumir el costo de 

contratar la prestación de ese servicio[83]. 

  

 
En el presente asunto se señaló por el accionante: 
 

  
 

Aportando evidencia del estado de salud de la mama: 
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Por lo que el despacho encuentra acreditas las condiciones para acceder 

al servicio de cuidador, ya que la entidad medica que lo valora así lo 

dice: 

 

 

Y el núcleo familiar por sus condiciones de salud no pueden atender 

esta obligación. 

 

Por otra parte, en cuanto al SERVICIO DE TRANSPORTE, PAÑALES Y 

CREMA ANTI PAÑALITIS en junta médica llevada a cabo el día 31 de 

enero de 2024, se hace referencia a la necesidad de suministrar la 

crema anti pañalitis y los pañales para cuatro cambios al día, en 

cuanto al servicio de transporte se le indica a los accionantes la forma 

de realizar la solicitud del servicio cuando sea requerido, teniendo en 

cuenta que ya fue ordenado: 

 



 
 

 

 

En cuanto a la solicitud de PAÑITOS, TAPABOCAS, GASAS, GUANTES, 

CREMAS ANTI ESCARAS (CETAPHIL) CREMA HUMECTANTE/ 

CREMA HIDRATANTE), este Despacho no podrá conceder la entrega de 

los mencionados elementos, teniendo en cuenta que de los documentos 

aportados no se evidencia la autorización por parte del médico tratante 

o en junta médica que demuestre la necesidad de los mismos a pesar de 

la condición médica de CARLOS JOSE en este sentido, para que el juez 

de tutela pueda ordenar el suministro de medicamentos, elementos de 

aseo, de cuidado personal, entre otros, o el tratamiento integral de un 

paciente, se debe comprobar que: (i) la EPS fue negligente respecto a 

sus obligaciones con el paciente; (ii) la existencia de órdenes 

médicas con especificaciones tales como, diagnósticos, insumos o 

servicios requeridos; (iii) la calidad de sujeto de especial protección 

constitucional del accionante o su estado extremadamente grave de 

salud. Y a pesar de observar estado de salud de CARLOS JOSE, es 

relevante destacar que el juez de tutela no puede emitir 

pronunciamiento sobre hechos futuros e inciertos, por lo que las 

prescripciones médicas deben ser claras y frente a la ausencia de ellas 

no es posible acceder a las solicitudes del accionante. 

 

Además, debe tenerse en cuenta las conclusiones de la IPS: 



 
 

 

 

De conformidad con los argumentos expuestos, el Despacho negara la 

presente acción constitucional parcialmente, como quiera que se 

acredita el suministro de varios de los elementos que reclama el 

accionante, lo que genera la carencia de objeto, pero ordenara a la EPS 

el suministro de cuidador y advertir a las accionadas para que continúen 

prestando y autorizando la totalidad de servicios, medicamentos y 

elementos requeridos por CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO de 

conformidad con el reporte de la junta medica llevada a cabo el 

31/01/2024, respecto a las entidades vinculadas se ordenará si 

desvinculación de la presente acción constitucional. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR los derechos a la salud y vida dignan de 

CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO de conformidad a lo esbozado 

en la parte motiva de esta providencia y solo en lo que se refiere a 

la figura del cuidador. 

 

SEGUNDO: O R D E N A R  A  ALIANSALUD EPS, que en el término de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, 

procedan dentro del marco de sus competencias a AUTORIZAR, ASIGNAR Y 

GARANTIZAR un cuidador personal con la capacitación idónea y adecuada 

para el manejo de un paciente con los diagnósticos clínicos del señor 

CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO, cuidador que deberá prestar los servicios 

de cuidado personales y asistencia en sus actividades cotidianas al citado 

paciente, de manera permanente, en su residencia, durante las veinticuatro 



 
 

(24) horas del día, de lunes a domingo, esto es, todos los días de la semana, 

sin interrupción alguna, en procura de salvaguardar las prerrogativas 

fundamentales por él invocadas en su escrito de tutela. 

 

TERCERO: ADVERTIR a ALIANSALUD EPS e IPS FORJA EMPRESAS 

a través de sus representantes o quien corresponda para que 

continúe garantizando la prestación oportuna de los servicios 

en salud a CARLOS JOSÉ AVENDAÑO PRIETO de conformidad 

con el informe emitido en junta de médicos llevada a cabo el 

31/01/2024. 

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en 

la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 81ec83b91ad1f788a8fbeeb90be9d8c0b6d11a9863eac370c4169c8526625e1b
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., nueve (09) de febrero de dos mil veinticuatro 
(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00125-00 

 

Accionante: LEIDY JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ 

Accionado: COMPENSAR E.P.S. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por LEIDY JOHANNA GALINDO 

RODRIGUEZ, en la que se acusa la vulneración de los derechos 

fundamentales a la salud en conexidad con la vida. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 
Manifestó la accionante en el escrito de tutela que, es paciente 

diagnosticada con Epilepsia desde los 12 años, manifestando que 

a razón de dicho diagnóstico ha estado en tratamientos y 

procedimientos médicos, asegurando he probado todo lo que existe 

para dicha enfermedad. 
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De otra parte, dijo la accionante que en el año 2023, radico acción de tutela: 

puesto que no me estaban suministrando el medicamento que 

necesitaba y tampoco me estaban dando citas con el especialista que 

requeria. 

Continuo la accionante relatando los siguientes hechos: 

 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se tutelen sus derechos a la salud y a 

la vida, ordenando a la convocada COMPENSAR E.P.S., 

suministrale inmediatamente el medicamento correspondiente de 

marca comercial, junto con el agendamiento del proximo control 

con el especialista, toda vez que ya deberia tener dicha cita. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 
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mediante auto calendado 30 de enero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada, y a todos los vinculados y 

que fueron: LA SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, LA 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, y EL JUZGADO SÉPTIMO PENAL 

MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 

GARANTIAS DE BOGOTÁ para que se pronunciaran sobre cada uno 

de los hechos y derechos que dieron origen a la presente acción 

constitucional. 

 

De igual manera, mediante dicho Auto Admisorio, se accedio 

parcialmente a la medida provisional solicitad, en el entendido de 

ordenar la entrega del medicamento “BRIVARACETAM 100MG” en las 

cantidades indicadas por el médico tratante, teniendo en cuenta que en dicha 

formula no prescribe que tiene que ser especialmente de marca Comercial, 

sino que es el medicamento Generico. 

Siendo recepcionada en primera oportunidad, respuesta por parte 

del vinculado JUZGADO SÉPTIMO PENAL MUNICIPAL PARA 

ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS 

DE BOGOTÁ, quien a traves de su secretario, el DR. LEONARDO 

PARRA, manifesto que, dicho despacho conocio la accion 

constitucional interpuesta por la señora Leidy Johanna Galindo 

Rodriguez contra Compensar E.P.S., la cual fue avocada el 01 de 

noviembre de 2022, bajo el radicado 2022-0105, profiriendo fallo 

de primera instancia el dia 17 de noviembre de la misma 

anualidad, mediante el cual dicho despacho, decidio tutelar todos 

los cobros por concepto de copagos, que se llegaren a generar en 

virtud de los medicamentos, procedimientos y valoraciones que se 

ordenen por el diagnostico de Epilepsia, y de otro lado, 

declarandose la improcedencia frente a las demás pretensiones. 

Por ultimo, el despacho judicial vinculado manifesto que la 

decisión no fue impugnada y, adicionalmente en su respuesta 
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allego el link de dicho expediente constitucional. 

 

De otra parte, la vinculada SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 

SALUD, allego respuesta por intermedio de CLAUDIA PATRICIA 

FORERO RAMIREZ, en calidad de Subdirectora Tecnica de la 

Subdirección de Defensa Juridica de dicha superintendencia, 

manifestando frente a los hechos:  

 
 

Finalizo manifestando que es claro que la EPS accionada está en la 

obligación de procurar prestarle el servicio al afiliado en forma razonable, 

oportuna y eficiente, sin ninguna demora o dilación injustificada, que ponga 

en riesgo inminente sus derechos fundamentales. De igual manera, 

solicito se declarara la inexistencia de nexo causal y se desvinculara 

a su representada. 

 

Por otro lado, la vinculada ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD – ADRES, allego respuesta a través del señor JULIO 

EDUARDO RODRIGUEZ ALVARADO, a quien le fue conferido 

poder por parte de la Oficina Juridica de dicha entidad, 

manifestando lo siguiente: 
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Por ultimo, siendo recepcionada por parte de este despacho el 01 de 

febrero de 2024, la respuesta de la accionada COMPENSAR E.P.S., 

emitida por la señora LEIDY JOHANA BARRIENTOS PEÑUELA, 

quien actua en calidad de apoderada judicial del programa de salud 

de la Caja de Compensacion Compensar, quien manifesto frente a 

los hechos de la acción, lo siguiente: 
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Finalizo la apoderada de la accionada, solicitando la declaratoria de 

improcedencia de la presente acción: 
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Por ultimo, es de resaltar que a través de la direccion electronica: 
abogadapaulachaparroramirez@gmail.com perteneciente a PAULA 

CHAPARRO RAMIREZ, este despacho recibio durante el trámite 
constitucional, los siguientes mensajes: 

 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 
 

mailto:abogadapaulachaparroramirez@gmail.com
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamentales invocados por 

la accionante  al endilgársele a COMPENSAR E.P.S. accionada, no 

suministrarle el medicamento de marca comercial sino el 

medicamento generico ordenado por su medico tratante.  

De igual manera, se contrae a resolver si en el caso expuesto hay 

lugar o no, de ordenar a COMPENSAR E.P.S., realizar una junta 

medica para valorar si el medicamento generico formulado a 

LEIDY JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ, por parte del medico 

tratante, no está teniendo el efecto preciso y, si realmente es 

necesario que se reformule el medicamento, para que el 

suministrado sea otro diferente al generico. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, la accionante LEIDY JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ, 

aduce violación de sus derechos fundamentales a la salud en 

conexidad con la vida,  razón por la cual, se encuentra legitimada 

para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada, COMPENSAR E.P.S., con 

fundamento en lo dispuesto en los numerales 2 y 4 del Decreto 

2591 de 1991, está legitimada como parte pasiva en el presente 

asunto, en la medida que se les atribuye la violación del derecho 

en discusión. 
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C. El Derecho a la Salud en la Jurisprudencia Constitucional 

La salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable, 

cuyo contenido ha sido definido y determinado por el legislador 

estatutario y por la jurisprudencia constitucional. En ese sentido, 

el servicio público de salud, consagrado en la Constitución Política 

como derecho económico, social y cultural, ha sido desarrollado 

jurisprudencialmente, delimitando y depurando tanto el contenido 

del derecho, como su ámbito de protección ante la justicia 

constitucional. Por ejemplo, esta Corporación mediante Sentencia 

T-760 de 2008 estudió varias acciones de tutela sobre la 

protección del derecho a la salud e indicó que “la salud es un 

derecho fundamental que debe ser garantizado a todos los seres 

humanos igualmente dignos. No hacerlo conduce a que se 

presente un déficit de protección constitucionalmente 

inadmisible”. Eso sí, dejó claro que el carácter fundamental de un 

derecho no hace que todos los aspectos de este sean tutelables y 

que debido a la complejidad del derecho a la salud su goce puede 

estar supeditado a la disponibilidad de recursos materiales.1 

El desarrollo de la jurisprudencia constitucional en torno a la naturaleza y 

alcance de este derecho, fue el principal sustento jurídico de la Ley 

Estatutaria de Salud[64] y sirvió para establecer normativamente la 

obligación del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para brindar 

a las personas acceso integral al servicio de salud. 

 
El artículo 8 de la Ley Estatuaria de Salud dispone que el servicio de salud 

debe responder al principio de integralidad, esto es, que debe ser prestado de 

manera eficiente, con calidad y de manera oportuna, antes, durante y después 

de la recuperación de la salud del paciente. Esta Corte se ha referido a la 

integralidad en la prestación de los servicios de salud como la atención y el 

                                                             
1 1 La exposición de motivos señala expresamente: “2. Fundamentos jurídicos. Esta ley tiene sustento en 
distintas disposiciones constitucionales, tales como: “la célebre sentencia de la Corte Constitucional T-760 
de 2008 y la sentencia T-853 de 2003”. Gaceta del Congreso de la República No. 116 de 2013, pp. 5 y 6. 
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tratamiento completo a que tienen derecho los usuarios del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con las disposiciones prescritas por 

el médico tratante. Según la Sentencia C-313 de 2014, que ejerció el control 

previo de constitucionalidad de la Ley Estatutaria que regula el derecho 

fundamental de salud, el principio de integralidad irradia el sistema, 

determina su lógica de funcionamiento y envuelve la obligación del Estado y 

de las entidades encargadas de la prestación del servicio de adoptar todas las 

medidas necesarias encaminadas a brindar un tratamiento que efectivamente 

mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las personas.2 

 

Al respecto, se aclaró que el principio de integralidad no solo implica que se 

debe garantizar la prestación de los servicios y tecnologías necesarios para 

superar la afectación de la salud, sino también para sobrellevar la enfermedad 

manteniendo la integridad y dignidad personal del paciente, de modo que su 

entorno sea tolerable y adecuado.3 

 

Así las cosas, la salud es un derecho fundamental que debe protegerse y ser 

garantizado a todos los usuarios del Sistema de Seguridad Social, quienes al 

necesitar del suministro de un servicio están sujetos al criterio del médico 

tratante mediante orden médica que autorice el mencionado servicio. Tal 

criterio debe estar basado en información científica, el conocimiento certero 

de la historia clínica del paciente y en la mejor evidencia con que se cuente en 

ese momento. En efecto, cuando una persona acude a su EPS para que esta 

le suministre un servicio que requiere, o requiere con necesidad, el 

fundamento sobre el cual descansa el criterio de necesidad, es que exista 

orden médica autorizando el servicio. 

 

Así, la Corporación ha señalado que el profesional idóneo para determinar las 

condiciones de salud de una persona, y el tratamiento que se debe seguir, es 

el médico tratante. Es su decisión el criterio esencial para establecer cuáles 

son los servicios de salud a que tienen derecho los usuarios del Sistema 

                                                             
2 Sentencia C-313 de 2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza. Acápite 5.2.8.3. 
3 3 Este tema también fue explicado en la Sentencia T-402 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera 
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General de Seguridad Social. Por lo tanto, la remisión del médico tratante es 

la forma instituida en nuestro Sistema de Salud para garantizar que los 

usuarios reciban atención profesional especializada, y que los servicios de 

salud que solicitan, sean adecuados, y no exista riesgo para la salud, 

integridad o vida de los usuarios. Es deber de la entidad contar con todos los 

elementos de pertinencia médica necesarios para fundamentar 

adecuadamente la decisión de autorizar o no el servicio. Decisión que debe 

ser, además, comunicada al usuario. 

 

Ahora bien, la Corte también ha señalado que una faceta del derecho 

fundamental a la salud es el derecho al diagnóstico.4 El objetivo de esta 

garantía es establecer el acceso a tratamientos, medicamentos, exámenes e 

insumos que se requieren con necesidad para restablecer la salud del 

paciente. Por tanto, aunque un juez de tutela no podría abarcar la órbita de 

acción que le compete a un profesional de la salud para ordenar directamente 

el reconocimiento de un servicio o tratamiento que no ha sido previamente 

diagnosticado, lo que excepcionalmente sí podría hacer, en caso de existir un 

indicio razonable de la afectación de salud, es ordenar un amparo en la faceta 

de diagnóstico. Es decir, el juez constitucional excepcionalmente podría 

resolver en sede de tutela que la Empresa Promotora de Salud 

correspondiente, por medio de los profesionales pertinentes, emita un 

diagnóstico efectivo, con el cual se garantice una valoración oportuna sobre 

las dolencias que aquejan al paciente, la determinación de la enfermedad que 

padece y el establecimiento de un procedimiento médico específico a seguir 

para lograr el restablecimiento de su salud. Al respecto, la jurisprudencia de 

esta Corte ha evidenciado que el derecho a un diagnóstico efectivo es 

vulnerado, entre otros casos, cuando las EPS o sus médicos adscritos 

demoran o se rehúsan a establecer un diagnóstico para el paciente, así como 

la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. 

                                                             
4 ver, entre otras, las siguientes Sentencias T-717 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-887 
de 2012. MP. Luis Ernesto Vargas Silva; T-298 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; T-940 de 2014. 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-045 de 2015. MP. Mauricio González Cuervo; T-210 de 2015. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-459 de 2015. MP. Myriam Ávila Roldán; T-132 de 2016. M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva; T-020 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-120 de 2017. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; T-552 de 2017. M.P. Cristina Pardo Schlesinger; T-558 de 2017. M.P. Iván Humberto 
Escrucería Mayolo 
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Tambien ha dicho la Corte Constitucional frente a los 

medicamentos Genericos y Comerciales que5 Las Entidades 

Promotoras de Salud se encuentran autorizadas para ordenar 

medicamentos genéricos o comerciales, siempre y cuando 

estos  cumplan con los criterios de calidad, seguridad, eficacia y 

comodidad para el paciente, siguiendo el criterio del médico 

tratante; sin embargo, dicha facultad otorgada por la legislación 

Colombiana, fue limitada por el Ministerio de Protección Social, 

quien  a través de la Resolución 4377 de 2010 estableció que, los 

médicos deben formular medicamentos en presentación genérico; y 

en caso que se prescriban en presentación comercial, deberá 

acompañarse con su respectiva justificación. Al respecto, la Corte 

Constitucional ha reitero cuales son los criterios que deben seguir 

los médicos tratantes para formular un medicamento en 

presentación comercial y cuáles son los parámetros del Comité 

Técnico Científico para autorizar su suministro. 

 

De igual modo, en la misma sentencia, refirio la Honorable Corte 

Constitucioanal que, el medico tratante es la persona idónea para 

determinar cuál es el tratamiento médico a seguir frente a 

patología concreta: La Corte ha insistido en que el médico es 

la persona especializada en la medicina humana, capaz de 

brindar soluciones y respuestas a problemas de salud, a 

través de medicamentos, tratamientos que mejoran la 

calidad de vida del paciente, y que le permite ir más allá de 

un conocimiento general. De acuerdo con lo anterior, se ha 

considerado que la persona idónea para determinar que 

procedimiento y/o tratamiento debe seguir la paciente, es su 

médico tratante. 

 
 

 

                                                             
5 Sentencia T-607 de 2013. 
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De otra parte, la H. Corte Constitucional ha referido frente al 

tratamiento médico que el juez constitucional solo puede ordenar 

lo indicado por el médico tratante6: Esta Corporación ha 

sostenido de manera reiterada, que los jueces de tutela no 

son competentes para ordenar tratamientos médicos no 

prescritos por el médico tratante del paciente, resaltado que 

“la intervención del juez no está dirigida a sustituir los 

criterios y conocimientos del médico por los criterios y 

conocimientos del juez, sino a impedir la violación de los 

derechos fundamentales del paciente” En esta línea, la Corte 

ha establecido, que “el acceso a los servicios médicos está 

sujeto a un criterio de necesidad y el único con los 

conocimientos científicos indispensables para establecer la 

necesidad de un servicio de esta naturaleza es, sin duda 

alguna, el médico tratante”. Ello por cuanto, el tratante (i) 

es un profesional científicamente calificado; (ii) es quien 

conoce de manera íntegra el caso de su paciente y las 

particularidades que puedan existir respecto de su 

condición de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la 

información adecuada, precisa y suficiente para determinar 

la necesidad de un determinado servicio de salud; y (iii) 

actúa en nombre de la entidad que presta el servicio. 

 

De igual manera, frente AL PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD7, nos 

encontramos que la honorable Corte Constitucional,  ha dicho: 

 

El principio de oficiosidad, el cual se encuentra íntimamente 

relacionado con el principio de informalidad, se traduce en el papel 

activo que debe asumir el juez de tutela en la conducción del proceso, 

no sólo en lo que tiene que ver con la interpretación de la solicitud de 

amparo, sino también, en la búsqueda de los elementos que le 

                                                             
6 Sentencia T-289 de 2013. 
7 Sentencia SU-108 de 2018. 
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permitan comprender a cabalidad cuál es la situación que se somete 

a su conocimiento, para con ello tomar una decisión de fondo que 

consulte la justicia, que abarque íntegramente la problemática 

planteada, y de esta forma provea una solución efectiva y adecuada, 

de tal manera que se protejan de manera inmediata los derechos 

fundamentales cuyo amparo se solicita si hay lugar a ello.” En 

ejercicio de estas atribuciones conferidas al juez constitucional de 

acuerdo con el principio de oficiosidad, es razonable que el objeto de 

la acción de tutela cambie en ciertos casos, pues el juez tiene el deber 

de determinar qué es lo que accionante persigue con el recurso de 

amparo, con el fin de brindarle la protección más eficaz posible de 

sus derechos fundamentales. Así, en ese análisis, puede encontrar 

circunstancias no indicadas en el escrito de tutela sobre las que se 

hace necesario su pronunciamiento. 

 

D. Caso concreto. 

En el caso bajo estudio, la señora LEIDY JOHANNA GALINDO 

RODRIGUEZ reclama la proteccion de su derecho fundamental a 

la salud en conexidad con la vida, toda vez que, la accionada 

COMPENSAR E.P.S., si bien le ha entregado el medicamento 

“BRIVARACETAM 100MG”, este no ha sido el medicamento de 

marca comercial que ella requiere, y tampoco le ha agendado el 

proximo control con el especialista, teniendo en cuenta que ya 

deberia tener dicho cita con el correspondiente especialista. 

Al respecto, el Despacho observa que, la accionada COMPENSAR 

E.P.S., por intermedio de la respuesta allegada dentro del trámite, 

cumplio con lo ordenado en la medida provisional decretada, 

autorizando la entrega del medicamento generico y aportando 

prueba de que a la accionante se le han autorizado absolutamente 

todas las ordenes medicas: 
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De contera, como ya lo ha sentado la honorable Corte 

Constitucional, el Juez de Tutela no es competente para ordenar 

tratamientos médicos no prescritos por el médico tratante del 

paciente, resaltado que la intervención del juez no está dirigida a 

sustituir los criterios y conocimientos del médico por los criterios 

y conocimientos del juez, sino a impedir la violación de los 

derechos fundamentales del paciente. 

Conforme a lo anterior, el despacho NEGARA el amparo 

solicitado respecto a ordenarle a la accionada entregar el 

medicamento comercial, teniendo en cuenta que no se aporto 

concepto del médico tratante ordenando que dicho medicamento 

“BRIVARACETAM 100MG” deba ser el de marca comercial. 

Sin embargo, este Despacho Constitucional, conforme al 

PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD, no puede pasar por alto las 
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manifestaciones realizadas por la accionante en el escrito de tutela 

y, dada la complicación de su diagnostico de EPILEPSIA este Juez 

de Tutela le ORDENARA A COMPENSAR E.P.S., que dentro de 

las (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo de 

primera instancia, sin dilaciones ni demoras injustificadas y en un 

plazo no mayor a cinco (5) días hábiles desde la notificación de esta 

providencia, autorice y programe una valoración médica  para que sea 

valorado exhautisvamente el caso de la accionante LEIDY 

JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ, en lo que concierne al 

medicamento “BRIVARACETAM 100MG” y se determine si 

realmente el medicamento generico está teniendo el efecto preciso 

conforme a lo ordenado por el medico tratante o, si por el 

contrario, conforme a la valoración que será realizada, se emite 

nuevo criterio medico, en donde se determine que realmente es 

necesario la reformulación del medicamento “BRIVARACETAM 

100MG” a la marca comercial requerida por la accionante. 

Se ordena la desvinculación de la SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL DE SALUD, de LA ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD – ADRES, y del JUZGADO SÉPTIMO PENAL 

MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONTROL 

DE GARANTIAS DE BOGOTÁ. 

 
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el  amparo de tutela formulado por LEIDY 

JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ, respecto de ordenar a la 
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accionada entregarle el medicamento de marca comercial, de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: ORDENARLE al representante legal de la accionada 

COMPENSAR E.P.S., o a quien haga sus veces, que dentro de las (48) 

horas siguientes a la notificación del presente fallo, sin dilaciones ni 

demoras injustificadas AUTORICE Y PROGRAME UNA valoracion 

MEDICA para que sea valorado exhautisvamente el caso de la 

accionante LEIDY JOHANNA GALINDO RODRIGUEZ, en lo que 

concierne al medicamento “BRIVARACETAM 100MG” y se 

determine si realmente el medicamento generico está teniendo el 

efecto preciso conforme a lo ordenado por el medico tratante o, si 

por el contrario, como lo manifesta la accionante y, junto a la 

valoración que será realizada, se emite nuevo criterio medico, en 

donde se determine que realmente es necesario la reformulación 

del medicamento “BRIVARACETAM 100MG” a la marca comercial 

para el correcto tratamiento de la accionante. 

 

TERCERO: DEJAR SIN EFECTOS la orden proferida al otorgar la 

medida provisional. 

 

CUARTO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
QUINTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., doce (12) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00148-00 

 

 Accionante:        ANGIE PAOLA OSPINA VALLEJO  

 Accionado:      EPS SANITAS  

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora ANGIE PAOLA OSPINA VALLEJO, en la que se 

acusa la vulneración de los derechos fundamentales al mínimo vital, 

salud, seguridad social, vida digna y de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

- De conformidad con la accionante, es afiliada a la EPS SANITAS en 

calidad de cotizante, y ha realizado el pago de sus aportes de manera 

ininterrumpida. El 23 de junio de 2023, nació su hija L.S.O.O, por lo 

que a partir de ese momento, de conformidad con el escrito, contaba 

con el derecho a disfrutar de su licencia de maternidad, sin embargo, 

después de radicar la documentación correspondiente, la accionada le 

negó el derecho al pago de su licencia, aduciendo el pago tardío de los 

aportes, sin embargo nunca la accionada requirió a la empresa para 

la cual trabaja, ni rechazo los pagos extemporáneos.  

 

Pretensiones. 



 
 

La accionante pretende la protección de sus derechos y que se ordene 

a EPS SANITAS el pago de su licencia de maternidad. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 30/01/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

- CLAUDIA PATRICIA FORERO RAMIREZ, Subdirector Técnico, 

adscrito a la Subdirección de Defensa Jurídica de la 

Superintendencia Nacional de Salud, con relación a los hechos 

descritos en la acción de tutela, solicita su desvinculación por falta 

de legitimación por pasiva, teniendo en cuenta que no cuenta con 

información respecto de la solicitud de pago de LA LICENCIA DE 

MATERNIDAD. La SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD no 

le consta nada de lo dicho por la parte accionante, ya que no tiene 

dentro de sus funciones y competencias el aseguramiento de los 

usuarios del Sistema, ni la prestación de servicios médicos. 

 

- JERSON EDUARDO FLÓREZ ORTEGA Representante Legal para 

Temas de Salud y Acciones de Tutela EPS SANITAS S.A.S, en 

atención al oficio relacionado con el asunto en referencia, procedo 

a pronunciarme respecto de la acción de tutela instaurada 

solicitando se declare su improcedencia, debido a que su 

representada ya realizó el reconocimiento invocado, generando con 

esto una carencia actual de objeto por hecho superado. Por otra 

parte, manifiesta que su representada ha actuado de conformidad 

con la normatividad legal vigente, y jamás ha tenido la intención de 

vulnerar o transgredir los derechos fundamentales de la accionante, 

razón por la cual se procedió a la liquidación de la licencia de 

maternidad, a favor del empleador. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 



 
enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo, dirigido a 

proteger los derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, la accionada 

EPS SANITAS  está vulnerando los derechos fundamentales de la señora 

ANGIE PAOLA OSPINA VALLEJO al no cancelarle la licencia de 

maternidad a que posiblemente tiene derecho. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. La accionante es ANGIE PAOLA OSPINA 

VALLEJO es mayor de edad y actúa a nombre propio para reclamar 

sus derechos fundamentales, presuntamente conculcados por la 

entidad accionada, de tal forma que se encuentra legitimado para 

ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el Despacho procede a 

resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La EPS SANITAS, es el accionado y, con 

fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, está 

legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que 

se les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. Procedencia excepcional de la acción de tutela para el 

reconocimiento y pago de la licencia de maternidad.  

 

El Código Sustantivo del Trabajo modificado por la ley 1468 de 2011 

dispone que la mujer trabajadora tiene derecho a disfrutar de una 

licencia remunerada por maternidad y la Ley 100 de 1993 impone 

a la Entidad Promotora de Salud la obligación de reconocer la 



 
prestación económica, cuando la madre cumpla con el lleno de los 

requisitos que para tal fin ha señalado el ordenamiento jurídico. 

 

En este sentido, la mujer trabajadora puede reclamar mediante el 

ejercicio de la acción constitucional regulada en el artículo 86 de la 

Carta Política, el restablecimiento de su derecho a la prestación 

económica por maternidad, cuando quiera que éste resulte 

desconocido por la acción u omisión de las entidades prestadoras 

de salud, encargadas de su reconocimiento, en cuanto la licencia 

remunerada por maternidad permite un espacio para que la madre 

gestante afronte con tranquilidad la dificultad del parto. 

 

Al respecto la Corte Constitucional ha señalado: 

 

“Para no hacer dicha carga gravosa para la peticionaria, el solo hecho 

de afirmar que existe vulneración del mínimo vital, teniendo en cuenta 

que este remplazaría el salario como medio de subsistencia, es una 

presunción a la que debe aplicarse el principio de veracidad, en pro 

de la protección a los niños.  

 

Independiente si el salario de la madre es mayor al salario mínimo 

y/o la madre es de escasos recursos, la presunción opera, siempre 

que el juez constitucional valore que la falta del pago de la licencia 

puede poner en peligro su subsistencia y la de su hijo, cuando la 

mujer da a luz, o se le entrega un infante o adolescente en adopción. 

Tal supuesto debe ser aplicado igualmente para las mujeres que en 

calidad de cotizantes independientes se afilian al sistema, pues sus 

ingresos se verán disminuidos por su nueva situación de mujeres que 

dan a luz un hijo [o una hija].”1 

Bajo este entendido, resulta evidente la procedencia de la acción de 

tutela para la protección de los derechos fundamentales de la mujer 

y del niño durante el embarazo, luego del parto cuando las 

entidades prestadoras de salud desconocen o retardan el 

reconocimiento de la prestación económica de maternidad, para 

cuyo efecto sólo se requiere demostrar el estado de embarazo, la 

ocurrencia del parto, según el caso y la afiliación de la madre a la 

seguridad social. 

                                                             
1 Sentencia T 506 de 2016 



 
 

En ese orden de ideas, se tiene que en atención a la especial 

situación de la madre y del recién nacido se ha estimado 

jurisprudencialmente que la acción de tutela sí resulta adecuada 

para atender el reconocimiento de una prestación económica 

siempre y cuando cumpla con dos requisitos: i) Que se interponga 

el amparo constitucional dentro del año siguiente al nacimiento; y 

ii) ante la ausencia del pago de dicha prestación se presume la 

afectación del mínimo vital de la madre y su hijo.2 

 

Pues tal aspecto de particular relevancia frente al reclamo por vía 

de acción de tutela de la licencia de maternidad fue tratado en la 

sentencia T- 999 de 2003 y reiterado en la sentencia T - 549 de 

2005, el cual versa sobre la oportunidad para interponer la acción 

de tutela. Así, dicha sentencia se reiteró: 

 

“ Para que la vulneración del mínimo vital por la falta de pago de la 

licencia de maternidad genere amparo constitucional es preciso que 

el cumplimiento de esa prestación económica sea planteado por la 

madre ante los jueces de tutela dentro del año siguiente al nacimiento 

de su hijo, de conformidad con la última jurisprudencia planteada por 

esta misma Sala, conforme a la cual “siendo la voluntad del 

Constituyente que los derechos del niño prevalezcan sobre todos los 

de los demás, y que durante el primer año de vida gocen de una 

protección especial, el plazo para reclamar el derecho a la licencia por 

vía de tutela no puede ser inferior al establecido en el artículo 50 de 

la Constitución Política o sea 364 días y no 84 como hasta ahora lo 

había señalado jurisprudencialmente esta Corporación:..” 

Jurisprudencialmente, también se ha señalado que los requisitos 

legales en relación con la obligación que tienen las EPS de pagar la 

licencia de maternidad, a las afiliadas que hayan dado a luz a su 

hijo, se resumen en: Que haya cotizado ininterrumpidamente al 

sistema de seguridad social en salud durante todo el período de 

gestación y (i) Que se hayan pagado al sistema de seguridad social 

en salud, cotizaciones por lo menos cuatro de los seis meses 

anteriores a la fecha de causación del derecho. 

 

                                                             
2 Sentencia T 506 de 2016 



 
D. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo3 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela4; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”5. 

                                                             
3 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
4 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
5 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 



 
  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en 

sede de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo 

considere necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de 

conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar 

medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la 

inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) 

corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión 

de un derecho fundamental”  

 

E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, la accionante ANGIE PAOLA OSPINA 

VALLEJO considera conculcados sus derechos presuntamente por la 

EPS SANITAS, al no haberle sido reconocida la licencia de maternidad 

a que tiene derecho como consecuencia del nacimiento de su hija 

L.S.O.O. 

 

Al respecto, el Despacho de entrada negará la procedencia de la 

presente acción constitucional por carencia actual de objeto por hecho 

superado, teniendo en cuenta que por llamada realizada a la 

accionante por parte de la Oficial Mayor del Juzgado, se desprende 

la confirmación del pago efectivo de la licencia de maternidad y la 

solicitud de desistimiento de la accionante a las pretensiones de 

la tutela, aunado al hecho que de los documentos aportados por la 

                                                             
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
EPS accionada se evidencia el desembolso de los dineros 

correspondientes: 

 

 

 

Conforme lo anterior, el Despacho declara la carencia actual de objeto 

y ordena la desvinculación de las entidades vinculadas a la presente 

acción constitucional. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales de la 

accionante ANGIE PAOLA OSPINA VALLEJO de conformidad a lo 

esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 



 
 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., doce (12) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00152-00 

 

Accionante: BLANCA YANCY ALBARRACIN VILLAMIL 

Accionado: COMPENSAR E.P.S. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por ANDREA SAYONARA TOQUICA 

ALBARRACIN, quien actúa como Agente Oficiosa de la señora BLANCA 

YANCY ALBARRACIN VILLAMIL, en la que se acusa la vulneración de 

los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida, 

seguridad social, dignidad humana, debido proceso e igualdad. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 
 

Manifestó la accionante en el escrito de tutela que, se encuentra 

afiliada a COMPENSAR E.P.S., y que es paciente diagnosticada 

con DIABETES MELLITUS TIPO 2, HIPERTENSIÓN ARTERIAL, SINDROME DE 

SJOGREN, OSTEOPOROSIS, APNEA DEL SUEÑO ENTRE OTRAS 

PATOLOGIAS, manifestando que a razón de dicho diagnóstico su 

médico tratante le ordeno controles y remisiones para recibir el 

tratamiento correspondiente. 

 

De igual manera, manifestó la agente oficiosa de la accionante en 

los siguientes hechos del escrito, lo siguiente: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, la accionante pretende se tutelen los derechos 

fundamentales a la salud en conexidad con la vida, seguridad 

social, dignidad humana,  ordenando a la convocada COMPENSAR 

E.P.S., autorizar y garantizar la oportuna atención con calidad y 

continuidad a la señora BLANCA YANCY ALBARRACIN VILLAMIL, junto 

con el Tratamiento Integral (citas con especialistas, controles, cirugías, 

exámenes, medicamentos, hospedaje, transporte, alojamiento), y las 

consultas con medicina interna, consulta con urología, sicologia en el 

hospital San Jose Centro. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 31 de enero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada, y a todos los vinculados y 

que fueron: SUPERINTENDENCIA N A C I O N A L DE SALUD, la 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL 

DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, la IPS REDES 

MEDICAS S.A.S., a AUDIFARMA S.A., el HOSPITAL SAN JOSE DEL 

GUAVIARE DE BOGOTÁ y RIESGO DE FRACTURA S.A. CAYRE 

para que se pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos 

que dieron origen a la presente acción constitucional. 

 

De igual manera, mediante dicho Auto Admisorio, no se accedió a 

la medida provisional solicitada, toda vez que, este Despacho 

considero que la accionante debería esperar los términos preferenciales 

que estableció el ordenamiento para resolver de fondo la tutela. 

Siendo recibida la respuesta por parte de la accionada 

COMPENSAR E.P.S., quien a través del señor CARLOS STEVEN 

PACHÓN BERNAL, en calidad de Apoderado Judicial del Programa 

de Salud de la Caja de Compensación Familia Compensar, quien, 

frente a los hechos de la acción, manifestó lo siguiente: 
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Por último, allego los soportes de designación de las consultas por 

PSIQUIATRIA (programada para el 5 de febrero de 2024) Y 

PSICOTERAPIA FAMILIAR POR PSICOLOGIA (programada para 

el 4 de marzo de 2024), y finalizo la accionada solicitando se 
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denegara la presente acción y a su vez, que este Despacho se 

abstuviera de ordenar el tratamiento integral: 

 

 

De otra parte, la vinculada RIESGO DE FRACTURA S.A. – CAYRE 

IPS, allego respuesta por intermedio de DANIEL FERNANDO 

HERNÁNDEZ VEGA, en calidad de Apoderado Judicial, 

manifestando frente a los hechos que se atiene a lo que se logre 

probar dentro del trámite de la acción, solicitando la desvinculación 

por falta de Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva. 

 

La vinculada REDES MEDICAS S.A.S. IPS, allego respuesta a este 

Despacho, por intermedio de JORGE AUGUSTO MÁRQUEZ 

OROZCO en calidad de representante legal de dicha IPS, 

manifestando que no le constaban los hechos No. 1, 3, 4, 6, 7, 8, 

10, 11, 12, 13 y 14. 

 

Frente al hecho No. 2, dijo: 
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Frente al hecho No. 9, dijo: 

 

 

Respecto a las pretensiones de la Acción Constitucional, la 

vinculada IPS Redes Medicas dijo: 
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Finalizo solicitando la desvinculación, toda vez que, no le ha 

vulnerado derecho fundamental alguno a la accionante. 

 

De otra parte, la vinculada SOCIEDAD DE CIRUGIA DE BOGOTÁ 

- HOSPITAL SAN JOSÉ a través del señor JEAN PIERRE 

CAMARGO SILVA en calidad de jefe de la Oficina Jurídica de dicha 

sociedad, refirió lo siguiente frente a los hechos de la acción: 
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Por otro lado, la vinculada ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD – ADRES, allego respuesta a través del señor JULIO 

EDUARDO RODRIGUEZ ALVARADO, a quien le fue conferido 

poder por parte de la Oficina Jurídica de dicha entidad, solicitando 

denegar el amparo frente a su representada, desvincularla y 

modular un eventual fallo en el sentido de no comprometer la 

estabilidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
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Por último, la vinculada SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 

SALUD, allego respuesta por intermedio de la señora CLAUDIA 

PATRICIA FORERO RAMIREZ, en su calidad de Subdirectora 

Técnica, adscrita a la Subdirección de Defensa Judicial de dicha 

entidad, manifestando que su representada no le ha vulnerado 

derecho fundamental alguno a la accionante, que dicha 

superintendencia no es superior jerárquico de los actores que hacen 

parte del Sistema de Seguridad Social en Salud y solicitando la 

desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva 

frente a su representada. 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 
 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración a los derechos fundamentales invocados por la 

accionante en calidad de Agente Oficiosa de la señora BLANCA 

YANCY ALBARRACIN VILLAMIL al endilgársele a COMPENSAR E.P.S. 

accionada, no efectuar las autorizaciones necesarias para el buen 

curso del tratamiento médico integral de la agenciada y no 

garantizarle oportunamente la atención con calidad y continuidad. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 
Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a la 

acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, la accionante en calidad de Agente Oficiosa de la señora 

BLANCA YANCY ALBARRACIN VILLAMIL, aduce violación de sus 
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derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida, 

seguridad social, dignidad humana e igualdad, razón por la cual, se 

encuentra legitimada para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada, COMPENSAR E.P.S., con 

fundamento en lo dispuesto en los numerales 2 y 4 del Decreto 2591 

de 1991, está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, 

en la medida que se les atribuye la violación del derecho en 

discusión. 

 

C. El Derecho a la Salud en la Jurisprudencia Constitucional 

La salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable, 

cuyo contenido ha sido definido y determinado por el legislador 

estatutario y por la jurisprudencia constitucional. En ese sentido, 

el servicio público de salud, consagrado en la Constitución Política 

como derecho económico, social y cultural, ha sido desarrollado 

jurisprudencialmente, delimitando y depurando tanto el contenido 

del derecho, como su ámbito de protección ante la justicia 

constitucional. Por ejemplo, esta Corporación mediante Sentencia 

T-760 de 2008 estudió varias acciones de tutela sobre la 

protección del derecho a la salud e indicó que “la salud es un 

derecho fundamental que debe ser garantizado a todos los seres 

humanos igualmente dignos. No hacerlo conduce a que se 

presente un déficit de protección constitucionalmente 

inadmisible”. Eso sí, dejó claro que el carácter fundamental de un 

derecho no hace que todos los aspectos de este sean tutelables y 

que debido a la complejidad del derecho a la salud su goce puede 

estar supeditado a la disponibilidad de recursos materiales.1 

El desarrollo de la jurisprudencia constitucional en torno a la naturaleza y 

alcance de este derecho, fue el principal sustento jurídico de la Ley 

Estatutaria de Salud[64] y sirvió para establecer normativamente la 

obligación del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para brindar 

a las personas acceso integral al servicio de salud. 

 
El artículo 8 de la Ley Estatuaria de Salud dispone que el servicio de salud 

debe responder al principio de integralidad, esto es, que debe ser prestado de 

manera eficiente, con calidad y de manera oportuna, antes, durante y después 

de la recuperación de la salud del paciente. Esta Corte se ha referido a la 

integralidad en la prestación de los servicios de salud como la atención y el 

tratamiento completo a que tienen derecho los usuarios del Sistema General 

                                                             
1 1 La exposición de motivos señala expresamente: “2. Fundamentos jurídicos. Esta ley tiene sustento en 
distintas disposiciones constitucionales, tales como: “la célebre sentencia de la Corte Constitucional T-760 
de 2008 y la sentencia T-853 de 2003”. Gaceta del Congreso de la República No. 116 de 2013, pp. 5 y 6. 
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de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con las disposiciones prescritas por 

el médico tratante. Según la Sentencia C-313 de 2014, que ejerció el control 

previo de constitucionalidad de la Ley Estatutaria que regula el derecho 

fundamental de salud, el principio de integralidad irradia el sistema, 

determina su lógica de funcionamiento y envuelve la obligación del Estado y 

de las entidades encargadas de la prestación del servicio de adoptar todas las 

medidas necesarias encaminadas a brindar un tratamiento que efectivamente 

mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las personas.2 

 

Al respecto, se aclaró que el principio de integralidad no solo implica que se 

debe garantizar la prestación de los servicios y tecnologías necesarios para 

superar la afectación de la salud, sino también para sobrellevar la enfermedad 

manteniendo la integridad y dignidad personal del paciente, de modo que su 

entorno sea tolerable y adecuado.3 

 

Así las cosas, la salud es un derecho fundamental que debe protegerse y ser 

garantizado a todos los usuarios del Sistema de Seguridad Social, quienes al 

necesitar del suministro de un servicio están sujetos al criterio del médico 

tratante mediante orden médica que autorice el mencionado servicio. Tal 

criterio debe estar basado en información científica, el conocimiento certero 

de la historia clínica del paciente y en la mejor evidencia con que se cuente en 

ese momento. En efecto, cuando una persona acude a su EPS para que esta 

le suministre un servicio que requiere, o requiere con necesidad, el 

fundamento sobre el cual descansa el criterio de necesidad, es que exista 

orden médica autorizando el servicio. 

 

Así, la Corporación ha señalado que el profesional idóneo para determinar las 

condiciones de salud de una persona, y el tratamiento que se debe seguir, es 

el médico tratante. Es su decisión el criterio esencial para establecer cuáles 

son los servicios de salud a que tienen derecho los usuarios del Sistema 

General de Seguridad Social. Por lo tanto, la remisión del médico tratante es 

la forma instituida en nuestro Sistema de Salud para garantizar que los 

usuarios reciban atención profesional especializada, y que los servicios de 

salud que solicitan, sean adecuados, y no exista riesgo para la salud, 

integridad o vida de los usuarios. Es deber de la entidad contar con todos los 

elementos de pertinencia médica necesarios para fundamentar 

adecuadamente la decisión de autorizar o no el servicio. Decisión que debe 

ser, además, comunicada al usuario. 

 

Ahora bien, la Corte también ha señalado que una faceta del derecho 

fundamental a la salud es el derecho al diagnóstico.4 El objetivo de esta 

                                                             
2 Sentencia C-313 de 2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza. Acápite 5.2.8.3. 
3 3 Este tema también fue explicado en la Sentencia T-402 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera 
4 ver, entre otras, las siguientes Sentencias T-717 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-887 
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garantía es establecer el acceso a tratamientos, medicamentos, exámenes e 

insumos que se requieren con necesidad para restablecer la salud del 

paciente. Por tanto, aunque un juez de tutela no podría abarcar la órbita de 

acción que le compete a un profesional de la salud para ordenar directamente 

el reconocimiento de un servicio o tratamiento que no ha sido previamente 

diagnosticado, lo que excepcionalmente sí podría hacer, en caso de existir un 

indicio razonable de la afectación de salud, es ordenar un amparo en la faceta 

de diagnóstico. Es decir, el juez constitucional excepcionalmente podría 

resolver en sede de tutela que la Empresa Promotora de Salud 

correspondiente, por medio de los profesionales pertinentes, emita un 

diagnóstico efectivo, con el cual se garantice una valoración oportuna sobre 

las dolencias que aquejan al paciente, la determinación de la enfermedad que 

padece y el establecimiento de un procedimiento médico específico a seguir 

para lograr el restablecimiento de su salud. Al respecto, la jurisprudencia de 

esta Corte ha evidenciado que el derecho a un diagnóstico efectivo es 

vulnerado, entre otros casos, cuando las EPS o sus médicos adscritos 

demoran o se rehúsan a establecer un diagnóstico para el paciente, así como 

la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. 

 

También ha dicho la Corte Constitucional que, el médico 

tratante es la persona idónea para determinar cuál es el 

tratamiento médico para seguir frente a patología concreta5:  

 

La Corte ha insistido en que el médico es la persona 

especializada en la medicina humana, capaz de brindar 

soluciones y respuestas a problemas de salud, a través de 

medicamentos, tratamientos que mejoran la calidad de vida 

del paciente, y que le permite ir más allá de un conocimiento 

general. De acuerdo con lo anterior, se ha considerado que 

la persona idónea para determinar que procedimiento y/o 

tratamiento debe seguir la paciente, es su médico tratante. 

 
De otra parte, la H. Corte Constitucional ha referido frente al 

tratamiento médico que el juez constitucional solo puede ordenar 

lo indicado por el médico tratante6: Esta Corporación ha 

sostenido de manera reiterada, que los jueces de tutela no 

son competentes para ordenar tratamientos médicos no 

prescritos por el médico tratante del paciente, resaltado que 

“la intervención del juez no está dirigida a sustituir los 

                                                             
de 2012. MP. Luis Ernesto Vargas Silva; T-298 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; T-940 de 2014. 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-045 de 2015. MP. Mauricio González Cuervo; T-210 de 2015. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-459 de 2015. MP. Myriam Ávila Roldán; T-132 de 2016. M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva; T-020 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-120 de 2017. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; T-552 de 2017. M.P. Cristina Pardo Schlesinger; T-558 de 2017. M.P. Iván Humberto 
Escrucería Mayolo 
5  Sentencia T-607 de 2013. 
6 Sentencia T-289 de 2013. 
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criterios y conocimientos del médico por los criterios y 

conocimientos del juez, sino a impedir la violación de los 

derechos fundamentales del paciente” En esta línea, la Corte 

ha establecido, que “el acceso a los servicios médicos está 

sujeto a un criterio de necesidad y el único con los 

conocimientos científicos indispensables para establecer la 

necesidad de un servicio de esta naturaleza es, sin duda 

alguna, el médico tratante”. Ello por cuanto, el tratante (i) 

es un profesional científicamente calificado; (ii) es quien 

conoce de manera íntegra el caso de su paciente y las 

particularidades que puedan existir respecto de su 

condición de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la 

información adecuada, precisa y suficiente para determinar 

la necesidad de un determinado servicio de salud; y (iii) 

actúa en nombre de la entidad que presta el servicio. 

 

De igual manera, frente AL PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD7, nos 

encontramos que la honorable Corte Constitucional, ha dicho: 

 

El principio de oficiosidad, el cual se encuentra íntimamente 

relacionado con el principio de informalidad, se traduce en el papel 

activo que debe asumir el juez de tutela en la conducción del proceso, 

no sólo en lo que tiene que ver con la interpretación de la solicitud de 

amparo, sino también, en la búsqueda de los elementos que le 

permitan comprender a cabalidad cuál es la situación que se somete 

a su conocimiento, para con ello tomar una decisión de fondo que 

consulte la justicia, que abarque íntegramente la problemática 

planteada, y de esta forma provea una solución efectiva y adecuada, 

de tal manera que se protejan de manera inmediata los derechos 

fundamentales cuyo amparo se solicita si hay lugar a ello.” En 

ejercicio de estas atribuciones conferidas al juez constitucional de 

acuerdo con el principio de oficiosidad, es razonable que el objeto de 

la acción de tutela cambie en ciertos casos, pues el juez tiene el deber 

de determinar qué es lo que accionante persigue con el recurso de 

amparo, con el fin de brindarle la protección más eficaz posible de 

sus derechos fundamentales. Así, en ese análisis, puede encontrar 

circunstancias no indicadas en el escrito de tutela sobre las que se 

hace necesario su pronunciamiento. 

 

 

 

 

                                                             
7 Sentencia SU-108 de 2018. 
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D. Caso concreto. 

En el caso bajo estudio, la accionante en calidad de Agente 

Oficiosa de la señora BLANCA YANCY ALBARRACIN VILLAMIL 

reclama la protección de sus derechos fundamentales a la salud 

en conexidad con la vida, dignidad humana, seguridad social e 

igualdad, toda vez que, la accionada COMPENSAR E.P.S., no ha 

efectuado las autorizaciones necesarias para el buen curso del 

tratamiento médico integral de la agenciada y tampoco le ha 

garantizado oportunamente la atención con calidad y continuidad. 

Al respecto, el Despacho observa que, la accionada COMPENSAR 

E.P.S., por intermedio de la respuesta allegada dentro del trámite, 

requirió a la IPS REDES MEDICAS para que le programara a la 

señora ALBARRACIN VILLAMIL las consultas de PSIQUIATRIA Y 

PSICOTERAPIA FAMILIAR POR PSICOLOGIA, las cuales, 

conforme a sus respuestas, quedaron agendadas para los días 5 

de febrero de 2024, y para el 4 de marzo de 2024: 

 

Respecto de las consultas por UROLOGIA y MEDICINA 

INTERNA, la accionada dijo que actualmente no se evidencian 

ordenes médicas para tales consultas, manifestando que 

procedieron a realizar comunicación con la paciente a fin de 

programar dichos servicios médicos sin que la usuaria lo acepte, 

adjuntando un comprobante de sus afirmaciones: 
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Así las cosas, este Despacho Constitucional, no puede pasar por 

alto las manifestaciones realizadas por la accionante en calidad de 

Agente Oficiosa de la señora BLANCA YANCY ALBARRACIN 

VILLAMIL quien tiene 67 años de edad, y quien a través del 

escrito de tutela, junto con sus anexos, demostró la complejidad y 

dificultad de los múltiples diagnósticos que padece la agenciada, 

los cuales son: HIPONATREMIA HIPOVOLEMICA, SINDROME DE 

SJOGREN, DIABETES MELLITUS TIPO 2, HIPERTENSIÓN 

ARTERIAL, OSTEOPOROSIS SE MUY ALTO RIESGO DE 

FRACTURA, TUNEL DEL CARPIO, SAHOS, OTITIS, OJO SECO 

MIXTO MODERADO, TRANSTORNO FOBICO DE ANSIEDAD, 

PROBLEMAS RELACIONADOS CON ACENTUACIÓN DE RASGOS 

DE LA PERSONALIDAD, por tanto, considera este Juez de Tutela 

que le asiste razón a la accionante cuando le exige a la accionada 

COMPENSAR E.P.S., la prestación de un servicio de salud integral 

y adecuado a los diagnósticos padecidos por la agenciada, 

denotándose dentro del presente trámite Constitucional que 

efectivamente la señora ALBARRACIN VILLAMIL ha estado 

sometida a trámites engorrosos, dilatorios y diversas barreras 

administrativas que perjudican aún más su estado de salud, en 

consecuencia este Despacho le ORDENARA a la accionada 

COMPENSAR E.P.S., LA PRESTACIÓN DE UN TRATAMIENTO 

INTEGRAL, ADECUADO Y OPORTUNO a la señora BLANCA 

YANCY ALBARRACIN VILLAMIL de acuerdo a sus diagnósticos: 

HIPONATREMIA HIPOVOLEMICA, SINDROME DE SJOGREN, 
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DIABETES MELLITUS TIPO 2, HIPERTENSIÓN ARTERIAL, 

OSTEOPOROSIS SE MUY ALTO RIESGO DE FRACTURA, TUNEL 

DEL CARPIO, SAHOS, OTITIS, OJO SECO MIXTO MODERADO, 

TRANSTORNO FOBICO DE ANSIEDAD, PROBLEMAS 

RELACIONADOS CON ACENTUACIÓN DE RASGOS DE LA 

PERSONALIDAD por lo que la accionada debe garantizar TODO EL 

CUIDADO, SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS, EXAMENES, 

CIRUGIAS, TRATAMIENTOS DE REHABILITACIÓN Y TODO LO 

QUE CONSIDERE EL MEDICO TRATANTE PARA 

RESTABLECER LA SALUD DE LA PACIENTE O PARA 

AMINORAR SUS DOLENCIAS Y PUEDA LLEVAR UNA VIDA EN 

CONDICIONES DIGNAS. 

Lo anterior implica cumplir con los dispuesto en la ley, realizando 

la asignación de citas de manera oportuna, sin que se pretenda 

como lo hizo la accionada COMPENSAR E.P.S., hacer recaer dicha 

mora en las entidades prestadoras de servicios contratadas por 

ella, en razón a que, se encuentra bajo su responsabilidad la 

prestación adecuada y sobre todo oportuna. 

De otra parte, ordena la desvinculación de la SUPERINTDENCIA 

NACIONAL DE SALUD, la ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD – ADRES, la IPS REDES MEDICAS S.A.S., AUDIFARMA 

S.A., del HOSPITAL SAN JOSE DEL GUAVIARE DE BOGOTÁ y de 

RIESGO DE FRACTURA S.A. CAYRE 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales a la salud en 

conexidad con la vida, dignidad humana y seguridad social de la 

agenciada señora BLANCA YANCY ALBARRACIN VILLAMIL, de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: En consecuencia, ORDENARLE al representante legal de 

la accionada COMPENSAR E.P.S., o a quien haga sus veces, LA 

PRESTACIÓN DE UN TRATAMIENTO INTEGRAL, ADECUADO Y 

OPORTUNO a la señora BLANCA YANCY ALBARRACIN 

VILLAMIL de acuerdo a sus diagnósticos: HIPONATREMIA 

HIPOVOLEMICA, SINDROME DE SJOGREN, DIABETES MELLITUS 
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TIPO 2, HIPERTENSIÓN ARTERIAL, OSTEOPOROSIS SE MUY ALTO 

RIESGO DE FRACTURA, TUNEL DEL CARPIO, SAHOS, OTITIS, OJO 

SECO MIXTO MODERADO, TRANSTORNO FOBICO DE ANSIEDAD, 

PROBLEMAS RELACIONADOS CON ACENTUACIÓN DE RASGOS 

DE LA PERSONALIDAD por lo que la accionada debe garantizar 

TODO EL CUIDADO, ASIGNACIÓN DE CITAS DE CONTROLES 

ORDENADOS POR EL MEDICO TRATANTE, SUMINISTRO DE 

MEDICAMENTOS, EXAMENES, CIRUGIAS, TRATAMIENTOS 

DE REHABILITACIÓN Y TODO LO QUE CONSIDERE EL 

MEDICO TRATANTE PARA RESTABLECER LA SALUD DE LA 

PACIENTE O PARA AMINORAR SUS DOLENCIAS Y PUEDA 

LLEVAR UNA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS. 

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., trece (13) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00167-00 

 

Accionante: ANA ROSALBA TORRES CAÑON  

Accionadas: BANCO POPULAR 

 Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora ANA ROSALBA TORRES CAÑON, en la 

que se acusa la vulneración del derecho de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

De conformidad con la accionante, la entidad accionada no ha dado 

respuesta de fondo a las peticiones elevadas por ella, vulnerando su 

derecho de petición y habeas data de conformidad con la solicitud 

elevada el 19 de agosto del 2023, relacionado con el reporte negativo que 

se encuentra registrado a su nombre en las centrales de riesgo. 

 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, la accionante pretende que se ordene la protección de 

sus derechos ordenando a la accionada que dé respuesta de manera 

clara y de fondo a sus pretensiones relacionadas con el reporte negativo 

que reposa en centrales de riesgo. 



 
 

1.3. Trámite Procesal. 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 01/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose comunicar a las entidades accionadas para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 

- MARIA FERNANDA ALZATE DELGADO funcionario Grupo de lo 

Contencioso Administrativo de la Superintendencia Financiera de 

Colombia, solicita por falta de legitimación por pasiva la 

desvinculación de su representada de la presente acción de tutela, 

teniendo en cuenta que este Organismo de Control y Vigilancia no 

ha vulnerado los derechos invocados por la accionante, y en efecto 

no hay pretensión alguna dirigida contra la Superintendencia, por 

lo que solicita la DESVINCULACIÓN. 

 

- MARIA CLAUDIA CAVIEDES MEJIA, obrando en nombre y 

representación legal de la sociedad EXPERIAN COLOMBIA S.A., 

Conforme lo señala el literal b) del artículo 3 y el numeral 1 del 

artículo 8 de la Ley 1266 de 2008, , en su calidad de operador de la 

información, NO es el responsable de la veracidad y la calidad de 

los datos que reporten las fuentes de la información, por cuanto son 

precisamente las fuentes quienes deben garantizar que la 

información que se suministre a los operadores sea veraz, completa, 

exacta, actualizada y comprobable. En ese sentido y siendo que el 

núcleo de la acción de tutela impetrada por la parte actora consiste 

en el conflicto surgido con ocasión del reporte negativo que realizó  

- BANCO POPULAR y la posible prescripción de la acreencia 

contraída con la misma entidad, es necesario aclarar al Despacho 

que EXPERIAN COLOMBIA S.A. –DATACREDITO no presta 

servicios financieros ni comerciales de ningún tipo a la parte 

accionante ni conoce las circunstancias que enmarquen el reporte 

que pueda presentar la parte accionante por parte de BANCO 

POPULAR, por lo que solicita la desvinculación de su representada, 

específicamente por no existir vulneración alguna de su parte para 

con la accionante. 



 
- JAQUELINE BARRERA GARCÍA, apoderada general de la sociedad 

denominada CIFIN S.A.S. (TransUnion®), solicita la 

desvinculación de su representada teniendo en cuenta que el 

derecho de petición respecto del cual alega la vulneración no fue 

presentado ante la entidad que representa, por lo tanto, no ha 

violado derecho alguno, lo que implica que debe ser desvinculada 

de la presente acción. Por otra parte, recuerda que en los casos en 

que el titular haya purgado la mora, es decir, se haya puesto al día  

en el pago de las cuotas en mora, haya pagado totalmente la 

obligación, o bien, la haya extinguido por cualquier otro modo de 

extinción de las obligaciones reconocidos en la legislación vigente 

(por ejemplo, novación, condonación, prescripción, confusión, 

compensación, etc.), el dato negativo asociado a dicha obligación 

permanecerá en las bases de datos de los Operadores por doble del 

tiempo de la mora. 

 

- NEYIRETH BRICEÑO RAMÍREZ, Coordinadora del Grupo de 

Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, 

solicita la desvinculación de su representada por falta de 

legitimación por pasiva, teniendo en cuenta que no es la entidad la 

encargada de ejercer vigilancia y control respecto de la entidad 

accionada. 

 

- JONATHAN DANIEL DELGADO GARCÍA, Abogado de la Dirección 

de Apoyo Judicial De La Vicepresidencia Jurídica del Banco 

Popular S.A., dio respuesta a la presente acción constitucional 

solicitando se niegue la procedencia de la presente tutela por hecho 

superado teniendo en cuenta que dio respuesta a cada una de las 

peticiones elevadas por la accionante, sin incurrir en vulneración 

alguna por parte de su representada. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 



 
Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido a 

proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del derecho de petición y/o habeas data alegados por la 

accionante, al no recibir respuesta de fondo a sus pretensiones 

relacionados con el reporte financiero negativo que reposa en centrales de 

riesgo. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

Legitimación por activa. La señora ANA ROSALBA TORRES CAÑON, es 

mayor de edad y actúa en nombre propio para obtener la protección de 

sus derechos, de tal forma que se encuentra legitimada para ejercer la 

mencionada acción, por lo tanto, el Despacho procede a resolver el 

presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La entidad bancaria BANCO POPULAR, es la  

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el numeral 4° y 6° 

del artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte 

pasiva en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la 

violación de los derechos en discusión. 

 

C. DERECHO DE PETICIÓN 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 

del 20211cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió 

a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la siguiente 

manera:  

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 



 
 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del término 

establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su vez prevé, 

que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro del plazo 

determinado, la autoridad o el particular están obligados a comunicar 

de tal situación al peticionario, señalando las razones de la demora y 

el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento satisfaga 

cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique acceder a 

lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una respuesta que 

guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge ante 

la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

                                                             
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

D. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA 

DEMANDAR LA PROTECCIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL 

HÁBEAS DATA 

 

En referencia a los conflictos relacionados con el recaudo, 

administración y uso de la información personal, la Ley Estatutaria 

1266 de 2008, consagra distintas herramientas a través de las 

cuales los titulares de la información pueden efectuar consultas o 

reclamaciones por los datos que sobre ellos reposan en las bases 

de datos. 

 

No obstante, la ley estatutaria deja a salvo la posibilidad de que se 

acuda a la acción de tutela para solicitar la protección del derecho 

fundamental al habeas data, tema al que ya se refería de antaño el 

artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, así: “6. Cuando la entidad 

privada sea aquella contra quien se hubiere hecho la solicitud en 

ejercicio del hábeas data, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 15 de la Constitución.” 

 

A partir del contenido normativo de esta disposición, la 

jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional ha señalado 

que, en estos casos, es presupuesto fundamental para el ejercicio 

de la acción de tutela que el afectado haya solicitado la aclaración, 

corrección, rectificación o actualización del dato o de la información 

que considera errónea, de manera 

previa a la interposición del mecanismo de amparo constitucional. 

 

Esta solicitud, según también lo ha precisado la jurisprudencia 

constitucional, debe haber sido formulada ante la entidad fuente 

de la información, es decir, frente a quien efectúa el reporte del 

dato negativo, con el fin de que se le brinde a ella la oportunidad 

de verificar directamente la situación y, de ser lo indicado, de 

adoptar las medidas que correspondan. 

 

Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el 

reporte negativo, la acción de tutela será procedente en aras de 



 
determinar si en el caso concreto se ha presentado una vulneración o 

no del derecho fundamental al habeas data del titular.  

 

E. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 



 
accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede 

de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere 

necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad 

constitucional de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los 

hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, 

so pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de 

instancia; o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental”. 

 

F. Caso concreto. 

Descendiendo al caso en estudio, la señora ANA ROSALBA TORRES 

CAÑON, pretende le sean tutelados sus derechos fundamentales de 

petición y habeas data, en consecuencia, solicita que se ordene a la 

entidad accionada dar respuesta de fondo a su petición elevada el 19 

de agosto del 2023. 

Conforme lo anterior, el despacho se pronunciará únicamente respecto 

del derecho de petición y no respecto de la vulneración o no del derecho 

al habeas data, teniendo en cuenta que los documentales aportados 

no dejan ver una posible vulneración de este derecho: 

 

                                                             
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por otra parte, de los documentales allegados por la accionada se 

puede evidenciar, que en el transcurso de la tutela se dio contestación 

clara y de fondo a las peticiones elevadas el 19 de agosto del 2023, 

como se observa: 

 

Documento remitido a la dirección electrónica de la señora ANA 

ROSALBA TORRES CAÑON, con lo cual se entiende un hecho 

superado respecto del derecho de petición; 



 
CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO9-Configuración 

La carencia actual de objeto por hecho superado se configura  cuando entre 

el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo 

se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. 

En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez 

de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este 

sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es 

decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo y ordenar la desvinculación de las entidades 

vinculadas. 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NEGAR por carencia actual de objeto por hecho 

superado el amparo de tutela formulado por ANA ROSALBA 

TORRES CAÑON de conformidad a lo esbozado en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más  rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

                                                             
9 Sentencia SU225/13 



 
FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., dieciséis (16) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00181-00 

 

 Accionante:       MARGOT ANTONIA LÓPEZ MEZA 

 Accionado:   SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 

Asunto:          Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por la señora MARGOT ANTONIA LÓPEZ 

MEZA en la que se acusa la vulneración de los derechos a la 

seguridad social, la salud, el mínimo vital y la dignidad humana. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

- Del escrito de tutela, se extrae que la accionante requiere la 

protección de sus derechos fundamentales los cuales considera 

trasgredidos por la entidad accionada, teniendo en cuenta que le 

negó el reconocimiento de la pensión de sobreviviente a que según 

ella, tiene derecho por ser la progenitora del afiliado, atendiendo los 

argumentos de la señora Margot, se desprende que se presentó ante 

la accionada una segunda solicitud de reconocimiento pensional, al 

parecer por parte de la pareja de su hijo. 

Pretensiones. 

 



 

En consecuencia, la accionante pretende que le sean amparados sus 

derechos por parte de la accionada y, en consecuencia, le sea 

reconocida la pensión de sobreviviente como consecuencia de la 

muerte de su hijo quien fungía como afiliado de la entidad 

accionada. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 05/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

 

- ANA MARIA GARZON JIMENEZ, funcionaria Grupo de lo 

Contencioso Administrativo de la Superintendencia Financiera, 

en respuesta a la presente acción constitucional solicita la 

desvinculación de su representada, teniendo en cuenta que no 

posee legitimación por pasiva en el asunto, igualmente destaca 

que dicha Autoridad administrativa NO está facultada para 

resolver las controversias que surjan entre los consumidores 

financieros y las entidades vigiladas relacionadas con la ejecución 

y el cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman 

con ocasión de la actividad financiera. 

 

- DIANA MARTINEZ CUBIDES, Directora de Acciones 

Constitucionales de Fondo de Pensiones y Cesantías PORVENIR 

S.A, estando en tiempo para dar contestación a la presente tutela 

manifiesta que el afiliado FRANCISCO JAVIER DUICA LOPEZ 

(q.e.p.d.) suscribió formulario de solicitud de vinculación al Fondo 

de Pensiones Obligatorias administrado por PORVENIR S.A. y con 

ocasión de su fallecimiento se presentaron a reclamar pensión de 

sobrevivientes los señores: SAMIR DUICA MOLINA y MARGOTH 

ANTONIA LOPEZ MEZA en calidad de padres del causante y el 

señor GERSON FABIAN ARAMBULA TANGOA quien refiere ser 

compañero permanente del afiliado fallecido. En virtud de lo 

anterior, no se accedió a lo solicitado por la señora MARGOT 

ANTONIA LÓPEZ MEZA conforme se refiere en el escrito de tutela 



 

y de la misma manera se le solicitó al señor GERSON FABIAN 

ARAMBULA TANGOA la radicación de documentos para 

continuar con el estudio, sin embargo, considera que con este 

actuar su representada no ha incurrido en vulneración alguna a 

los derechos de la accionante. 

 
- Respecto al señor GERSON FABIAN ARAMBULA TANGOA el 

despacho ordenó su vinculación, quien en el término concedido 

dio respuesta a la vinculación manifestando que debe tramite 

como beneficiario de la pensión y manifiesta que la señora Margot 

López no dice información verídica y que por lo tanto seguirá con 

el trámite correspondiente. 

 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de 

los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio 

son los enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del 

título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del 

Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial 

de carácter constitucional, subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido 

a proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración de los derechos a la seguridad social, la salud, el mínimo 

vital y la dignidad humana de la accionante por parte de la accionada al 

no concederle la pensión de sobreviviente como consecuencia de la 

muerte de su hijo FRANCISCO JAVIER DUICA LOPEZ. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 



 

Legitimación por activa. La señora MARGOT ANTONIA LÓPEZ MEZA, es 

mayor de edad y actúa en nombre propio para reclamar sus derechos 

fundamentales, presuntamente conculcados por la entidad accionada, 

de tal forma que se encuentra legitimado para ejercer la mencionada 

acción, por lo tanto, el Despacho procede a resolver el presente 

asunto. 

 

Legitimación pasiva. La SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 

1991, está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la 

medida que se les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

CUANDO EXISTEN MECANISMOS ORDINARIOS DE 

PROTECCIÓN. 

  
La acción de tutela, concebida como un mecanismo jurisdiccional que 

tiende por la protección efectiva e inmediata de los derechos 

fundamentales de los individuos, se caracteriza por tener un carácter 

residual o subsidiario y, por tanto, excepcional. En este sentido, 

resulta pertinente destacar que el carácter residual de este especial 

mecanismo obedece a la necesidad de preservar el reparto de 

competencias establecido por la Constitución y la Ley a las diferentes 

autoridades y que se fundamenta en los principios de autonomía e 

independencia judicial. 

  

Por lo anterior, y como producto del carácter subsidiario de la acción 

de tutela, resulta necesario concluir que, por regla general, ésta solo 

es procedente cuando el individuo que la invoca no cuenta con otro 

medio de defensa a través del cual pueda obtener la protección 

requerida. 

  

No obstante, se ha reconocido que existen ciertos eventos en los que, 

a pesar de la existencia de mecanismos ordinarios de protección, 

resulta admisible acudir directamente a la acción de tutela; los cuales 

han sido sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita 

que a través de estos no es posible obtener un amparo integral de los 

derechos fundamentales del actor, esto es, en los eventos en los que 



 

el mecanismo existente carece de la idoneidad y/o eficacia necesaria 

para otorgar la protección de él requerida, y, por tanto, resulta 

indispensable un pronunciamiento por parte del juez constitucional 

que resuelva en forma definitiva la litis planteada; hipótesis dentro de 

las que se encuentran inmersas las situaciones en las cuales la 

persona que solicita el amparo ostenta la condición de sujeto de 

especial protección constitucional y, por ello, su situación requiere de 

una particular consideración por parte del juez de tutela; y (ii) cuando 

se evidencia que la protección a través de los procedimientos 

ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para 

impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, 

evento en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra 

compelido a proferir una orden que permita la protección provisional 

de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven ante 

el juez natural. 

  

Por ello, se ha considerado que no basta con verificar la existencia 

formal de mecanismos ordinarios de protección, sino que éstos deben 

ser valorados en el caso en concreto a la luz de la idoneidad y eficacia 

con que permitirían superar la situación jurídica puesta en 

conocimiento del juez constitucional. 

  

En consecuencia, la jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido 

que, en estos dos eventos, es posible que la acción de tutela pueda 

entrar a otorgar directamente el amparo pretendido, ya sea de manera 

transitoria o definitiva, a pesar de existir mecanismos ordinarios de 

protección a los que sea posible acudir. 

  
Ahora bien, en relación con el excepcional reconocimiento de 

prestaciones pensionales en sede de tutela, esta Corte ha dispuesto 

un requisito que se integra a la exigencia de subsidiaridad, y el cual 

debe encontrarse satisfecho a efectos de que resulte admisible entrar 

en el análisis de fondo de este tipo de pretensiones1. En ese sentido, 

se ha destacado que es necesario que, de los hechos y pruebas 

allegadas al expediente, sea posible inferir un nivel mínimo de certeza 

                                                 
1 Sobre el particular, ver las sentencias T-115 y T-255 de 2018 y T-299 de 2020. 



 

sobre la titularidad del derecho reclamado2. Al respecto, en Sentencia 

T-836 de 2006, se indicó que: 

  

“El excepcional reconocimiento del derecho pensional por vía de tutela se encuentra 

sometido, adicionalmente, a una última condición de tipo probatorio, consistente en 

que en el expediente esté acreditada la procedencia del derecho, a pesar de la cual la 

entidad encargada de responder no ha hecho el mencionado reconocimiento o 

simplemente no ha ofrecido respuesta alguna a la solicitud. Ahora bien, en aquellos 

casos en los cuales no se encuentre plenamente acreditado el cumplimiento de los 

requisitos y los derechos fundamentales del solicitante se encuentren amenazados por 

un perjuicio irremediable, el juez de tutela podrá reconocer de manera transitoria el 

derecho pensional cuando exista un considerable grado de certeza sobre la 

procedencia de la solicitud.” 

  
En ese sentido, se ha precisado que en materia de reconocimientos 

pensionales existen eventos en los que la complejidad del debate 

probatorio requerido para determinar la titularidad de un determinado 

derecho es muy alta en relación con la naturaleza célere y sumaria del 

trámite de tutela, motivo por el cual se ha estimado necesario que 

dichas controversias sean resueltas por el juez natural de la causa. 

Así, se ha concluido que: 

  

“…tratándose de solicitudes de amparo en las que se discute el acceso a una 

prestación pensional, según las particularidades de cada caso, el requisito de 

subsidiariedad debe integrar una valoración del grado de certeza probatoria con el 

que se cuenta, en relación con la posible titularidad del derecho reclamado. En el 

evento en que el asunto comporte un debate probatorio cuya envergadura e intensidad 

trascienda el carácter célere y sumario de la acción de tutela, es deber del juez 

constitucional declarar la improcedencia de la misma, a efectos de que el caso sea 

resuelto a través de los mecanismos ordinarios con los que cuenta el accionante.”3  

  
Es así, como en Sentencia T-805 de 20144 esta Corte evaluó la 

situación jurídica de una persona que solicitó el reconocimiento del 

derecho a la pensión de sobrevivientes de su compañera permanente, 

pero el este le fue negado por la autoridad administrativa accionada 

en razón a que no acreditó la plena satisfacción del requisito de 

                                                 
2 En Sentencia T-012 de 2017, esta corte expresó: “…aunque el trámite de tutela está desprovisto de mayores 

formalidades, cuando la vulneración alegada se sustenta en el no reconocimiento de una pensión, el juez de amparo 

está llamado a constatar si del caudal probatorio es plausible inferir que el peticionario reúne los requisitos de 

orden legal para acceder a la prestación deprecada, toda vez que de dicha verificación dependerá la firmeza de las 

determinaciones tendientes a salvaguardar los derechos de que se trata”. (negrillas fuera del texto original) 
3 Ver Sentencia T-299 de 2020, proferida por la Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional. 
4 Proferida por la Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional. 



 

convivencia. Al respecto, esta Corporación resolvió declarar la 

improcedencia del amparo ius-fundamental invocado al considerar 

que no se demostró, dentro del trámite de tutela, “siquiera 

sumariamente”, la dependencia económica del actor respecto de la 

causante, ni su convivencia con este último por más de 5 años. 

  

En ese sentido, por considerarse que no acreditó mínimamente los 

requisitos legalmente establecidos para hacerse acreedor al derecho 

reclamado, se concluyó indispensable que el debate probatorio 

requerido para determinar la titularidad del derecho reclamado se 

surtiera a través del trámite ordinario que corresponde y ante el juez 

natural de este tipo de causas. 

  

De otro lado, mediante Sentencia T-115 de 20185 esta Corte optó por 

declarar la improcedencia del amparo solicitado por una ciudadana 

que fue diagnosticada con múltiples patologías que la llevaron a contar 

con una pérdida de capacidad laboral del 66,28%. La actora, en 

aquella ocasión, pretendió el reconocimiento de su derecho a la 

pensión de invalidez, pero la Corte consideró que, del material 

probatorio allegado al expediente, no existía un mínimo de certeza 

para poder concluir que, en realidad, satisfacía los requisitos para 

hacerse acreedora al derecho reclamado. Por ello, se estimó necesario 

que su situación jurídica pudiera ser definida por el juez natural de la 

causa y a partir de un material probatorio suficiente para acreditar la 

titularidad del derecho en discusión. 

  

Finalmente, se destaca que en Sentencia T-299 de 20206, la corte 

estudió la situación jurídica de una persona que reclamaba el 

reconocimiento de una pensión de invalidez, por considerar que, a 

pesar de que cumplió el requisito de cantidad de cotizaciones con 

posterioridad a la fecha de estructuración de su invalidez, ello tuvo 

lugar en razón a que siguió cotizando como producto de su “capacidad 

laboral residual”. Ahora bien, en aquella ocasión, la corte concluyó 

que, a pesar del ejercicio probatorio desarrollado en sede de revisión, 

“persisten dudas trascendentes” en relación con si las cotizaciones 

que fueron realizadas, en realidad, se derivaron de su capacidad 

                                                 
5 Proferida por la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional. 
6 Proferida por la Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional. 



 

laboral residual. Por ello, optó por declarar la improcedencia del 

amparo invocado, de forma que fuera el juez natural de la causa, quien 

resolviera la controversia de forma definitiva. 

  

En conclusión, tratándose del reconocimiento de un derecho de 

carácter pensional en sede de tutela, el juez constitucional debe 

verificar, en el marco de la exigencia de subsidiariedad, que 

efectivamente exista un mínimo de certeza probatoria sobre la 

titularidad del derecho reclamado; pues, de lo contrario, es menester 

que la controversia sea resuelta por el juez natural de la causa. 

  

D.  CASO CONCRETO. 

 

En el caso bajo estudio, la accionante señora MARGOT ANTONIA LÓPEZ 

MEZA considera vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo 

vital, seguridad social y vida en condiciones dignas con ocasión a las 

respuestas sen la que PORVENIR decidió no continuar el trámite de 

reconocimiento de pensión de sobreviviente, a pesar que la accionante 

considera que cumple con los requisitos para tal fin. 

Para decir lo que corresponde dentro de la presente acción de tutela, 

se tiene que, dentro de los documentales aportados, se puede 

evidenciar una clara controversia entre los padres del afiliado 

fallecido y su posible compañero permanente, lo que de entrada 

permite advertir la improcedencia de la presente acción 

constitucional en apego al principio de subsidiariedad y las recientes 

decisiones de la Corte Constitucional que advierten: 

“(…) En ese sentido, se ha precisado que en materia de 

reconocimientos pensionales existen eventos en los que la complejidad 

del debate probatorio requerido para determinar la titularidad de un 

determinado derecho es muy alta en relación con la naturaleza célere 

y sumaria del trámite de tutela, motivo por el cual se ha estimado 

necesario que dichas controversias sean resueltas por el juez natural 

de la causa.” 

Con el escrito de tutela, igualmente la accionante pone de presente el 

requerimiento de reconocimiento pensional por parte del posible 

compañero permanente de su hijo: 

  



 

 

 

 

 

 

 

Adicional a ello, la entidad accionada en su escrito de contestación 

pone de presente la controversia existente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por lo anterior, se advierte que la actora cuenta con medios judiciales 

ordinarios a través de los cuales se valorarán las pruebas existentes 

y el posible reconocimiento de la pensional de sobreviviente, más 

cuando en el caso que nos ocupa debe demostrarse la existencia de 

una posible unión marital de hecho entre el causante y el señor 

GERSON FABIAN ARAMBULA TANGOA, igualmente, al existir esta 

segunda solicitud de reconocimiento pensional, se pierde la 

posibilidad de que en sede de tutela sea excepcionalmente resuelta la 

controversia con la accionada, ya que el juez de tutela carece de 

facultad para decidir a cuál de los peticionarios de la pensión le 

corresponde el derecho.  



 

Entonces, se estima necesario que sea el juez ordinario de la causa 

quien, al interior del trámite correspondiente, despliegue la labor 

probatoria que corresponde para determinar quiénes son los titulares 

del derecho a la sustitución pensional del señor FRANCISCO JAVIER 

DUICA LOPEZ.  

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR el derecho fundamental alegado por la 

señora MARGOT ANTONIA LÓPEZ MEZA de conformidad a lo esbozado 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda



Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., quince (15) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00189-00 

 

Accionante: MICHAEL FERNANDO ALFONSO CASTAÑEDA 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por MICHAEL FERNANDO ALFONSO 

CASTAÑEDA, en la que se acusa la vulneración del derecho 

fundamental petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

Manifestó el accionante que el pasado 19 de diciembre de 2023, 

radico un derecho de petición ante la Secretaria Distrital de 

Movilidad de Bogotá, por medio del cual, le solicito la revocatoria 

de un comparendo, narrando lo siguiente dentro del escrito de 

tutela: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se ampare el derecho de petición, 

ordenando a la convocada dar respuesta y solución de fondo y que 

se actualice la información en la base de datos, respecto de sus 

datos personales como nombre y número de cédula. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 5 de febrero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada, para que se pronunciara sobre 

cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la presente 

acción constitucional. 

 
MARIA ISABEL HERNÁNDEZ PABON, en calidad de directora de 

representación judicial de la accionada SECRETARIA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD, mediante respuesta allegada a este despacho, 

manifestó que en el curso del tramite de la presente acción, esto,  

mediante oficio SDC-202442101101281 del 06/02/2024, 

resaltando que dicha respuesta, fue notificada a la dirección 

electrónica del accionante holles_1909@hotmail.com, lo anterior, tal 

y como se puede evidenciar a continuación: 

 

mailto:holles_1909@hotmail.com
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Por lo anterior, la accionada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD le solicito a este despacho declarar la improcedencia 

de la acción por carencia actual de objeto por hecho superado. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental de petición invocado 

por el accionante al endilgarle a la SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD accionada, no haber dado respuesta de fondo, 

congruente a lo pedido y con la correspondiente notificación, a la 

petición de fecha 19 de diciembre de 2023. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario MICHAEL FERNANDO ALFONSO 

CASTAÑEDA, aduce violación de su derecho fundamental de 

petición, razón por la cual, se encuentra legitimado para presentar 

la acción 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 
C. El derecho fundamental de petición 

 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa judicial, de ahí 

que la acción de tutela sea el único medio judicial idóneo y eficaz para obtener 
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su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 
Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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D. Caso concreto. 

 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción 

constitucional, la accionada allegó copia de la respuesta otorgada 

a la petición objeto de tutela, notificada en debida forma a la 

dirección electrónica del accionante: holles_1909@hotmail.com  

 

En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa al accionante, puesto que, la accionada contesto a 

su petición suministrándole la información requerida.  

 

De contera, advierte el Despacho que se absolvió la petición 

elevada por parte de la accionante, como se dejó evidenciado con 

anterioridad, lo que da lugar a declarar LA CARENCIA ACTUAL 

DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

mailto:holles_1909@hotmail.com
mailto:holles_1909@hotmail.com
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En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho fundamental de petición, aunado 

al hecho que, como consecuencia de la radicación de la acción 

constitucional, la parte accionada aporto la prueba de haber dado 

respuesta a la accionada, junto con la respectiva notificación. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por MICHAEL 

FERNANDO ALFONSO CASTAÑEDA, de conformidad a lo 

esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 



Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia    Rama 

Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., quince (15) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00191-00 

 

Accionante:   KATHERINE MUÑOZ CHISABA 

Accionado:    NATURAL ENGLISH COLOMBIA S.A.S 

Asunto:         Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora KATHERINE MUÑOZ CHISABA en la que se acusa la 

vulneración del derecho fundamental de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

- De conformidad con el accionante el 14 de enero de 2024, a través del derecho 

de petición solicitó a la accionada estudiar la viabilidad de reanudar el contrato 

# 14304, celebrado en el mes de diciembre de 2021, esto atendiendo que, por 

quebrantos de salud le fue imposible continuar con el programa virtual, 

escenario que se encuentran debidamente acreditado en su historia clínica, sin 

embargo, no ha obtenido respuesta alguna por parte de la accionada a pesar 

de haber transcurrido más de 15 días, después de la radicación del derecho de 

petición. 

Pretensiones. 

 

En consecuencia, la accionante pretende, que le sea amparado su derecho 

fundamental de petición, el cual en su sentir está siendo vulnerado por la 

entidad accionada, al no dar respuesta a la petición radicada el día 14 de enero 



 
de 2024. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, mediante 

auto calendado 06/02/2024 se admitió la tutela, ordenándose oficiar a la 

entidad accionada para que se pronunciara sobre cada uno de los hechos y 

derechos que dieron origen a la presente acción constitucional. 

- Dentro del término otorgado por el despacho, la accionada NATURAL 

ENGLISH COLOMBIA SAS, dio contestación a la presente acción 

constitucional, poniendo de presente la respuesta emitida a la accionante, 

configurándose así un hecho superado por carencia actual de objeto. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 2591 

de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de carácter 

constitucional, subsidiario, residual y autónomo, dirigido a proteger los 

derechos fundamentales o por conexidad de cualquier persona, cuando se vean 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del derecho de petición por la posible falta de respuesta de la 

entidad accionada frente a las peticiones de la accionante. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. La señora KATHERINE MUÑOZ CHISABA, es mayor de 

edad y actúa en nombre propio para reclamar sus derechos fundamentales, 



 
presuntamente conculcados por la entidad accionada, de tal forma que se 

encuentra legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el 

Despacho procede a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La sociedad NATURAL ENGLISH COLOMBIA S.A.S, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, está 

legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C.  DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, reglamentado en 

el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones por la Alta Corporación 

Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 del 20211cuando remitiéndose a 

la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió a la Ley 1755 de 2015 mencionó las 

mismas garantías de la siguiente manera:  

 

24.  “El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte 

Constitucional definió su contenido como la facultad de toda persona para 

presentar solicitudes, de forma verbal o escrita, ante las autoridades públicas, 

y de ser el caso, hacer exigible una respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres características 

básicas del derecho de petición, siendo la primera la oportunidad de la 

respuesta, es decir, que se brinde dentro del término establecido en la Ley 1755 

de 2015, normatividad que a su vez prevé, que ante la imposibilidad de emitir 

una respuesta dentro del plazo determinado, la autoridad o el particular están 

obligados a comunicar de tal situación al peticionario, señalando las razones 

de la demora y el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el contenido de la 

respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y congruente con lo solicitado, esto 

es, que el pronunciamiento satisfaga cada uno de los pedimentos elevados, sin 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 



 
que ello signifique acceder a lo reclamado, ya que se busca es la obtención de 

una respuesta que guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la notificación 

de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la obligación que tiene la 

autoridad o el particular de dar a conocer el pronunciamiento efectuado frente 

a la solicitud que le fuera presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se tiene que la 

vulneración al derecho fundamental de petición surge ante la negativa de una 

autoridad o de un particular, de emitir una respuesta de fondo, clara, oportuna 

y en un término razonable, así como por no comunicar la respectiva decisión 

al peticionario. 

 

D. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, la accionante KATHERINE MUÑOZ CHISABA 

manifiesta la vulneración de su derecho de petición por parte de la entidad 

accionada al sustraerse de la obligación de dar respuesta a un derecho de 

petición radicado por ella el día 14 de enero de 2024. 

  

De la revisión de los documentales aportados por la entidad accionada en 

contestación a esta acción constitucional, es posible observar que la sociedad 

NATURAL ENGLISH COLOMBIA S.A.S durante el transcurso de la presente 

acción dio respuesta a las peticiones planteadas por el accionante, las cuales 

consistieron en: 

 

 

 

 

 

 

Al respecto, la accionada le manifestó a la señora KATHERINE MUÑOZ 

CHISABA:  

                                                             
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 

 

De esta manera, al quedar absuelta la petición elevada por la señora 

KATHERINE MUÑOZ CHISABA, se configura una carencia actual de objeto 

por hecho superado, respecto del derecho de petición; 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO6-

Configuración La carencia actual de objeto por hecho superado se configura  

cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la 

demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr 

mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo 

diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha 

comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las 

palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la 

satisfacción de lo pedido en tutela. 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de 

amparo. 

 

DECISIÓN 

 

                                                             
6 Sentencia SU225/13 



 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C.- LOCALIDAD DE 

CHAPINERO, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NEGAR por carencia actual de objeto por hecho superado el 

amparo de tutela formulado por la señora KATHERINE MUÑOZ CHISABA de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la forma más 

rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., quince (15) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00194-00 

 

Accionante: CESAR IVAN FORERO IBAÑEZ 

Accionado: E.P.S. FAMISANAR S.A.S., LA NUEVA E.P.S., Y  

    LA I.P.S. CAFAM CAJA DE COMPENSACIÓN  

    FAMILIAR. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por CESAR IVAN FORERO IBAÑEZ, en la 

que se acusa la vulneración del derecho fundamental a la salud. 

 
1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

 

Manifestó el accionante que está diagnosticado con 

ESQUIZOFRENIA PARANOIDE desde el año 2004, y que cuenta con 

el certificado de discapacidad del mismo año, en donde se indica el 

porcentaje de pérdida de capacidad laboral y la dependencia de 

otra persona, motivos por los cuales, son de vital importancia los 
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controles de PSIQUIATRIA, según lo ordenado por su médico 

tratante, el Dr. PEDRO LUIS ROJAS GRANJA, quien le formulo 

los siguientes medicamentos: 

1. CLONAZEPAM 2MG, CADA 24 HORAS. 

2. RISPERIDONA 2MG, CADA 24 HORAS. 

Continúo manifestando el accionante que, el acceso a dichos 

medicamentos: se ha tornado imposible con la Eps y por lo 

tanto he tenido que pedir dinero para comprarlos ya que no 

cuento con ingresos económicos de ninguna clase. 

De igual manera, relato lo siguiente: 

 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende el accionante se ampare su derecho de 

fundamental a la salud, ordenando a la accionada empresa 

promotora de salud a la cual se encuentra afiliado, garantizarle un 

tratamiento integral conforme a su diagnóstico de 

ESQUIZOFRENIA PARANOIDE, garantizándole el agendamiento 

oportuno de citas médicas y la dispensación de los medicamentos 

ordenados por su médico tratante. 

 

 



Tutela No. 110014189033 2024 00194 00 
 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 7 de febrero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a las accionadas y a las vinculadas CAJA DE 

COMPENSACIÓN FAMILIAR COLSUBSIDIO, SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL DE SALUD, ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 

DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – 

ADRES, y al MINISTERIO DE SALUD, para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

 
 
Por parte de la accionada CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR 

CAFAM, allego respuesta el 08 de febrero de 2024, el señor DAVID 

AUGUSTO HERNANDEZ SANDOVAL quien dice ser abogado de la 

sección de litigios y consultas de la subdirección jurídica de dicha 

caja de compensación, quien manifestó: 

 

“…Ahora bien, en lo que corresponde a Cafam, me permito informar que 

se asigna cita para garantizar el control de psiquiatría con su 

profesional tratante; en los 2 números de teléfono que registran en el 

sistema no fue posible la comunicación, el celular está apagado y el fijo 

dice que no está asignado, No cuenta con correo electrónico, por lo 

tanto, no se pudo informar al usuario…” 
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Continuo el señor HERNANDEZ SANDOVAL, solicitándole a este 

Despacho le notificáramos al accionante la cita asignada, y finalizo 

solicitando la declaración de improcedencia de la acción. 

 

De igual manera, dicha accionada, allego nuevamente respuesta el 

12 de febrero de 2024, por intermedio del señor DAVID AUGUSTO 

HERNANDEZ SANDOVAL quien dice ser abogado de la sección de 

litigios y consultas de la subdirección jurídica de dicha caja de 

compensación, quien manifestó: 
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De otra parte, la accionada E.P.S. FAMISANAR S.A.S., allego 

respuesta por intermedio de JUAN CARLOS VERA RUGELES en 

calidad de gerente técnico en salud de dicha empresa promotora de 

salud, manifestando lo siguiente: 

 

Finalizo solicitando a este Despacho el representante la accionada 

empresa promotora de salud a la cual se encuentra afiliado el 

accionante que, se declare la improcedencia de la acción: 

 

 

 

 

 

 



Tutela No. 110014189033 2024 00194 00 
 

Por parte de la accionada NUEVA E.P.S. S.A., allego respuesta la 

señora ALEJANDRA LÓPEZ BOTERO en calidad de apoderada 

especial de dicha entidad, manifestando frente a los hechos de la 

presente acción, lo siguiente: 

 

 

 

De otra parte, en cuanto a la vinculada CAJA COLOMBIANA DE 

SUBSIDIO FAMILIAR COLSUBSIDIO, respondió la señora KAREN 

LIZETH ACOSTA TORRES, en calidad de abogada de dicha caja de 

compensación, quien manifestó lo siguiente: 
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Finalizo afirmando que: “…En validación posterior con FAMISANAR 

EPS, se confirma que la entrega del medicamento se encuentra 

direccionada al Gestor Farmacéutico CAFAM, quien debe garantizar los 

insumos o medicamentos requeridos por el Accionante…” 
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Por parte de la vinculada SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 

SALUD, allego respuesta el señor PAUL GIOVANNI GOMEZ DIAZ, 

quien es el subdirector técnico de dicha entidad, quien manifestó lo 

siguiente: 

 

Procedió a comunicar a este Despacho los datos de la agente 

interventora de la accionada E.P.S. FAMISANAR S.A.S. 

 

Por último, solicito se declarara la falta de legitimación en la causa 

por pasiva por parte de dicha entidad. 

 

EL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL allego 

respuesta por intermedio de OSCAR FERNANDO CETINA 

BARRERA abogado de dicha entidad, manifestando lo siguiente 

frente a los hechos y las pretensiones de la acción de tutela: 
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Finalizo solicitando desvincular al Ministerio que representa: 

 

Por último, la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, contesto la acción 

de tutela por intermedio del señor JULIO EDUARDO RODRIGUEZ 

ALVARADO, en calidad de abogado de dicha entidad, manifestando frente a 

los hechos y pretensiones de la acción: 
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 
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instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental a la salud invocado 

por el accionante  al endilgarle a las accionadas E.P.S. 

FAMISANAR S.A.S. y la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR 

CAFAM, no haber realizado las autorizaciones y el agendamiento 

oportuno las citas o controles médicos que requiere el accionante 

para el tratamiento de su diagnóstico de ESQUIZOFRENIA 

PARANOIDE, y su vez, por no realizar en debida forma la 

dispensación de los medicamentos recetados por su médico 

tratante. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario CESAR IVAN FORERO IBAÑEZ, aduce 

violación de su derecho fundamental a la salud, razón por la cual, 

se encuentra legitimado para presentar la acción 

 
Legitimación pasiva. Las partes accionadas, E.P.S. FAMISANAR 

S.A.S. y la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR CAFAM con 

fundamento en lo dispuesto en los numerales 2 y 4 del artículo 

42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte pasiva 
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en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la violación 

de los derechos en discusión. 

 
C. El derecho fundamental a la salud en la Jurisprudencia 

Constitucional 

La salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable, 

cuyo contenido ha sido definido y determinado por el legislador 

estatutario y por la jurisprudencia constitucional. En ese sentido, 

el servicio público de salud, consagrado en la Constitución Política 

como derecho económico, social y cultural, ha sido desarrollado 

jurisprudencialmente, delimitando y depurando tanto el contenido 

del derecho, como su ámbito de protección ante la justicia 

constitucional. Por ejemplo, esta Corporación mediante Sentencia 

T-760 de 2008 estudió varias acciones de tutela sobre la 

protección del derecho a la salud e indicó que “la salud es un 

derecho fundamental que debe ser garantizado a todos los seres 

humanos igualmente dignos. No hacerlo conduce a que se 

presente un déficit de protección constitucionalmente 

inadmisible”. Eso sí, dejó claro que el carácter fundamental de un 

derecho no hace que todos los aspectos de este sean tutelables y 

que debido a la complejidad del derecho a la salud su goce puede 

estar supeditado a la disponibilidad de recursos materiales.1 

El desarrollo de la jurisprudencia constitucional en torno a la naturaleza y 

alcance de este derecho, fue el principal sustento jurídico de la Ley 

Estatutaria de Salud [64] y sirvió para establecer normativamente la 

obligación del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para brindar 

a las personas acceso integral al servicio de salud. 

 
El artículo 8 de la Ley Estatuaria de Salud dispone que el servicio de salud 

debe responder al principio de integralidad, esto es, que debe ser prestado de 

                                                             
1 La exposición de motivos señala expresamente: “2. Fundamentos jurídicos. Esta ley tiene sustento en 
distintas disposiciones constitucionales, tales como: “la célebre sentencia de la Corte Constitucional T-760 
de 2008 y la sentencia T-853 de 2003”. Gaceta del Congreso de la República No. 116 de 2013, pp. 5 y 6. 
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manera eficiente, con calidad y de manera oportuna, antes, durante y después 

de la recuperación de la salud del paciente. Esta Corte se ha referido a la 

integralidad en la prestación de los servicios de salud como la atención y el 

tratamiento completo a que tienen derecho los usuarios del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con las disposiciones prescritas por 

el médico tratante. Según la Sentencia C-313 de 2014, que ejerció el control 

previo de constitucionalidad de la Ley Estatutaria que regula el derecho 

fundamental de salud, el principio de integralidad irradia el sistema, 

determina su lógica de funcionamiento y envuelve la obligación del Estado y 

de las entidades encargadas de la prestación del servicio de adoptar todas las 

medidas necesarias encaminadas a brindar un tratamiento que efectivamente 

mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las personas.2 

 

Al respecto, se aclaró que el principio de integralidad no solo implica que se 

debe garantizar la prestación de los servicios y tecnologías necesarios para 

superar la afectación de la salud, sino también para sobrellevar la enfermedad 

manteniendo la integridad y dignidad personal del paciente, de modo que su 

entorno sea tolerable y adecuado.3 

 

Así las cosas, la salud es un derecho fundamental que debe protegerse y ser 

garantizado a todos los usuarios del Sistema de Seguridad Social, quienes al 

necesitar del suministro de un servicio están sujetos al criterio del médico 

tratante mediante orden médica que autorice el mencionado servicio. Tal 

criterio debe estar basado en información científica, el conocimiento certero 

de la historia clínica del paciente y en la mejor evidencia con que se cuente en 

ese momento. En efecto, cuando una persona acude a su EPS para que esta 

le suministre un servicio que requiere, o requiere con necesidad, el 

fundamento sobre el cual descansa el criterio de necesidad, es que exista 

orden médica autorizando el servicio. 

 

Así, la Corporación ha señalado que el profesional idóneo para determinar las 

                                                             
2 Sentencia C-313 de 2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza. Acápite 5.2.8.3. 
3 Este tema también fue explicado en la Sentencia T-402 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera 
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condiciones de salud de una persona, y el tratamiento que se debe seguir, es 

el médico tratante. Es su decisión el criterio esencial para establecer cuáles 

son los servicios de salud a que tienen derecho los usuarios del Sistema 

General de Seguridad Social. Por lo tanto, la remisión del médico tratante es 

la forma instituida en nuestro Sistema de Salud para garantizar que los 

usuarios reciban atención profesional especializada, y que los servicios de 

salud que solicitan, sean adecuados, y no exista riesgo para la salud, 

integridad o vida de los usuarios. Es deber de la entidad contar con todos los 

elementos de pertinencia médica necesarios para fundamentar 

adecuadamente la decisión de autorizar o no el servicio. Decisión que debe 

ser, además, comunicada al usuario. 

 

Ahora bien, la Corte también ha señalado que una faceta del derecho 

fundamental a la salud es el derecho al diagnóstico.4 El objetivo de esta 

garantía es establecer el acceso a tratamientos, medicamentos, exámenes e 

insumos que se requieren con necesidad para restablecer la salud del 

paciente. Por tanto, aunque un juez de tutela no podría abarcar la órbita de 

acción que le compete a un profesional de la salud para ordenar directamente 

el reconocimiento de un servicio o tratamiento que no ha sido previamente 

diagnosticado, lo que excepcionalmente sí podría hacer, en caso de existir un 

indicio razonable de la afectación de salud, es ordenar un amparo en la faceta 

de diagnóstico. Es decir, el juez constitucional excepcionalmente podría 

resolver en sede de tutela que la Empresa Promotora de Salud 

correspondiente, por medio de los profesionales pertinentes, emita un 

diagnóstico efectivo, con el cual se garantice una valoración oportuna sobre 

las dolencias que aquejan al paciente, la determinación de la enfermedad que 

padece y el establecimiento de un procedimiento médico específico a seguir 

para lograr el restablecimiento de su salud. Al respecto, la jurisprudencia de 

esta Corte ha evidenciado que el derecho a un diagnóstico efectivo es 

                                                             
4 ver, entre otras, las siguientes Sentencias T-717 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-887 
de 2012. MP. Luis Ernesto Vargas Silva; T-298 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; T-940 de 2014. 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-045 de 2015. MP. Mauricio González Cuervo; T-210 de 2015. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-459 de 2015. MP. Myriam Ávila Roldán; T-132 de 2016. M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva; T-020 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-120 de 2017. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; T-552 de 2017. M.P. Cristina Pardo Schlesinger; T-558 de 2017. M.P. Iván Humberto 
Escrucería Mayolo 
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vulnerado, entre otros casos, cuando las EPS o sus médicos adscritos 

demoran o se rehúsan a establecer un diagnóstico para el paciente, así como 

la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. 

 

También ha dicho la Corte Constitucional que, el médico 

tratante es la persona idónea para determinar cuál es el 

tratamiento médico para seguir frente a patología concreta5:  

 

La Corte ha insistido en que el médico es la persona 

especializada en la medicina humana, capaz de brindar 

soluciones y respuestas a problemas de salud, a través de 

medicamentos, tratamientos que mejoran la calidad de vida 

del paciente, y que le permite ir más allá de un conocimiento 

general. De acuerdo con lo anterior, se ha considerado que 

la persona idónea para determinar que procedimiento y/o 

tratamiento debe seguir la paciente, es su médico tratante. 

 
De otra parte, la H. Corte Constitucional ha referido frente al 

tratamiento médico que el juez constitucional solo puede ordenar 

lo indicado por el médico tratante6:  

 

“…Esta Corporación ha sostenido de manera reiterada, que 

los jueces de tutela no son competentes para ordenar 

tratamientos médicos no prescritos por el médico tratante 

del paciente, resaltado que “la intervención del juez no está 

dirigida a sustituir los criterios y conocimientos del médico 

por los criterios y conocimientos del juez, sino a impedir la 

violación de los derechos fundamentales del paciente” En 

esta línea, la Corte ha establecido, que “el acceso a los 

servicios médicos está sujeto a un criterio de necesidad y el 

único con los conocimientos científicos indispensables para 

establecer la necesidad de un servicio de esta naturaleza es, 

                                                             
5  Sentencia T-607 de 2013. 
6 Sentencia T-289 de 2013. 
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sin duda alguna, el médico tratante”. Ello por cuanto, el 

tratante (i) es un profesional científicamente calificado; (ii) 

es quien conoce de manera íntegra el caso de su paciente y 

las particularidades que puedan existir respecto de su 

condición de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la 

información adecuada, precisa y suficiente para determinar 

la necesidad de un determinado servicio de salud; y (iii) 

actúa en nombre de la entidad que presta el servicio…” 

 

De igual manera, frente AL PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD7, nos 

encontramos que la honorable Corte Constitucional, ha dicho: 

 

El principio de oficiosidad, el cual se encuentra íntimamente 

relacionado con el principio de informalidad, se traduce en el papel 

activo que debe asumir el juez de tutela en la conducción del proceso, 

no sólo en lo que tiene que ver con la interpretación de la solicitud de 

amparo, sino también, en la búsqueda de los elementos que le 

permitan comprender a cabalidad cuál es la situación que se somete 

a su conocimiento, para con ello tomar una decisión de fondo que 

consulte la justicia, que abarque íntegramente la problemática 

planteada, y de esta forma provea una solución efectiva y adecuada, 

de tal manera que se protejan de manera inmediata los derechos 

fundamentales cuyo amparo se solicita si hay lugar a ello.” En 

ejercicio de estas atribuciones conferidas al juez constitucional de 

acuerdo con el principio de oficiosidad, es razonable que el objeto de 

la acción de tutela cambie en ciertos casos, pues el juez tiene el deber 

de determinar qué es lo que accionante persigue con el recurso de 

amparo, con el fin de brindarle la protección más eficaz posible de 

sus derechos fundamentales. Así, en ese análisis, puede encontrar 

circunstancias no indicadas en el escrito de tutela sobre las que se 

hace necesario su pronunciamiento. 

 

                                                             
7 Sentencia SU-108 de 2018. 
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D. Caso concreto. 

 

Al efecto, se advierte que, durante el trámite de la presente acción 

constitucional (10 de febrero de 2024), la accionada CAJA DE 

COMPENSACIÓN FAMILIAR CAFAM realizo la dispensación de los 

medicamentos solicitados por el accionante, conforme a 

comprobantes aportados en respuesta del 12 de febrero de 2024: 

 

De otra parte, frente a la respuesta aportada el 08 de febrero de 

2024, por parte del señor DAVID AUGUSTO HERNÁNDEZ 

SANDOVAL quien dice ser abogado de la sección de litigios y 

consultas de la subdirección jurídica de dicha caja de 

compensación, en cuanto a solicitar que este Despacho procediera 

a notificarle al accionante la cita del 10 de febrero de 2024, 
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programada por parte de su representada como consecuencia de 

la notificación del auto admisorio de la presente acción, dicha 

solicitud es IMPROCEDENTE, por el incumplimiento directo a sus 

deberes de actualización en las bases de datos de la información 

de los afiliados al sistema general de seguridad social en salud, 

deber que ha sido reiterado por parte de la Honorable Corte 

Constitucional8  

 

Por todo lo anterior y teniendo en cuenta que el accionante NO 

asistió (por no habérsele puesto en conocimiento en debida 

forma), a la cita médica del 10 de febrero de 2024, con el 

especialista en PSIQUIATRIA programada con el medico PEDRO 

LUIS ROJAS GRANJA, la cual fue agendada con ocasión a la 

admisión de la presente acción por parte de la accionada CAFAM, 

este despacho en razón al principio de oficiosidad ORDENARA 

tanto a la accionada E.P.S. FAMISANAR S.A.S., como a la 

accionada CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR CAFAM, a que 

dentro de las (48) horas siguientes a la notificación del presente 

fallo, PROCEDAN A REALIZAR NUEVAMENTE EL 

AGENDAMIENTO DE LA CITA CON EL ESPECIALISTA EN 

PSIQUIATRIA DEL ACCIONANTE, CON SU MÉDICO TRATANTE 

EL DR. PEDRO LUIS ROJAS GRANJA, EFECTUANDO LA 

NOTIFICACIÓN RESPECTIVA Y DEMOSTRABLE AL 

ACCIONANTE CESAR IVAN FORERO IBAÑEZ. 

 

Se ordena la desvinculación de la NUEVA E.P.S., la CAJA DE 

COMPENSACIÓN FAMILIAR COLSUBSIDIO, de la 

SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, de LA 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL 

DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, y del MINISTERIO 

DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL. 

                                                             
8 Sentencia T-1038 de 2010. 
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De otro lado el despacho pone en conocimiento de las accionadas 

el siguiente correo electrónico desde el cual se remitió la tutela, 

para que se le informe la nueva cita: 

 

 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: AMPARAR el derecho fundamental a la salud del 

señor CESAR IVAN FORERO IBAÑEZ, de conformidad a lo 

esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: En Consecuencia, ORDENARLES a los representantes 

legales de las accionadas E.P.S. FAMISANAR S.A.S., y la CAJA DE 

COMPENSACIÓN FAMILIAR CAFAM, o a quien haga sus veces, 

que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de este fallo, PROCEDAN A REALIZAR 

NUEVAMENTE EL AGENDAMIENTO DE LA CITA CON EL 

ESPECIALISTA EN PSIQUIATRIA DEL ACCIONANTE, CON SU 

MÉDICO TRATANTE EL DR. PEDRO LUIS ROJAS GRANJA, 
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EFECTUANDO LA NOTIFICACIÓN RESPECTIVA Y 

DEMOSTRABLE AL ACCIONANTE CESAR IVAN FORERO 

IBAÑEZ. PARA LO CUAL TAMBIEN SE ORDENARÁ REMITIRLES 

EL CORREO ELECTRONICO DESDE EL CUAL SE INTERPUSO 

ESTA TUTELA PARA COMUNICARLE LA CITA. 

 

TERCERO: ADVERTIRLES a las accionadas E.P.S. FAMISANAR 

S.A.S., y la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR CAFAM que 

dentro de sus deberes legales principales se encuentra EL DEBER 

DE ACTUALIZACIÓN PERIODICA dentro de sus bases de datos, 

respecto de la información de los afiliados al sistema general de 

seguridad social en salud. 

 

CUARTO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en 

la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

QUINTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:



Fernando  Moreno   Ojeda

Juez
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00206-00 

 

 Accionante:       DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ 

 Accionado:     LIGA DE BALONCESTO DE BOGOTÁ 

Asunto:          Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por el señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO 

SAENZ quien actúa a través de apoderada y en la que acusa la 

vulneración de su derecho al debido proceso. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

- Del escrito de tutela, se extrae que el accionante  es profesional en 

la ciencia del deporte y educación física, cuenta con una amplia 

experiencia laboral de más de 10 años como entrenador de 

baloncesto. Actualmente trabaja en un Club de baloncesto que está 

afiliado a la LIGA DE BALONCESTO DE BOGOTÁ, que la Liga lo 

convoca para ser entrenador asistente de la categoría SUB 16 

FEMENINO, sin embargo, después de ser elegido, en el mes de mayo 

del 2023 le fue informado que ya no será el encargo de asistir como 

entrenador asistente del nacional femenino de la categoría sub 16 

atendiendo a la existencia de un mensaje anónimo a través del cual 

se le acusa de hechos constitutivos de investigación disciplinaria. De 

conformidad con el escrito, el accionante a través de acto 



 

administrativo recibió la notificación de la apertura de investigación 

disciplinaria la cual a la fecha se encuentra abierta. 

Pretensiones. 

 

En consecuencia, la apoderada del accionante pretende la protección 

del derecho fundamental del debido proceso por parte de la Liga de 

Baloncesto de Bogotá y en consecuencia solicita que de finalice la 

investigación. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 07/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

 

- La DIRECCIÓN DISTRITAL DE GESTIÓN JUDICIAL atendiendo 

la notificación recibida en su Despacho, pone en conocimiento 

que la Secretaría Jurídica Distrital, esta facultada para ejercer la 

representación Judicial y Extrajudicial de Bogotá Distrito Capital, 

acorde con la delegación efectuada por el Alcalde Mayor de 

Bogotá, por lo que por razones de competencia la tutela de la 

referencia, ha sido trasladada a la Secretaría Distrital de Cultura, 

- Recreación y Turismo como entidad cabeza del sector central y al 

Instituto Distrital de Recreación y Deporte – IDRD como ente del 

orden descentralizado de la administración. 

 

- ISDITH MARALY KADER R., representante legal de la LIGA DE 

BALONCESTO DE BOGOTA, accionada en la tutela en referencia; 

dentro del término legal, da respuesta manifestando que el 

derecho invocado en la tutela no ha sido vulnerado por la entidad 

que representa teniendo en cuenta que el actuar de la Liga, esta 

reglado por los estatutos aprobados por la asamblea de clubes 

afiliados. Finalmente, la Comisión Disciplinaria de la Liga, 

colectivo independiente y autónomo en la aplicación de las 

sanciones previstas en el Código Disciplinario de la Federación de 



 

Baloncesto, según nuestros estatutos, inicio el procedimiento 

establecido y decidió no ser el ente competente para investigar y 

sancionar este tipo de denuncias. De otra parte, aclara que no se 

le impuso ninguna sanción al accionante y la investigación por 

parte de la Liga de Baloncesto de Bogotá se encuentra archivada. 

 
- DEISY VIVIANA CAÑÓN SUÁREZ, apoderada de la - 

SECRETARIA DISTRITAL DE CULTURA RECREACIÓN Y 

DEPORTE - (SCRD), a través de la contestación presentada 

solicita declarar improcedente la presente acción constitucional 

respecto a la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C – Secretaría de Cultura 

Recreación y Deporte, y así mismo desvincularlas del presente 

trámite de tutela, por falta de legitimación en la causa e 

inexistencia de la vulneración de algún derecho por parte de su 

representada al accionante.  

 
- JORGE ARMANDO GARCIA VARGAS, representante legal de la 

FEDERACION COLOMBIANA DE BALONCESTO, se opuso a las 

pretensiones de la demanda de tutela, porque viola el principio de  

- subsidiariedad pues el competente para conocer de actos sexuales 

en menores de edad sería un juez penal y las faltas disciplinarias 

son de competencia de los órganos disciplinarios. En todo caso, 

siempre prima el derecho del deportista que se encuentra 

posiblemente vulnerado en sus derechos, es por ello que se pone 

en conocimiento a las autoridades competentes para que tomen 

las medidas penales a que haya lugar y el juez de tutela no sería 

el llamado a debatir tal situación. 

 

- HARDY ALEXANDER LEÓN CHIRIVÍ, apoderado judicial del 

INSTITUTO DISTRITAL DE RECREACIÓN Y DEPORTE – IDRD, 

presento contestación a la Acción de Tutela de la referencia,  

manifestando que no es función del IDRD dar solución a las 

pretensiones del accionante, toda vez que no tiene injerencia las  

decisiones de orden disciplinario de la Liga de Baloncesto de 

Bogotá, pues estos se desarrollan conforme sus estatutos, por ello 

no se ha demostrado la presunta violación de derecho 

fundamental alguno por parte del IDRD, por lo que al no contar 

con legitimación en la causa por pasiva solicita su desvinculación 

de la presente acción. 



 

 

 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de 

los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio 

son los enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del 

título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del 

Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial 

de carácter constitucional, subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido 

a proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del debido proceso del señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO 

SAENZ por parte de la Liga de Baloncesto relacionada con el posible 

indebido trámite de una investigación disciplinaria. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ, es 

mayor de edad y actúa a través de apoderada para reclamar la 

protección de sus derechos fundamentales, presuntamente 

conculcados por la entidad accionada, de tal forma que se encuentra 

legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el 

Despacho procede a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La LIGA DE BALONCESTO DE BOGOTÁ es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 

1991, está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la 

medida que se les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 



 

C. Improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una 

conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de 

vulnerabilidad de derechos fundamentales. 

  
El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, 

concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera 

que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública o de los particulares [de conformidad con 

lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991”1. Así pues, 

se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna 

improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u 

omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta 

amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.2  

  
En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 

20033 o la  T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una 

interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los 

artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u 

omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que 

vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-

jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos 

fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea 

procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-

jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los 

derechos fundamentales existan (…)”4, ya que “sin la existencia de un 

acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta 

específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 5   

  

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan 

al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u 

omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se 

                                                 
1 Artículo 1° del Decreto 2591 de 1991. En el mismo sentido lo expresó el Artículo 86 de la Constitución Política al 

disponer que “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, (…) la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados 

o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública (…)” o un particular, siempre que este 

último preste un servicio público, actúe o deba actuar en ejercicio de funciones públicas, o ante quien el afectado 

esté en una situación de indefensión o subordinación. 
2 El Artículo 5 del Decreto 2591 de 1991 expresó aquello de la siguiente manera: “La acción de tutela procede contra 

toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los 

derechos de que trata el artículo 2º de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de 

conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este decreto (…)”. 
3 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
4 T-883 de 2008, M.P. Jaime Araújo Rentaría. 
5 SU-975 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 



 

hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría 

violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, 

atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos 

eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se 

permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos 

que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la 

obtención de determinados objetivos específicos, para acudir 

directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus 

derechos”6.  

 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna 

conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda 

determinar la presunta amenaza o violación de un derecho 

fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela. 

  

D.  CASO CONCRETO. 

 

En el caso bajo estudio, el accionante a través de su apoderada 

pretende la garantía de su derecho al debido proceso, al considerar 

que la accionada ha tramitado la investigación disciplinaria en contra 

del señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ de manera indebida y sin 

aplicar en debida forma el debido proceso. 

Al respecto, el Despacho procede a valorar cada una de las 

contestaciones tanto de las vinculadas como de la accionada, 

evidenciando con ello, la improcedencia de la presente acción 

constitucional, en primera medida porque con la respuesta aportada 

por la accionada se evidencia que a la fecha no existe proceso 

disciplinario en contra del señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ: 

                                                 
6 T-013 de 2007 M.P. Rodrigo Escobar Gil. // En similares términos la sentencia T-066 de 2002 M.P. Alfredo Beltrán 

Sierra, refiriéndose a la acción de tutela dirigida contra autoridades públicas, afirmó que “No se puede llegar al 

absurdo de acudir a la acción de tutela sobre la base de actos que no se han proferido, esto no solo viola el debido 

proceso de las entidades públicas, que, valga repetirlo, también lo tienen, sino que, atentaría contra uno de los fines 

esenciales del Estado, cual es el de asegurar la vigencia de un orden justo.” En este orden de ideas, en aquella 

providencia la Sala de Revisión consideró que no podía entrar a decidir sobre la discriminación alegada por el 

accionante, toda vez que la vulneración del derecho a la igualdad invocado por el apoderado del actor “resulta ser 

incierta e hipotética, no se ha dado y, como se señaló, según lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política, 

la acción de tutela requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico la vulneración al demandante de 

un derecho fundamental o, por lo menos, la amenaza seria y actual de su vulneración, circunstancia que en el caso 

concreto hasta ahora no se ha presentado.” .  



 

 

 

Y en segunda medida, es posible demostrar que el llamado a resolver 

la controversia suscitada por la queja anónima radicada en la Liga de 

Baloncesto de Bogotá y que hace referencia al señor DANIEL ESTEBAN 

ASCENCIO SAENZ, es específicamente la jurisdicción penal por 

tratarse al parecer de un delito que involucra la protección de los 

derechos de menores de edad, asunto que no puede ser resuelto por 

el juez de tutela, por requerir para ello de una investigación 

exhaustiva y diligente, trabajo que está dispuesto a los jueces penales 

y a la Fiscalía.  

Como consecuencia de lo anterior, y en vista que la pretensión de la 

presente acción está enmarcada única y exclusivamente en el respeto 

al debido proceso del señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ por 

parte de la aquí accionada y que en sede de tutela no se logró 

demostrar una posible vulneración de este derecho, no queda más 

que declarar improcedente la acción constitucional y a su vez ordenar 

la desvinculación de las entidades vinculadas. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 



 

PRIMERO: NO TUTELAR el derecho fundamental alegado por el 

señor DANIEL ESTEBAN ASCENCIO SAENZ a través de su apoderada de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Poner en conocimiento del accionante los 

documentales aportados por la accionada y las vinculadas. 

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veinte (20) de febrero de dos mil veinticuatro 
(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00217-00 

 

Accionante: JUAN SEBASTIAN SALGADO CARVAJAL 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por JUAN SEBASTIAN SALGADO 

CARVAJAL, en la que se acusa la vulneración del derecho 

fundamental petición e igualdad. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

Manifestó el accionante que es el propietario de la motocicleta de 

placas EZE63F y que el día 26 de septiembre de 2023, se enteró de 

una presunta infracción por foto multa en la ciudad de Bogotá. 

Continuo con la narración de los hechos, en la siguiente forma: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se amparen sus derechos de petición e 

igualdad, ordenando a la convocada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD dar respuesta y solución de fondo a su petición 

radicada. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 8 de febrero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la accionada y a la vinculada FISCALIA 

GENERAL DE LA NACIÓN, para que se pronunciaran sobre cada 

uno de los hechos y derechos que dieron origen a la presente acción 

constitucional. 

 
MARIA ISABEL HERNÁNDEZ PABON, en calidad de directora de 

representación judicial de la accionada SECRETARIA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD, mediante respuesta allegada a este despacho el 

14 de febrero de 2024, manifestó que a través de la subdirección de 

contravenciones, emitió durante el curso del tramite de la presente 

acción, esto, mediante oficio No. SDC-202442101320591 del 

13/02/2024, por medio del cual, revoco la resolución por medio de 

la cual, se declaró contraventor al accionante, resaltando que dicha 

respuesta, fue notificada a la dirección electrónica del accionante 

alexocampo2007@gmail.com, todo lo anterior, tal y como se puede 

evidenciar a continuación: 
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Por todo lo anterior, la accionada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD le solicito a este despacho declarar la improcedencia 

de la acción por carencia actual de objeto por hecho superado. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 
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instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamentales de petición e 

igualdad invocados por el accionante al endilgarle a la 

SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD accionada, no haber 

dado respuesta de fondo, congruente a lo pedido y con la 

correspondiente notificación, a su petición radicada ante dicha 

entidad. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario JUAN SEBASTIAN SALGADO CARVAJAL, 

aduce violación de su derecho fundamental de petición e igualdad, 

razón por la cual, se encuentra legitimado para presentar la 

acción 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 
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C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 

idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 

Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 

D. Caso concreto. 

 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción 

constitucional, la accionada allegó copia de la respuesta otorgada 

a la petición del accionante y objeto de tutela, notificada en 

debida forma a la dirección electrónica del accionante: 

alexocampo2007@gmail.com la cual coincide con la aportada por 

el accionante para notificaciones dentro de la presente acción: 

 

En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa al accionante, puesto que, la accionada contesto a 

su petición suministrándole la información requerida.  

 

De contera, advierte el Despacho que se absolvió la petición 

elevada por parte de la accionante, como se dejó evidenciado con 

anterioridad, lo que da lugar a declarar LA CARENCIA ACTUAL 

DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

mailto:alexocampo2007@gmail.com
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momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho fundamental de petición e 

igualdad, aunado al hecho que, como consecuencia de la 

radicación de la acción constitucional, la parte accionada aporto 

la prueba de haber dado respuesta a la accionada, junto con la 

respectiva notificación. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por JUAN 

SEBASTIAN SALGADO CARVAJAL, de conformidad a lo esbozado 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 
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TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00221-00 

 

Accionante: ÁNGELA MARÍA BECERRA ACEVEDO 

Accionado: SECRETARIA DE HACIENDA DE BOGOTA 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora ÁNGELA MARÍA BECERRA ACEVEDO a 

través de apoderada, en la que se acusa la vulneración del derecho de 

petición, debido proceso y buena fe. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

 

- De conformidad con la apoderada y respecto de los hechos relevantes 

para la presente acción, la señora ÁNGELA MARÍA BECERRA 

ACEVEDO, presentó derecho de petición a la SECRETARÍA DISTRITAL 

DE HACIENDA DE BOGOTÁ el 21 de julio de 2023, mediante el cual 

solicitó la corrección del estado de cuenta del año 2015 en el cual están 

cobrando dos veces $40.064.000, por cuanto no existe un mecanismo 

específico para tramitar estas correcciones. Al no recibir respuesta, 

presentó una segunda solicitud de 14 de septiembre de 2023, de la 

cual a la fecha no ha obtenido respuesta. El 7 de junio de 2023, la 

señora ÁNGELA MARÍA BECERRA ACEVEDO resentó recurso de 

reconsideración en contra de la Resolución que Resolvió la 

Excepciones al Mandamiento de Pago, de lo cual no ha obtenido a la 



 
fecha respuesta por parte de la SECRETARÍA DISTRITAL DE 

HACIENDA DE BOGOTÁ. 

Pretensiones. 

 

La accionante a través de su apoderada, solicita la protección de sus 

derechos posiblemente vulnerados por la accionada al no dar 

respuesta y solución a sus peticiones, relacionadas con el cobro 

adicional por concepto de impuesto predial del año gravable 2015. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 09/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

- JUAN MANUEL QUIÑONES MURCÍA, Subgerente de Gestión 

Jurídica de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, 

da respuesta a la presente acción constitucional, por vinculación de 

la accionada, manifiesta que se decrete sin vulneración a los 

derechos invocados, solicitando la declaratoria de falta de 

competencia, pues como se puede observar, la UAECD no puede 

satisfacer las pretensiones de la parte accionante, toda vez que el 

tema de la presente acción de tutela es competencia de otra entidad, 

en consecuencia, la UAECD no ha incurrido en alguna acción u 

omisión que haya generado la vulneración a los derechos invocados. 

- JOSÉ FERNANDO SUÁREZ VENEGAS, Subdirector de Gestión 

Judicial de la Secretaría Distrital de Hacienda, solicita negar las 

pretensiones de la accionante, teniendo en cuenta que su 

representada no ha vulnerado derecho fundamental alguno, ya que 

a la fecha de la notificación del auto admisorio de la presente acción 

de tutela, esta entidad ya había resuelto la solicitud que la motivo, 

por lo cual la acción constitucional se debe negar por hecho 

superado, además, es improcedente el amparo a través de la acción 

de tutela para resolver una situación de carácter tributario, toda vez 

que esta institución jurídica fue creada únicamente para proteger 

los derechos constitucionales fundamentales en los casos que 



 
dichos derechos resulten vulnerados o amenazados por omisión o 

acción de una autoridad pública; Finalmente, se reitera que la 

Secretaría Distrital de Hacienda dio respuesta a la accionantes 

protegiendo su derecho de petición. 

  

2. CONSIDERACIONES 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido a 

proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del derecho de petición, debido proceso y buena fe de la 

accionantes, posiblemente vulnerados por un cobro indebido respecto 

del impuesto predial de su inmueble. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. La señora ÁNGELA MARÍA BECERRA 

ACEVEDO, es mayor de edad y actúa a través de apoderada judicial 

para reclamar sus derechos fundamentales, presuntamente 

conculcados por la entidad accionada, de tal forma que se encuentra 

legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el Despacho 

procede a resolver el presente asunto. 

Legitimación pasiva. La SECRETARIA DE HACIENDA DE BOGOTA, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, 

está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se 

les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 



 

C.  Subsidiariedad 

 

El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la 

Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha 

señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y 

recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y 

prevalentes para la salvaguarda de los derechos”1. Es ese 

reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos 

jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que 

estimen lesiva de sus derechos. 

 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos 

ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para 

conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal 

manera que se impida el uso indebido de este mecanismo 

constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de 

protección. 

 

No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia 

constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de 

tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos 

eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta 

Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican 

su procedibilidad2: 

 

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para 

resolver las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las 

especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como 

mecanismo definitivo; y, 

 

(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no 

impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la 

acción de tutela procede como mecanismo transitorio. 

                                                             
1 Sentencia T-603 de 2015 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado); Sentencia T-580 de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa). 
2 Sentencia T-662 de 2016 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado). 



 
 

En cuanto a la primera hipótesis, que se refiere a la idoneidad del medio 

de defensa judicial al alcance del afectado, se tiene que ésta no puede 

determinarse en abstracto sino que, por el contrario, la aptitud para la 

efectiva protección del derecho debe evaluarse en el contexto concreto3. 

El análisis particular resulta necesario, pues en éste podría advertirse 

que la acción ordinaria no permite resolver la cuestión en una 

dimensión constitucional o no permite tomar las medidas necesarias 

para la protección o restablecimiento de los derechos fundamentales 

afectados. 

 

Ahora bien, en cuanto a la segunda hipótesis, cabe anotar que su 

propósito no es otro que el de conjurar o evitar una afectación 

inminente y grave a un derecho fundamental. De este modo, la 

protección que puede ordenarse en este evento es temporal, tal y como 

lo dispone el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991, el cual indica: “[e]n 

el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia 

que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la 

autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la 

acción instaurada por el afectado”. 

 

Así mismo, dicha excepción al requisito de subsidiariedad exige que se 

verifique: (i) una afectación inminente del derecho -elemento temporal 

respecto del daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o 

prevenir el perjuicio irremediable; (iii) la gravedad del perjuicio -grado 

o impacto de la afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable 

de las medidas para la efectiva protección de las garantías 

fundamentales en riesgo4. 

 

Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros 

medios judiciales, siempre se debe realizar una evaluación de la 

idoneidad de los mismos en el caso concreto, para determinar si 

aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma efectiva e integral 

los derechos invocados. Este análisis debe ser sustancial y no 

                                                             
3 Sobre el particular, la Corte ha establecido que “el medio debe ser idóneo, lo que significa que debe ser 
materialmente apto para producir el efecto protector de los derechos fundamentales. Además, debe ser un medio 
eficaz, esto es, que debe estar diseñado de forma tal que brinde oportunamente una protección al derecho” (Sentencia 
T-040 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo). 
4 Sentencias: T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa), entre otras. 



 
simplemente formal, y reconocer que el juez de tutela no puede 

suplantar al juez ordinario. Por tanto, en caso de evidenciar la falta de 

idoneidad del otro mecanismo, la acción puede proceder de forma 

definitiva. 

 

De este modo, cuando el amparo es promovido por personas que 

requieren especial protección constitucional, como niños, niñas y 

adolescentes, personas cabeza de familia, en situación de discapacidad, 

de la tercera edad o población desplazada, entre otros, el examen de 

procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de criterios de 

análisis más amplios, pero no menos rigurosos5. 

 

D. DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 

del 20216cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió 

a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la siguiente 

manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

respuesta congruente7.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del término 

establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su vez prevé, 

que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro del plazo 

determinado, la autoridad o el particular están obligados a comunicar 

                                                             
5 Sentencias T-401 de 2017 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado); T-163 de 2017 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado); T-
328 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub); T-456 de 2004 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-789 de 2003 (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), T-136 de 2001 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), entre otras. 
6 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 
7 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   



 
de tal situación al peticionario, señalando las razones de la demora y 

el término en que será resuelta la solicitud.8 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento satisfaga 

cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique acceder a 

lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una respuesta que 

guarde relación con lo pedido.9 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.10 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge ante 

la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

E. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

                                                             
8 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 
9 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
10 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo11 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela12; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”13. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

                                                             
11 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
12 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
13 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede 

de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere 

necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad 

constitucional de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los 

hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, so 

pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de instancia; 

o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental”  

 

F. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, la accionante ÁNGELA MARÍA BECERRA 

ACEVEDO actúa a través de apoderada judicial para solicitar la 

protección de sus derechos posiblemente vulnerados por la accionada 

al no dar respuesta y solución a sus peticiones elevadas el 21/07/2023 

y 14/09/2023, relacionadas con un posible cobro indebido relacionado 

con el pago del impuesto predial de su inmueble. 

 

Al respecto, cabe mencionar que la Corte Constitucional ha señalado 

de manera general que, en virtud del principio de subsidiariedad, las 

acciones de tutela no proceden sino únicamente en los casos 

excepcionales ya mencionados en las consideraciones, es decir, que 

para el caso que nos ocupa, la situación implica el acceso a la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de dar solución 

al tema tributario, lo que de tajo permite apreciar la improcedencia de 

la presente acción constitucional respecto de las pretensiones de la 

accionante a través de su apoderada: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
Ahora bien, en cuanto al derecho de petición queda demostrado que 

existe vulneración, por una parte, porque la accionante aportó escrito 

de julio de 2023 que demuestra las peticiones elevadas: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Con lo anterior, se aprecia que en su escrito está solicitando se revise 

su estado de cuenta, se elimine el cobro doble y se actualice la 

información, sin embargo, con la respuesta emitida por la accionada no 

se evidencia, que se haya referido al escrito del mes de julio, que si bien 

es cierto, la respuesta no necesariamente debe conceder lo pedido, es 

claro que debe pronunciarse en su totalidad respecto de la totalidad de 

las peticiones: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
En consecuencia, el despacho concederá parcialmente la presente 

acción constitucional y ordenará la desvinculación de la Unidad 

Administrativa Especial de Catastro Distrital - Bogotá. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR parcialmente los derechos fundamentales 

alegados por la señora ÁNGELA MARÍA BECERRA ACEVEDO de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la SECRETARIA DISTRITAL DE HACIENDA 

para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas a través de su 

Representante o quien corresponda al momento de la emisión del 

presente fallo, de respuesta de manera clara y de fondo al derecho de 

petición radicado por la accionante el 21/07/2023. 

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991, así mismo, se ordenará remitir copia de las respuestas dadas 

por la accionada y la vinculada a los accionantes. 

 

CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 



Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia     

Rama Judicial del Poder 

Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00226-00 

 

Accionante: SONIA PATRICIA MARTINEZ GÓMEZ 

Accionado: E.P.S. SANITAS Y COLMEDICA- MEDICINA  

PREPAGADA. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por SONIA PATRICIA MARTÍNEZ GÓMEZ, 

quien actúa como Agente Oficiosa del señor DARIO MARTÍNEZ, en 

la que se acusa la vulneración de los derechos fundamentales a la 

salud en conexidad con la vida, y la dignidad humana. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 
 

Manifestó la agenciada del accionante en el escrito de tutela que, 

su padre, el señor DARIO MARTÍNEZ sufrió un accidente el pasado 

24 de enero de 2024, por medio del cual se fracturo la cadera. De 

igual manera, manifestó: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, la agenciada del accionante pretende se tutelen 

los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida y 

a la dignidad humana, ordenando a la convocada E.P.S. SANITAS, 

definir de manera inmediata una I.P.S., que tenga el nivel requerido 

y que cuente con todos los implementos necesarios para la 

realización de la cirugía pospuesta al señor DARIO MARTINEZ y a 

causa de sus múltiples fracturas, ordenándole que la práctica de 

dicha cirugía sea en el menor tiempo posible. A su vez, que se le 

ordene a la I.P.S. Hospital San Rafael, que todos los exámenes 

practicados al señor MARTINEZ, le sean entregados en el mismo 

momento en que se haga efectiva la remisión, para que las demás 

I.P.S., que conozcan del caso, puedan realizar el procedimiento sin 

dilaciones. 
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1.3. Trámite Procesal. 

 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 12 de febrero de 2024, se admitió la 

tutela, ordenándose oficiar a las accionadas, y a los vinculados: 

HOSPITAL UNIVERSITARIO CLINICA SAN RAFAEL DE BOGOTÁ, 

CLINICA MEDICAL S.A.S., SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 

SALUD,  ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, y el 

MINISTERIO DE SALUD, para que se pronunciaran sobre cada uno 

de los hechos y derechos que dieron origen a la presente acción 

constitucional. 

Por parte de la accionada E.P.S. SANITAS S.A.S., allego respuesta 

el señor JERSON EDUARDO FLÓREZ ORTEGA, en calidad de 

representante legal para asuntos de salud y tutelas de dicha 

entidad, quien inicio manifestando lo siguiente: 
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De otra parte, la accionada COMPAÑÍA DE MEDICINA 

PREPAGADA COLSANITAS, allego respuesta a este Despacho, por 

intermedio de JULIAN DAVID MURILLO ARIAS en calidad de 

representante legal para asuntos judiciales, manifestando: 

 

 

Finalizo solicitando la desvinculación, toda vez que, no le ha 

vulnerado derecho fundamental alguno a la accionante. 

 

En cuanto a las entidades vinculada, allego respuesta el HOSPITAL 

UNIVERSITARIO CLINICA SAN RAFAEL a través de la señora 

PAULA ANDREA HERRERA ARENAS en calidad de representante 

judicial, refiriendo lo siguiente: 
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Por último, solicito la desvinculación de su representada. 

 

De igual manera, allego respuesta la vinculada CLINICA MEDICAL 

S.A.S., por intermedio de la señora SANDRA CONSTANZA GALLO 

ARENAS, en calidad de representante legal suplente de dicha 

clínica, manifestando frente a los hechos de la acción, lo siguiente: 
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Finalizo solicitando la desvinculación de su representada: 

 

Por otro lado, la vinculada ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

EN SALUD – ADRES, allego respuesta a través del señor JULIO 

EDUARDO RODRIGUEZ ALVARADO, a quien le fue conferido 

poder por parte de la Oficina Jurídica de dicha entidad, solicitando 

denegar el amparo frente a su representada y desvincularla. 

 

La vinculada SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, allego 

respuesta por intermedio de PAUL GOMEZ, en su calidad de 

Subdirector Técnico encargado, adscrito a la Subdirección de 

Defensa Jurídica de dicha entidad, manifestando que su 

representada no le ha vulnerado derecho fundamental alguno a la 

accionante, que dicha superintendencia no es superior jerárquico 

de los actores que hacen parte del Sistema de Seguridad Social en 

Salud y solicitando la desvinculación por falta de legitimación en la 
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causa por pasiva frente a su representada. 

 

Por último, el vinculado MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 

SOCIAL allego respuesta por parte del señor OSCAR FERNANDO 

CETINA BARRERA quien se pronuncio en los siguientes términos: 

 

 

Solicitando exonerar al Ministerio de Salud y Protección Social, de toda 

responsabilidad que se le pueda llegar a endilgar dentro de la presente 

acción de tutela, no obstante, en caso de ésta prospere se conmine a la 

EPS a la adecuada prestación del servicio de salud conforme a sus 

obligaciones, siempre y cuando no se trate de un servicio excluido 

expresamente por esta Cartera, ya que como se explicó todos los 

servicios y tecnologías autorizados en el país por la autoridad 

competente deben ser garantizados por la EPS independientemente de 

la fuente de financiación. 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración a los derechos fundamentales invocados por la 

accionante en calidad de Agente Oficiosa del señor DARIO MARTINEZ 

al endilgársele a la E.P.S. SANITAS S.A.S. accionada, no definir de 

manera inmediata la remisión del agenciado a una I.P.S., que cuente 

con los implementos necesarios para practicarle la cirugía que 

requiere, o si por el contrario, dentro del curso del tramite de la 

presente acción, se realizó la remisión del señor DARIO MARTINEZ a 

la I.P.S., requerida para continuar con lo correspondiente en su 

tratamiento y por tanto se configura la carencia actual de objeto por 

hecho superado en el presente caso. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 
Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a la 

acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, la accionante en calidad de Agente Oficiosa del señor 

DARIO MARTINEZ, aduce la violación de sus derechos 

fundamentales a la salud en conexidad con la vida, y dignidad 

humana, razón por la cual, se encuentra legitimado para presentar 

la acción. 

 

Legitimación pasiva. La parte accionada, E.P.S. SANITAS S.A.S., 

con fundamento en lo dispuesto en los numerales 2 y 4 del Decreto 

2591 de 1991, está legitimada como parte pasiva en el presente 

asunto, en la medida que se les atribuye la violación del derecho en 

discusión. 

 

C. El Derecho a la Salud en la Jurisprudencia Constitucional 

La salud es un derecho fundamental autónomo e irrenunciable, 

cuyo contenido ha sido definido y determinado por el legislador 

estatutario y por la jurisprudencia constitucional. En ese sentido, 

el servicio público de salud, consagrado en la Constitución Política 

como derecho económico, social y cultural, ha sido desarrollado 

jurisprudencialmente, delimitando y depurando tanto el contenido 

del derecho, como su ámbito de protección ante la justicia 

constitucional. Por ejemplo, esta Corporación mediante Sentencia 

T-760 de 2008 estudió varias acciones de tutela sobre la 

protección del derecho a la salud e indicó que “la salud es un 
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derecho fundamental que debe ser garantizado a todos los seres 

humanos igualmente dignos. No hacerlo conduce a que se 

presente un déficit de protección constitucionalmente 

inadmisible”. Eso sí, dejó claro que el carácter fundamental de un 

derecho no hace que todos los aspectos de este sean tutelables y 

que debido a la complejidad del derecho a la salud su goce puede 

estar supeditado a la disponibilidad de recursos materiales.1 

El desarrollo de la jurisprudencia constitucional en torno a la naturaleza y 

alcance de este derecho, fue el principal sustento jurídico de la Ley 

Estatutaria de Salud[64] y sirvió para establecer normativamente la 

obligación del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para brindar 

a las personas acceso integral al servicio de salud. 

 
El artículo 8 de la Ley Estatuaria de Salud dispone que el servicio de salud 

debe responder al principio de integralidad, esto es, que debe ser prestado de 

manera eficiente, con calidad y de manera oportuna, antes, durante y después 

de la recuperación de la salud del paciente. Esta Corte se ha referido a la 

integralidad en la prestación de los servicios de salud como la atención y el 

tratamiento completo a que tienen derecho los usuarios del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con las disposiciones prescritas por 

el médico tratante. Según la Sentencia C-313 de 2014, que ejerció el control 

previo de constitucionalidad de la Ley Estatutaria que regula el derecho 

fundamental de salud, el principio de integralidad irradia el sistema, 

determina su lógica de funcionamiento y envuelve la obligación del Estado y 

de las entidades encargadas de la prestación del servicio de adoptar todas las 

medidas necesarias encaminadas a brindar un tratamiento que efectivamente 

mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las personas.2 

 

Al respecto, se aclaró que el principio de integralidad no solo implica que se 

debe garantizar la prestación de los servicios y tecnologías necesarios para 

superar la afectación de la salud, sino también para sobrellevar la enfermedad 

manteniendo la integridad y dignidad personal del paciente, de modo que su 

entorno sea tolerable y adecuado.3 

 

Así las cosas, la salud es un derecho fundamental que debe protegerse y ser 

garantizado a todos los usuarios del Sistema de Seguridad Social, quienes al 

necesitar del suministro de un servicio están sujetos al criterio del médico 

tratante mediante orden médica que autorice el mencionado servicio. Tal 

criterio debe estar basado en información científica, el conocimiento certero 

de la historia clínica del paciente y en la mejor evidencia con que se cuente en 

                                                             
1 1 La exposición de motivos señala expresamente: “2. Fundamentos jurídicos. Esta ley tiene sustento en 
distintas disposiciones constitucionales, tales como: “la célebre sentencia de la Corte Constitucional T-760 
de 2008 y la sentencia T-853 de 2003”. Gaceta del Congreso de la República No. 116 de 2013, pp. 5 y 6. 
2 Sentencia C-313 de 2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza. Acápite 5.2.8.3. 
3 3 Este tema también fue explicado en la Sentencia T-402 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera 
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ese momento. En efecto, cuando una persona acude a su EPS para que esta 

le suministre un servicio que requiere, o requiere con necesidad, el 

fundamento sobre el cual descansa el criterio de necesidad, es que exista 

orden médica autorizando el servicio. 

 

Así, la Corporación ha señalado que el profesional idóneo para determinar las 

condiciones de salud de una persona, y el tratamiento que se debe seguir, es 

el médico tratante. Es su decisión el criterio esencial para establecer cuáles 

son los servicios de salud a que tienen derecho los usuarios del Sistema 

General de Seguridad Social. Por lo tanto, la remisión del médico tratante es 

la forma instituida en nuestro Sistema de Salud para garantizar que los 

usuarios reciban atención profesional especializada, y que los servicios de 

salud que solicitan, sean adecuados, y no exista riesgo para la salud, 

integridad o vida de los usuarios. Es deber de la entidad contar con todos los 

elementos de pertinencia médica necesarios para fundamentar 

adecuadamente la decisión de autorizar o no el servicio. Decisión que debe 

ser, además, comunicada al usuario. 

 

Ahora bien, la Corte también ha señalado que una faceta del derecho 

fundamental a la salud es el derecho al diagnóstico.4 El objetivo de esta 

garantía es establecer el acceso a tratamientos, medicamentos, exámenes e 

insumos que se requieren con necesidad para restablecer la salud del 

paciente. Por tanto, aunque un juez de tutela no podría abarcar la órbita de 

acción que le compete a un profesional de la salud para ordenar directamente 

el reconocimiento de un servicio o tratamiento que no ha sido previamente 

diagnosticado, lo que excepcionalmente sí podría hacer, en caso de existir un 

indicio razonable de la afectación de salud, es ordenar un amparo en la faceta 

de diagnóstico. Es decir, el juez constitucional excepcionalmente podría 

resolver en sede de tutela que la Empresa Promotora de Salud 

correspondiente, por medio de los profesionales pertinentes, emita un 

diagnóstico efectivo, con el cual se garantice una valoración oportuna sobre 

las dolencias que aquejan al paciente, la determinación de la enfermedad que 

padece y el establecimiento de un procedimiento médico específico a seguir 

para lograr el restablecimiento de su salud. Al respecto, la jurisprudencia de 

esta Corte ha evidenciado que el derecho a un diagnóstico efectivo es 

vulnerado, entre otros casos, cuando las EPS o sus médicos adscritos 

demoran o se rehúsan a establecer un diagnóstico para el paciente, así como 

la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. 

 

                                                             
4 ver, entre otras, las siguientes Sentencias T-717 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-887 
de 2012. MP. Luis Ernesto Vargas Silva; T-298 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; T-940 de 2014. 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-045 de 2015. MP. Mauricio González Cuervo; T-210 de 2015. M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; T-459 de 2015. MP. Myriam Ávila Roldán; T-132 de 2016. M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva; T-020 de 2017. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; T-120 de 2017. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; T-552 de 2017. M.P. Cristina Pardo Schlesinger; T-558 de 2017. M.P. Iván Humberto 
Escrucería Mayolo 
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También ha dicho la Corte Constitucional que, el médico 

tratante es la persona idónea para determinar cuál es el 

tratamiento médico para seguir frente a patología concreta5:  

 

La Corte ha insistido en que el médico es la persona 

especializada en la medicina humana, capaz de brindar 

soluciones y respuestas a problemas de salud, a través de 

medicamentos, tratamientos que mejoran la calidad de vida 

del paciente, y que le permite ir más allá de un conocimiento 

general. De acuerdo con lo anterior, se ha considerado que 

la persona idónea para determinar que procedimiento y/o 

tratamiento debe seguir la paciente, es su médico tratante. 

 
De otra parte, la H. Corte Constitucional ha referido frente al 

tratamiento médico que el juez constitucional solo puede ordenar 

lo indicado por el médico tratante6: Esta Corporación ha 

sostenido de manera reiterada, que los jueces de tutela no 

son competentes para ordenar tratamientos médicos no 

prescritos por el médico tratante del paciente, resaltado que 

“la intervención del juez no está dirigida a sustituir los 

criterios y conocimientos del médico por los criterios y 

conocimientos del juez, sino a impedir la violación de los 

derechos fundamentales del paciente” En esta línea, la Corte 

ha establecido, que “el acceso a los servicios médicos está 

sujeto a un criterio de necesidad y el único con los 

conocimientos científicos indispensables para establecer la 

necesidad de un servicio de esta naturaleza es, sin duda 

alguna, el médico tratante”. Ello por cuanto, el tratante (i) 

es un profesional científicamente calificado; (ii) es quien 

conoce de manera íntegra el caso de su paciente y las 

particularidades que puedan existir respecto de su 

condición de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la 

información adecuada, precisa y suficiente para determinar 

la necesidad de un determinado servicio de salud; y (iii) 

actúa en nombre de la entidad que presta el servicio. 

 

D. Caso concreto. 

En el caso bajo estudio este Despacho advierte que, la accionada 

E.P.S. SANITAS S.A.S., dentro del trámite de la presente acción de 

tutela, resolvió favorablemente la solicitud de la accionante en 

calidad de agente oficiosa del señor DARIO MARTINEZ, toda vez 

que, como se evidencia en la respuesta allegada por dicha empresa 

                                                             
5  Sentencia T-607 de 2013. 
6 Sentencia T-289 de 2013. 
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promotora de salud, el día 12 de febrero de 2024, procedieron a 

realizar la REMISIÓN del señor MARTINEZ, a la CLINICA CAFAM 

CALLE 93: 

 

Dicha información, fue confirmada el día 21 de febrero de 2024, 

por intermedio de llamada telefónica realizada por parte de este 

Despacho a la Agente Oficiosa, la señora SONIA PATRICIA 

MARTÍNEZ GÓMEZ quien confirmo que efectivamente fue 

realizada la remisión del señor DARIO MARTÍNEZ a la referida 

I.P.S., y a su vez, manifestando que el señor MARTÍNEZ será 

intervenido quirúrgicamente este fin de semana, cirugía que ya se 

encuentra programada, lo anterior, dado que se le han venido 

practicando una serie de procedimientos necesarios para su 

tratamiento. 

 

Así las cosas, advierte el Despacho que, en el presente caso y 

dentro del curso del trámite de la presente acción, la E.P.S. 

SANITAS S.A.S., realizo la remisión del señor DARIO MARTÍNEZ, 

a quien se le están practicando los procedimientos necesarios 

respectivos y previos para la cirugía que tiene programada para 

este fin de semana, lo que da lugar a declarar LA CARENCIA 

ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 
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pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo de los derechos fundamentales a la salud en 

conexidad con la vida y a la dignidad humana, aunado al hecho 

que, como consecuencia de la radicación de la acción 

constitucional, la parte accionada aporto la prueba de haber 

realizado la remisión del agenciado a la I.P.S. CAFAM CALLE 93, 

en donde le están realizando el correspondiente tratamiento para 

poder practicar la cirugía que ya se encuentra programada para 

este fin de semana, conforme a la manifestación telefónica 

realizada por parte de la agente oficiosa SONIA PATRICIA 

MARTÍNEZ GÓMEZ. 

De otra parte, ordena la desvinculación del HOSPITAL 

UNIVERSITARIO CLINICA SAN RAFAEL DE BOGOTÁ, la CLINICA 

MEDICAL S.A.S., la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL 

DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, y el MINISTERIO 

DE SALUD. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por SONIA 

PATRICIA MARTÍNEZ GÓMEZ como Agente Oficiosa del señor 

DARIO MARTÍNEZ, de conformidad a lo esbozado en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 
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TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 
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JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE DE 

BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00237-00 

 

ACCIONANTE:  LUIS ERNESTO SILVA CALDERON  

ACCIONADO:         TORONTO DE COLOMBIA LTDA 

ASUNTO:  Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por el señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON en la que se acusa 

la vulneración del derecho fundamental de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

- De conformidad con el accionante el día 15 de enero de 2024 presentó derecho 

de petición solicitando a la accionada el pago de turnos adicionales a su jornada 

laboral, sin embargo, para la fecha de presentación de la tutela, no se había 

pronunciado al respecto por lo que solicita se le de respuesta de manera clara y 

de fondo a sus pretensiones. 

Pretensiones. 

 

El accionante pretende el amparado su derecho fundamental de petición el cual 

en su sentir está siendo vulnerado por la entidad accionada, al no dar respuesta 

a las pretensiones radicadas en la entidad para el pago de horas de trabajo 

adicionales a su horario laboral. 



 
 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, mediante 

auto calendado 12/02/2024 se admitió la tutela, ordenándose oficiar a la entidad 

accionada para que se pronunciara sobre cada uno de los hechos y derechos que 

dieron origen a la presente acción constitucional. 

- JOSE MAURICIO GALVIS ZUÑIGA Representante Legal de la Empresa 

TORONTO DE COLOMBIA LTDA, en respuesta a la presente acción de tutela 

solicita se nieguen las pretensiones del accionante y por el contrario se declare 

la carencia actual de objeto por hecho superado, teniendo en cuenta que 

durante el transcurso de la presente acción dio contestación al derecho de 

petición radicado por el señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los derechos 

constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los enunciados por la 

misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 2591 de 

1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de carácter constitucional, 

subsidiario, residual y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales 

o por conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o amenazados 

por la acción u omisión de las autoridades y excepcionalmente por los 

particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta vulneración 

del derecho de petición por la posible falta de respuesta de la entidad accionada 

frente a las peticiones del accionante radicadas el día 15 de enero de 2024. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON, es mayor de 



 
edad y actúa en nombre propio para reclamar sus derechos fundamentales, 

presuntamente conculcados por la entidad accionada, de tal forma que se 

encuentra legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el Despacho 

procede a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La empresa TORONTO DE COLOMBIA LTDA, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, está 

legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C.  DERECHO DE PETICIÓN 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, reglamentado en el 

CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones por la Alta Corporación 

Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 del 20211cuando remitiéndose a la 

Sentencia C- 007 de 2017 se refirió a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas 

garantías de la siguiente manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres características 

básicas del derecho de petición, siendo la primera la oportunidad de la respuesta, 

es decir, que se brinde dentro del término establecido en la Ley 1755 de 2015, 

normatividad que a su vez prevé, que ante la imposibilidad de emitir una 

respuesta dentro del plazo determinado, la autoridad o el particular están 

obligados a comunicar de tal situación al peticionario, señalando las razones de 

la demora y el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición es el contenido de la 

respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y congruente con lo solicitado, esto 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 



 
es, que el pronunciamiento satisfaga cada uno de los pedimentos elevados, sin 

que ello signifique acceder a lo reclamado, ya que se busca es la obtención de 

una respuesta que guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición corresponde a la notificación de 

la respuesta al petente, lo cual se traduce en la obligación que tiene la autoridad 

o el particular de dar a conocer el pronunciamiento efectuado frente a la solicitud 

que le fuera presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se tiene que la 

vulneración al derecho fundamental de petición surge ante la negativa de una 

autoridad o de un particular, de emitir una respuesta de fondo, clara, oportuna 

y en un término razonable, así como por no comunicar la respectiva decisión al 

peticionario. 

 

D. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

                                                             
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en 

sede de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo 

considere necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de 

conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar 

medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la 

inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) 

corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión 

de un derecho fundamental”  

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, el accionante señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON 

manifiesta la vulneración de su derecho de petición por parte de la entidad 

accionada teniendo en cuenta que para la fecha de presentación de la presente 

acción de tutela no había recibido respuesta a las peticiones elevadas el día 15 

de enero de 2024. 

  

Al respecto, el Despacho se contrae a revisar los documentales aportados por la 

accionada, a través de los cuales es posible observar que en el transcurso de la 

demanda de tutela la empresa dio respuesta a cada una de las peticiones 

planteadas por el señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON: 

 

Documento igualmente remitido a las direcciones de notificación aportadas por 

el accionante, como se observa: 

 



 

 

Por lo tanto, al accionante absolverse la totalidad de peticiones elevadas por el 

señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON, se configura una carencia actual de 

objeto por hecho superado; 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO9-Configuración 

La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el 

momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se 

satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En 

otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de 

tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, 

la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en 

el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro 

del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de 

amparo. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C.- LOCALIDAD DE 

CHAPINERO, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR por hecho superado el amparo de tutela formulado por el 

señor LUIS ERNESTO SILVA CALDERON de conformidad a lo esbozado en la 

parte motiva de esta providencia. 

                                                             
9 Sentencia SU225/13 



 
 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la forma más 

rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Documento generado en 22/02/2024 04:03:21 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



Tutela No. 110014189033 2024 00238 00 
 

República de Colombia  

Rama Judicial del Poder  

Público 

      

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 
MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO. 

 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00238-00 

 

Accionante: LUZ AMALIA GÓMEZ PIRA 

Accionado: CONJUNTO TERRAQUINTA APARTAMENTOS  

    – PROPIEDAD HORIZONTAL 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por LUZ AMALIA GÓMEZ PIRA, en la que se 

acusa la vulneración del derecho fundamental petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

Manifestó la accionante dentro de la NARRACIÓN FÁCTICA del 

escrito de tutela lo siguiente: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se ampare el derecho de petición y el 

debido proceso, ordenando a la convocada expedir en el menor 

tiempo posible el documento de paz y salvo por concepto de cuotas 

de administración con corte 31 de enero de 2024, en favor de la 

unidad 3-303. A su vez, que se le ordene al consejo de 

administración de la propiedad horizontal accionada o a la 

administradora, revertir el pago realizado por la accionante 

respecto de la sanción impuesta por no asistir a la asamblea de 

julio 2023. De igual manera, para que este Despacho exhorte a la 

administración de la propiedad horizontal accionada, a que se 

abstenga de reflejar conceptos adeudados como la sanción de 

asamblea de julio 2023, y los honorarios del abogado. Por último, 

se le ordene a la accionada remitirle todos los documentos y 

soportes peticionados el pasado 09 de enero de 2024. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 13 de febrero de 2024, se admitió la 

tutela, ordenándose oficiar a la accionada y al vinculado 

CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE CONJUNTO 
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TERRAQUINTA APARTAMENTOS – PROPIEDAD 

HORIZONTAL, para que se pronunciaran sobre cada uno de los 

hechos y derechos que dieron origen a la presente acción 

constitucional. 

 
ANGELA KATICSA CARRANZA ORTIZ, en calidad de 

administradora y representante legal de la accionada CONJUNTO 

TERRAQUINTAS APARTAMENTOS PROPIEDAD HORIZONTAL, 

mediante respuesta allegada a este despacho, manifestó lo siguiente 

frente a los hechos del escrito de tutela: 

 

Seguido a estas manifestaciones, finalizo la administradora y 

representante legal de la accionada, solicitándole a este Despacho 

Constitucional, lo siguiente: 
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De otra parte, la accionante allego memorial a este Despacho el día 

16 de febrero de 2024, manifestando lo siguiente: 

 

Por último, el vinculado CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DEL 

CONJUNTO RESIDENCIAL TERRAQUINTA APARTAMENTOS P.H., 

guardo silencio. 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental de petición y al 

debido proceso invocados por la accionante al endilgarle al 

CONJUNTO RESIDENCIAL TERRAQUINTA APARTAMENTOS 

P.H., accionado, no expedirle el paz y salvo por concepto de cuotas 

de administración a corte de 31 de enero de 2024, y el no revertir 

un pago que realizo por concepto de la imposición de una sanción, 

y por último, no haber dado respuesta de fondo, congruente a lo 

pedido y con la correspondiente notificación, a la petición de fecha 

09 de enero de 2024. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario LUZ AMALIA GÓMEZ PIRA, aduce 

violación de su derecho fundamental de petición y al debido 

proceso, razón por la cual, se encuentra legitimada para presentar 

la acción 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, CONJUNTO 

RESIDENCIAL TERRAQUINTA APARTAMENTOS P.H., con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 42 del Decreto 2591 de 

1991, está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en 

la medida que se les atribuye la violación de los derechos en 

discusión. 
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C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 

idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 

constitucional, vale la pena aclarar que de conformidad con el texto 

literal de dicha disposición: “Toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos 

de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 

privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 

 

En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en reiterada 

jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que posee el 

derecho de petición a saber: 

 

a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni la 

exigencia de pronta resolución 

 
Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 
D. Caso concreto. 

 

Procede este Despacho a realizar un comparativo frente a lo 

peticionado el 09 de enero de 2024, por parte de la accionante, y 

las respuestas que le fueron notificadas en su momento por parte 

del accionado CONJUNTO RESIDENCIAL TERRAQUINTA 

APARTAMENTOS P.H., por intermedio de su representante legal: 

 

PETICIONES DE LA 

ACCIONANTE DEL 09 DE 

ENERO DE 2024 

RESPUESTAS DE LA 

ACCIONADA DEL 29 DE 

ENERO DE 2024 

Solicito la expedición de paz y salvo 

por concepto de pago de cuotas de 

administración a corte 31 de 

diciembre de 2023. 

PAZ y SALVO. No se expide mientras 

no se tengan los dos (2) paz y salvos 

de la administración y de la abogada. 

Me expida copia de la correspondiente 

notificación que se le hiciere a la 

peticionante en punto a la imposición 

de “sanción de asamblea julio 2023”. 

Igualmente copia del acta donde se 

consigne lo resuelto, así como, la 

evidencia de haberse aportado la 

misma para conocimiento de la 

suscrita. 

Notificación de la sanción. Se da como 

notificada el recibo mensual de la 

cuenta de cobro y que nunca se 

manifestó por escrito. 

Se me allegue copia de los 

comprobantes de pago registrados a 

nombre de la referencia 3 - 303 en 

favor de la copropiedad por concepto 

de cuotas de Administración, desde 

Tenga en cuenta el numeral 4 de 

hechos de esta petición. 

 

HECHO No 4: 

“…una vez cancele las copias se le 
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junio de 2023 a la fecha. envía y se le entrega los envíos por 

correo certificados de los 

comunicados de la Abogada a la 

deudora demandada propietaria del 

Apto.303 Torre 3 y lo demás 

solicitado…” 

Se me adjunte o relacione soporte de 

las labores ejecutadas y realizadas 

por la togada contratada para prestar 

los correspondientes servicios 

profesionales en torno a las gestiones 

de cobranza extraprocesal, como 

envió de correos electrónicos, gastos 

de envío por empresa certificada, 

historial de llamadas, citaciones. etc 

Tenga en cuenta el numeral 4 de 

hechos de esta petición. 

 

HECHO No 4: 

“…una vez cancele las copias se le 

envía y se le entrega los envíos por 

correo certificados de los 

comunicados de la Abogada a la 

deudora demandada propietaria del 

Apto.303 Torre 3 y lo demás 

solicitado…” 

 

Conforme a lo anterior, de las pruebas aportadas se observa que, 

la accionante solicitó el 29 de enero de 2024, toda la información 

referente al valor en dinero a consignar y el número de cuenta, 

con el fin de cumplir su carga para poder obtener las 

documentales descritas en su petición del 09 de enero de 2024, y 

a su vez, en respuesta del 30 de enero de 2024, emitida por la 

administradora de la propiedad horizontal hoy accionada, le 

informo: 
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Posteriormente, el día 05 de febrero de 2024, la hoy accionante, 

remitió los soportes de consignación del valor previamente 

requerido por la administradora para la expedición de las 382 

copias: 

De contera, la accionada en cabeza de su representante legal, aún 

habiéndole solicitado a la peticionaria en su momento, el pago de 

382 foto copias por valor de 76.400, pago que fue realizado por la 

hoy accionante como consta, a la fecha no ha hecho entrega por 

ningún medio de las referidas documentales: 

 

 

Llama la atención que en la respuesta recibida dentro del trámite 

de la presente acción por parte de ANGELA KATICSA CARRANZA 

ORTIZ, a estás alturas se refiera a la petición de documentos de la 

hoy accionante de la siguiente manera: 
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Manifestación que no es de recibo para este Despacho, toda vez 

que, en la respuesta emitida por esta misma persona, fechada 29 

de enero de 2024, EN NINGUN APARTADO, le cuestiono o requirió 

a la hoy accionante lo que ahora indica dentro del presente 

asunto, es más, la administradora y representante legal taso la 

suma de dinero a consignar, cuantificando las documentales en 

382 folios. 

 

Conforme a todo lo anterior, este Despacho advierte que la petición 

de documentos objeto de la presente acción constitucional no ha 

sido resuelta por parte del accionado CONJUNTO 

TERRAQUINTA APARTAMENTOS – PROPIEDAD 

HORIZONTAL, aun cuando es de conocimiento de la 

representante legal y administradora que, la señora LUZ AMALIA 

GÓMEZ PIRA el 05 de febrero de 2024, realizo la carga que le 

correspondía, realizando el pago por concepto de las 382 copias 

de las documentales requeridas en su petición. 

 

En aras de no extenderse más, este Despacho accederá a 

AMPARAR PARCIALMENTE del derecho fundamental de petición 

de la accionante, ORDENANDOLE a la representante legal y 

administradora del accionado CONJUNTO TERRAQUINTA 

APARTAMENTOS – PROPIEDAD HORIZONTAL, que dentro de 

las (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, haga 

entrega a la señora LUZ AMALIA GÓMEZ PIRA, de los 382 

folios correspondientes a las documentales requeridas 

mediante petición de documentos del 09 de enero de 2024, 

aportando a este despacho la prueba o constancia que 

certifique la notificación efectiva del cumplimiento de la 

presente decisión. 

 

Por ultimo se ordena desvincular al CONSEJO DE 

ADMINISTRACIÓN DEL CONJUNTO TERRAQUINTA 
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APARTAMENTOS – PROPIEDAD HORIZONTAL. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela formulado por LUZ 

AMALIA GÓMEZ PIRA, de conformidad a lo esbozado en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la representante legal y administradora 

ANGELA KATICSA CARRANZA ORTIZ o a quien haga sus veces 

dentro del accionado CONJUNTO TERRAQUINTA 

APARTAMENTOS – PROPIEDAD HORIZONTAL que dentro de las 

(48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, haga 

entrega a la señora LUZ AMALIA GÓMEZ PIRA de los 382 folios 

correspondientes a las documentales requeridas mediante 

petición de documentos del 09 de enero de 2024, aportando a este 

despacho la prueba o constancia que certifique la notificación 

efectiva del cumplimiento de la presente decisión. 

 

TERCERO: ADVERTIRLE a la señora ANGELA KATICSA 

CARRANZA ORTIZ en calidad de administradora y representante 

legal del CONJUNTO TERRAQUINTA APARTAMENTOS – 

PROPIEDAD HORIZONTAL o a quien haga sus veces, que en 

adelante deberá tomar las medidas necesarias para responder de 

manera permanente y oportuna las peticiones que se le formulen, 

independientemente del sentido de dichas respuestas, sin dar 

lugar a situaciones dilatorias y nugatorias como las que generaron 

esta acción de tutela. 
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CUARTO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en 

la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
QUINTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00242-00 

 

Accionante: MARIA ANTONIA ROJAS 

Accionado: SECRETARIA DE HACIENDA DE BOGOTA 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la señora MARIA ANTONIA ROJAS a través de 

apoderado, en la que se acusa la vulneración del derecho al debido proceso. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

 

- De conformidad con el escrito de tutela la Secretaria de Hacienda 

inadmitió por extemporáneo el escrito de excepciones presentado por 

el apoderado de la accionante contra el mandamiento de pago, por lo 

que la accionada ordenó seguir adelante la ejecución del cobro coactivo 

por los impuestos de los años 2015 y 2018, aunado a ello considera el 

apoderado que su prohijada no fue notificada en debida forma porque 

la dirección a la que se envió el escrito no correspondía a la accionante, 

lo que podría ocasionar la nulidad del acto administrativo, por lo que 

requiere que la accionada de respuesta a las excepciones presentadas. 

Pretensiones. 

 

Con la tutela se pretende la protección del derecho al debido proceso 



 
de la accionante y en consecuencia se ordene no tener en cuenta la 

notificación del mandamiento de pago y en cambio solicita 

pronunciamiento sobre las excepciones presentadas. 

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 14/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

- JUAN MANUEL QUIÑONES MURCÍA, Subgerente de Gestión 

Jurídica de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, 

manifiesta que UAECD, no ha vulnerado ningún derecho 

fundamental al accionante, al configurarse falta de legitimación en 

la causa por pasiva, toda vez que no ha hecho parte de las peticiones 

del accionante, así como tampoco de las decisiones adoptadas 

Secretaría Distrital de Hacienda. De igual forma tampoco le ha sido 

impuesta a esta entidad, obligación de hacer como consecuencia de 

algún trámite administrativo.   

- JOSÉ FERNANDO SUÁREZ VENEGAS, Subdirector de Gestión 

Judicial de la Secretaría Distrital de Hacienda, en respuesta a la 

acción de tutela, reitera que la SDH dio respuesta a la solicitud 

presentada por el accionante, garantizando así el derecho de 

petición invocado como vulnerado, razón por la cual remite copia de 

las respuestas dada a la tutelante. Por lo que solicita denegar la 

tutela por configurarse la institución jurídica de la carencia actual 

de objeto por hecho superado. 

  

2. CONSIDERACIONES 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 



 
carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo, dirigido a 

proteger los derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del debido proceso, por una posible indebida notificación por 

parte de la Secretaria Distrital de Hacienda. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. La señora MARIA ANTONIA ROJAS, es mayor 

de edad y actúa a través de apoderado judicial para reclamar sus 

derechos fundamentales, presuntamente conculcados por la entidad 

accionada, de tal forma que se encuentra legitimado para ejercer la 

mencionada acción, por lo tanto, el Despacho procede a resolver el 

presente asunto. 

Legitimación pasiva. La SECRETARIA DE HACIENDA DE BOGOTA, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, 

está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se 

les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 

del 20211cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió 

a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la siguiente 

manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 



 
su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del término 

establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su vez prevé, 

que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro del plazo 

determinado, la autoridad o el particular están obligados a comunicar 

de tal situación al peticionario, señalando las razones de la demora y 

el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento satisfaga 

cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique acceder a 

lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una respuesta que 

guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge ante 

la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

D. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

                                                             
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede 

de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere 

necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad 

constitucional de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los 

hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, so 

pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de instancia; 

o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental”.   

 

E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, la accionante MARIA ANTONIA ROJAS actúa 

a través de apoderado judicial para solicitar la protección de su derecho 

al debido proceso posiblemente vulnerado por la accionada al no dar 

contestación a las excepciones presentadas contra el mandamiento de 

pago el 21 de julio de 2023. 

 

Al respecto, de entrada, habrá de negarse la presente acción 

constitucional, teniendo en cuenta que, de la revisión de los 

documentos aportados, este Despacho no advierte vulneración 

alguna debido a una posible indebida notificación de la resolución 

que puso en conocimiento el mandamiento de pago reprochado, 

aunado al hecho que no le corresponde al juez de tutela entrar a 

dirimir este conflicto por no ser competente para ello. 

 

Por otra parte, en el entendido que las excepciones propuestas 

contra el mandamiento de pago pueden entenderse como una 

petición a la accionada, se advierte que su solicitud fue resuelta por 

la Secretaria Distrital de Hacienda durante el transcurso de la 



 
presente acción: 

 

 

Aportando en las respuestas las razones por las cuales no da tramite 

a las excepciones, escrito con el que se entiende resuelta la petición 

elevada dando lugar a una carencia actual de objeto por hecho 

superado; 

 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre 

el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del 

fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda 

de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr 

mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo 

diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha 

comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las 

palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de 

la satisfacción de lo pedido en tutela. 

 

Sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de amparo. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 



 
PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales alegados por la 

señora MARIA ANTONIA ROJAS a través de su apoderado de 

conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991, así mismo, se ordenará remitir copia de las respuestas dadas 

por la accionada y la vinculada a los accionantes. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia  

Rama Judicial del Poder  

Público 

      

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 
MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO. 

 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de febrero de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00245-00 
 

Accionante: VICTOR MANUEL SANCHEZ LOPEZ 

Accionados: FONDO NACIONAL DE VIVIENDA - FONVIVIENDA, 

       MINISTERIO DE VIVIENDA, ALCALDIA MAYOR DE 

       BOGOTÁ, SECRETATIA DISTRITAL DE HABITAT DE  

       BOGOTÁ. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por VICTOR MANUEL SANCHEZ LOPEZ, en 

la que se acusa la vulneración de los derechos fundamentales de 

petición, vivienda digna y debido proceso. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

Manifestó la accionante que tiene 40 años de edad, con diagnostico 

de discapacidad permanente calificado tanto por la EPS con 

porcentaje de discapacidad de 70% y por la junta de discapacidad 
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de la aseguradora Bolivar de 64% y me encuentro en el registro 

nacional de discapacidad del ministerio de salud. De igual forma, 

continuo con el relato de los hechos de la siguiente manera: 
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Manifestó el accionante haber radicado petición el 06 de febrero: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se ampare el derecho de petición y al 

debido proceso, ordenando a las convocadas que le respeten su 

postulación a la convocatoria de compra de vivienda en la 

convocatoria OFERTA PREFERENTE 2024-1 para compra de 

vivienda en el proyecto RENACER CENTRAL teniendo además en 

cuenta su prioridad por ser persona con diagnóstico de 

discapacidad permanente. Lo anterior con independencia de a qué 

institución le pertenezca o no dicho proyecto o responsabilidad. 

Que se respete también, el derecho de las personas postuladas a 

esta convocatoria y que puedan presentar el correo de verificación 

de datos al momento de su inscripción, para comprar vivienda en 

el proyecto RENACER CENTRAL. Que se de respuesta lo antes 

posible porque en mi caso, como en otros seguramente, tener 

vivienda propia es una necesidad urgente y no todos los proyectos 

de vivienda cumplen con las características que permitan acceso a 
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calidad de vida. Y, por último, Que las instituciones mencionadas 

respondan a todos los interrogantes que deja el sin sabor de esta 

convocatoria. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 14 de febrero de 2024, se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a las entidades accionadas y a los vinculados 

ALCALDIA LOCAL DE TEUSAQUILLO, BANCO DAVIVIENDA, 

SEGUROS BOLIVAR S.A. y el MINISTERIO DE SALUD, para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 

En primera oportunidad, este Despacho recibió respuesta por parte 

de LA DIRECCIÓN DISTRITAL DE GESTIÓN JUDICIAL DE LA 

SECRETARIA JURIDICA DISTRITAL quien manifestó: 
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Por parte del accionado FONDO NACIONAL DE VIVIENDA – 

FONVIVIENDA allego respuesta a este Despacho, la señora 

ANGELA SUSANA DIAZ HOYOS, en calidad de apoderada de dicha 

entidad, manifestando lo siguiente frente a la acción de tutela: 
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Finalizo solicitando la desvinculación de la entidad que representa: 

 

Por parte de la vinculada aseguradora COMPAÑÍA DE SEGUROS 

BOLIVAR S.A., allego respuesta la señora ELIANA MARIA 

ESQUIVIA MARTELO en calidad de representante de dicha 

compañía, manifestando lo siguiente: 

 

la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A. calificó al señor 

VICTOR MANUEL SANCHEZ LOPEZ, determinando un 

porcentaje de Pérdida de Capacidad Laboral (PCL) del 65,74%, 

con fecha de estructuración de la invalidez del 24 de agosto 

de 2019 y Origen Enfermedad Común. Frente al dictamen 

anterior no se interpuso ninguna inconformidad, por lo que 

QUEDÓ EN FIRME. 

 

De igual manera, manifestó: 
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Por último, solicitaron la desvinculación, toda vez que no le han 

vulnerado derecho alguno al actor, y dicha aseguradora, en lo 

concerniente al pago de la pensión de invalidez del accionante, ha 

cumplido con el pago, conforme lo dispone la norma. 
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Por parte de la accionada SECRETARIA DISTRITAL DE HABITAT 

allego respuesta la señora SANDRA YANETH TIBAMOSCA 

VILLAMARIN en calidad de subsecretaria de despacho de la 

secretaria jurídica de dicha secretaria, solicitando anticipadamente 

declarar la improcedencia de la acción de tutela respecto a 

BOGOTÁ, DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DISTRITAL DE 

HABITAT, conforme a las siguientes manifestaciones: 
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De otro lado, por parte del accionado MINISTERIO DE VIVIENDA 

allego respuesta LUZ ÁNGELA OSOSRIO RODRIGUEZ, en calidad 

de apoderada de dicho ministerio, solicitando de antemano la 

declaración de improcedencia de la acción, manifestando lo 

siguiente frente a los hechos de la acción: 
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Por parte de la vinculada ALCALDIA LOCAL DE TEUSAQUILLO, 

allego respuesta KARINA PAOLA GÓMEZ BERNAL en calidad de 

directora jurídica de la secretaria distrital de gobierno de Bogotá, u 

en condición de representante judicial y extrajudicial de la 

secretaria distrital de gobierno y de la alcaldía local de Teusaquillo, 
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manifestando lo siguiente: 

 

 

 

Por parte del vinculado BANCO DAVIVIENDA allego respuesta 

WILLIAM JIMENEZ GIL en calidad de representante para efectos 

judiciales, quien, frente a la presente acción solicito la 

desvinculación de su representada, y a su vez manifestó: 
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Por último, el vinculado MINISTERIO DE SALUD allego respuesta 

por intermedio del señor OSCAR FERNANDO CETINA BARRERA 

apoderado de dicho ministerio, quien manifestó frente a los hechos 

de la acción, lo siguiente: 

 

Solicitando la declaración de improcedencia frente a su 

representada: 
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamental de petición, al 

debido proceso y a la vivienda digna, invocados por el accionante 

al endilgarle a las accionadas, no respetar su derecho de 

postulación a la convocatoria de compra de vivienda OFERTA 

PREFERENTE 2024-1 para el proyecto RENACER CENTRAL 

teniendo en cuenta la prioridad que tiene, al ser una persona con 

discapacidad permanente. A su vez, al no haberle dado respuesta 

a su caso lo antes posible, debido a la necesidad y urgencia de 

acceder a una vivienda propia; o si por el contrario, dentro del 

presente caso y dentro del trámite y curso de la primera instancia 

de la presente acción se configuro la figura denominada como 

carencia actual de objeto por hecho superado, con ocasión a las 

respuestas emitidas por parte de las accionadas. 
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B. La acción de tutela y su procedencia. 

 
Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el accionante VICTOR MANUEL SANCHEZ LOPEZ, 

aduce violación de su derecho fundamental de petición, al debido 

proceso y a la vivienda digna, razón por la cual, se encuentra 

legitimado para presentar la acción. 

 

Legitimación pasiva. Las partes accionadas, FONDO NACIONAL DE 

VIVIENDA - FONVIVIENDA, MINISTERIO DE VIVIENDA, ALCALDIA 

MAYOR DE BOGOTÁ, SECRETATIA DISTRITAL DE HABITAT DE 

BOGOTÁ, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 

1991, están legitimadas como partes pasivas en el presente asunto, 

en la medida que se les atribuye la violación de los derechos en 

discusión. 

 
C. El derecho fundamental de petición 

 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 

idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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constitucional, vale la pena aclarar que de conformidad con el texto 

literal de dicha disposición: “Toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos 

de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 

privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 

 

En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en reiterada 

jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que posee el 

derecho de petición a saber: 

 

a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni la 

exigencia de pronta resolución 

 
Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 
D. El derecho a la vivienda digna 

 

Frente a este derecho la honorable Corte Constitucional, mediante 

la sentencia SU016 de 2021, ha dicho frente a las reglas de 

procedencia de la acción de tutela: 
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El amparo del derecho a la vivienda por vía de tutela es procedente en 

tres hipótesis: primero, cuando se pretende hacer efectiva la faceta de 

abstención de la vivienda digna; segundo, siempre que se formulen 

pretensiones relativas al respeto de derechos subjetivos previstos en el 

marco de desarrollos legales o reglamentarios; y tercero, en eventos en 

los que, por una circunstancia de debilidad manifiesta, el accionante 

merece una especial protección constitucional y se torna imperiosa la 

intervención del juez constitucional para lograr la igualdad efectiva. 

 

De igual forma, la honorable Corte Constitucional, en la misma 

sentencia se refirió frente a dicho derecho y las obligaciones 

correlativas: 

 

El derecho a la vivienda también conlleva obligaciones, entre las que 

se encuentran: (i) un ejercicio conforme al principio de buena fe, lo cual 

implica actuar con honestidad, lealtad y rectitud; (ii) observar los 

mandamientos constitucionales y legales que regulan el debido 

aprovechamiento y protección del espacio público, y la protección del 

medio ambiente; (iii) utilizar los mecanismos y canales legales 

instituidos para el acceso a la vivienda y la postulación a los programas 

correspondientes; y, en general, un ejercicio del derecho que considere, 

no sólo el interés particular, sino a la sociedad en su conjunto. 

 

E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, este Despacho advierte que, dentro del 

curso y trámite de la presente acción, la accionada SECRETARIA 

DISTRITAL DE HABITAT el pasado 15 de febrero de 2024, le 

notifico un alcance  al accionante, mediante radicado No. 2-2024-

11439, por medio del cual le informo que revisado el sistema de 

información de dicha entidad, se pudo constatar que se ha inscrito 

a tres (3) convocatorias, indicándole que el único registro vigente 

es para la convocatoria OFERTA-PREFERENTE-2024I, para el 
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proyecto RENACER CENTRO indicándole el por qué había sido 

retirado de la página web en su momento:  
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De igual manera, la accionada SECRETARIA DISTRITAL DE 

HABITAT, allego a este Despacho certificado de constancia de la 

notificación efectiva realizada, de dicha respuesta a la dirección 

electrónica del accionante, la cual coincide con la dispuesta para 

notificaciones dentro del escrito de tutela vicmasalo@hotmail.com  

 

 

mailto:vicmasalo@hotmail.com
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Así las cosas, advierte el Despacho que, en el presente caso y 

dentro del curso y trámite de la presente acción, la accionada 

SECRETARIA DISTRITAL DE HABITAT, notifico al señor VICTOR 

MANUEL SANCHEZ LOPEZ, el alcance de respuesta a la petición 

objeto de tutela, resolviendo que en definitiva el accionante se 
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encuentra postulado actualmente a la convocatoria OFERTA 

PREFERENTE 2024I, alcance en donde además de le informo 

sobre los criterios de priorización, en donde también se 

encuentran las mujeres cabeza de hogar, las víctimas, una 

persona en condición de discapacidad en el hogar, personas 

dependientes, hogares pertenecientes a grupos étnicos, población 

LGTBI y los familiares de uniformados de la fuerza publica 

adscritos a Bogotá fallecido en servicio, entre otros. Respuesta 

notificada al accionante y que da lugar a declarar LA CARENCIA 

ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo de los derechos fundamentales de petición, 

debido proceso y vivienda digna, aunado al hecho que, como 

consecuencia de la radicación de la acción constitucional, la parte 

accionada SECRETARIA DISTRITAL DE HABITAT aporto la 

prueba de haber realizado dado respuesta de alcance al 
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accionante, informándole sobre el estado actual de su postulación, 

la cual se encuentra vigente y en lista, para revisión de requisitos 

dispuestos, además de informarle de la gran cantidad de personas 

inscritas en dicha convocatoria. 

 

Por ultimo se ordena desvincular a LA ALCALDIA LOCAL DE 

TEUSAQUILLO, EL BANCO DAVIVIENDA, SEGUROS BOLIVAR 

S.A. y EL MINISTERIO DE SALUD. 

 

DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por VICTOR 

MANUEL SANCHEZ LOPEZ, de conformidad a lo esbozado en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

 

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00251-00 

 

Accionante: FRANCISCO LUIS GOMEZ ZAPATA 

Accionado: ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTA y SECRETARIA DE 

HACIENDA DE BOGOTA 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por el señor FRANCISCO LUIS GOMEZ ZAPATA a través 

de apoderado, en la que se acusa la vulneración del derecho de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

 

- De conformidad con el escrito de tutela el accionante presentó ante 

la Secretaría de Hacienda Distrital un Derecho de Petición, el 14 de 

noviembre de 2023, con radicado No. 2023ER427425O1, solicitando 

la aplicación del pago del impuesto respecto del vehículo de su 

propiedad, sin embargo, obtuvo una respuesta informal y no de fondo, 

el día 26 de diciembre de 2023 en la que le indican que no encuentran 

los pagos, y le solicitan ir al banco donde hizo el pago, quien le 

confirma los pagos sí habían sido aplicados correctamente, y eso le 

informó a la Secretaría de Hacienda Distrital, quien a la fecha de 

presentación de la presente tutela no se ha pronunciado al respecto. 

 

 



 
 

Pretensiones. 

 

Con la tutela se pretende la protección del derecho de petición del 

accionante el cual considera vulnerado por la Secretaría Distrital de 

Hacienda al no obtener respuesta de fondo a sus pretensiones.  

 

Trámite Procesal.  

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 14/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada para que se pronunciara 

sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la 

presente acción constitucional. 

- La DIRECCIÓN DISTRITAL DE GESTIÓN JUDICIAL de la Alcaldía 

Mayor de Bogotá, informa al despacho que por razones de 

competencia la tutela de la referencia, ha sido trasladada a la 

Secretaría Distrital de Hacienda como entidad cabeza del sector 

central como ente del orden descentralizado de la administración. 

- JUAN MANUEL QUIÑONES MURCÍA, Subgerente de Gestión 

Jurídica de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, 

manifiesta que la UAECD, no ha vulnerado ningún derecho 

fundamental al accionante, y por el contario manifiesta no tener 

legitimación en la causa por pasiva, por lo que solicita se ordene a 

la ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTA y a la SECRETARÍA 

DISTRITAL DE HACIENDA – SDH, a través su representante, que 

procedan dentro del término concedido a decidir de fondo la 

solicitud presentada en el Derecho de Petición del 14 de noviembre 

de 2023, con radicado No. 2023ER427425.   

- JOSÉ FERNANDO SUÁREZ VENEGAS, Subdirector de Gestión 

Judicial de la Secretaría Distrital de Hacienda, en respuesta a la 

acción de tutela, reitera que la SDH dio respuesta a la solicitud 

presentada por el accionante, garantizando así el derecho de 

petición invocado como vulnerado, razón por la cual remite copia de 

las respuestas dada al tutelante. Por lo que solicita denegar la tutela 

por configurarse la institución jurídica de la carencia actual de 

objeto por hecho superado. 



 
  

2. CONSIDERACIONES 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual y autónomo, dirigido a 

proteger los derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración del derecho de petición por parte de la SECRETARIA 

DISTRITAL DE HACIENDA al no dar respuesta de fondo a las peticiones 

elevadas el 14 de noviembre de 2023. 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor FRANCISCO LUIS GOMEZ ZAPATA, 

es mayor de edad y actúa en nombre propio para reclamar sus derechos 

fundamentales, presuntamente conculcados por la entidad accionada, 

de tal forma que se encuentra legitimado para ejercer la mencionada 

acción, por lo tanto, el Despacho procede a resolver el presente asunto. 

Legitimación pasiva. La SECRETARIA DE HACIENDA DE BOGOTA, es la 

accionada y, con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, 

está legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se 

les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 



 
del 20211cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió 

a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la siguiente 

manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del término 

establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su vez prevé, 

que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro del plazo 

determinado, la autoridad o el particular están obligados a comunicar 

de tal situación al peticionario, señalando las razones de la demora y 

el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento satisfaga 

cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique acceder a 

lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una respuesta que 

guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge ante 

la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

D. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la acción de 

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede 

de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere 

necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad 

constitucional de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los 

hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, so 

pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de instancia; 

o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental”.   

 

E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, el accionante FRANCISCO LUIS GOMEZ 

ZAPATA solicita la protección de su derecho de petición posiblemente 

vulnerado por la accionada al no dar contestación de fondo a sus 

peticiones elevadas el 14 de noviembre de 2023. 

 

Al respecto, el Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto 

hubo vulneración de los derechos del accionante por parte de la SDH 

al no efectuar la anotación del pago del impuesto del vehículo de 

propiedad del señor FRANCISCO LUIS GOMEZ ZAPATA  en la 

                                                             
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
plataforma de la Secretaría Distrital de Hacienda, vulneración 

que de entrada será descartada, teniendo en cuenta que, de la 

revisión de los documentos aportados, se evidencia que la petición 

fue resuelta de fondo por la Secretaria Distrital de Hacienda durante 

el transcurso de la presente acción: 

 

 

Escrito con el que se entiende resuelta la petición elevada dando 

lugar a una carencia actual de objeto por hecho superado; 

 

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre 

el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del 

fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda 

de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr 

mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo 

diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha 

comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las 

palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de 

la satisfacción de lo pedido en tutela. 

 

Sirvan los anteriores argumentos para negar la solicitud de amparo 

y ordenar la desvinculación de las entidades vinculadas a la presente 

tutela. 

 



 
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales alegados por el 

señor FRANCISCO LUIS GOMEZ ZAPATA  de conformidad a lo esbozado 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 

2591 de 1991, así mismo, se ordenará remitir copia de las respuestas dadas 

por la accionada y la vinculada a los accionantes. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder 

Público 

 
JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO. 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de febrero de dos mil 

veinticuatro (2024) 

 
 
ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00254-00 

 

Accionante: EDWIN OSWALDO CHACON SUAREZ 

Accionado: VANTI S.A. E.S.P. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por EDWIN OSWALDO CHACON SUAREZ, 

en la que se acusa la vulneración del derecho fundamental 

petición y el debido proceso. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 
 

En el escrito de tutela allegado a este Despacho, manifestó el 

accionante lo siguiente:  

 

Yo, Edwin Oswaldo Chacón Suarez, identificado con cédula 

de ciudadanía número 1.030´530.066 expedida en la ciudad 

de Bogotá y domiciliado en Cra. 80g bis # 42f sur 31 de la 
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ciudad de Bogotá, en ejercicio del derecho consagrado en el 

artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y los decretos 

reglamentarios 2591 de 1991, 306 de 1992 y las 

disposiciones pertinentes del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso administrativo. 

Respetuosamente solícito lo siguiente: 

 

 

1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se ampare el derecho de petición y al 

debido proceso, ordenando a la convocada la Reinstalación del 

medidor que fue retirado por VANTI S.A., la reinstalación del 
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MEDIDOR DE GAS correspondiente a la cuenta contrato número 

63519086 el cual fue retirado por sus funcionarios sin previo aviso 

ni autorización ya que el inmueble apartamento se encuentra 

deshabitado; Cesar el cobro porque el servicio NO SE ESTÁ 

PRESTANDO al no tener medidor; Realizar el reembolso del dinero 

recaudado porque no se tiene un medidor y están cobrando un 

servicio que NO ESTAN PRESTANDO. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 15 de febrero de 2024, se PREVINO al 

accionante conforme al artículo 17 del decreto 2591 de 1991, para 

que en el término de tres (3) días corrigiera y aportara a este 

Despacho, el escrito de tutela, toda vez que, al momento de 

radicar, el accionante no adjunto dicho escrito, únicamente aporto 

en su momento, un derecho de petición junto a dos (2) respuesta 

emitidas por VANTI S.A. 

Teniendo en cuenta que el accionante aporto el escrito de tutela 

dentro del término otorgado, el Despacho procedió a admitir la 

acción de tutela mediante auto calendado 22 de febrero de 

2024, ordenándose oficiar a la accionada VANTI S.A. E.S.P., y 

a los vinculados SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DOMICILIARIOS, SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOACHA, 

ALCALDIA DE SOACHA, CONJUNTO RESIDENCIAL PARQUE 

CAMPESTRE ETAPA 9 DE SOACHA para que se pronunciara sobre 

cada uno de los hechos y derechos que dieron origen a la presente 

acción constitucional. 

 
Por parte de la vinculada ALCALDIA MUNICIPAL DE SOACHA 

allego respuesta el señor CARLOS HUMBERTO ROJAS PABON, en 

calidad de secretario de gobierno de dicha alcaldía, quien manifestó 

lo siguiente: 
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Finalizo solicitando la desvinculación de su representada. 

 

 



Tutela No. 110014189033 2024 00254 00 
 

Por parte de la vinculada SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PUBLICOS DOMICILIARIOS contesto el señor MARTIN 

ALEJANDRO GARZÓN JARAMILLO, en calidad de apoderado de 

dicha entidad, manifestando: 
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Tutela No. 110014189033 2024 00254 00 
 

 

 



Tutela No. 110014189033 2024 00254 00 
 

 

Finalizo el representante de la superintendencia solicitando denegar 

cualquier pretensión del accionante en contra de dicha vinculada. 

 

Por último, el accionado VANTI S.A. E.S.P., allego respuesta por 

intermedio del señor ALVARO HERNANDO SÁNCHEZ HURTADO 

quien se pronuncio frente a los hechos de la acción de tutela, así: 
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración al derecho fundamental de petición y al 

debido proceso invocado por el accionante al endilgarle a VANTI 

S.A. E.S.P., accionada, no haber instalado el medidor que le fue 

retirado y correspondiente a la cuenta de contrato número 

63519086; no cesar el cobro teniendo en cuenta que el servicio no 

se le esta prestando, y el no haberle realizado el rembolso del 

dinero recaudado, teniendo en cuenta que no hay un medidor; o 

si por el contrario, la accionada ya emitió respuesta de fondo y 

congruente a lo pedido por el accionante mediante derecho su 

petición. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario EDWIN OSWALDO CHACON SUAREZ, 

aduce violación de su derecho fundamental de petición y al debido 

proceso, razón por la cual, se encuentra legitimado para presentar 

la acción 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, VANTI S.A. E.SP., con 

fundamento en lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 42 del 

Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte pasiva en el 

presente asunto, en la medida que se les atribuye la violación de 

los derechos en discusión. 
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C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa judicial, de ahí 

que la acción de tutela sea el único medio judicial idóneo y eficaz para obtener 

su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución. Igualmente, la Corte 

Constitucional ha señalado que además de los requisitos atrás 

vistos, la respuesta debe ponerse en conocimiento del peticionario. 

 

D. Caso concreto. 

 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción 

constitucional, la accionada VANTI S.A. E.S.P., emitió el ACTO 

ADMINISTRATIVO No. 12506625 – 63519086 del 23 de febrero 

de 2024, por medio del cual dio respuesta de fondo a las 

peticiones del accionante, informándole sobre el estado actual de 

la cuenta de contrato y el proceso a seguir frente  a la reinstalación 

del servicio, respuesta que le fue notificada en debida forma al 

accionante, el 23 de febrero de 2024, y en la dirección electrónica 

del accionante: edwin8609.27@gmail.com como se evidencia: 

 

 

mailto:edwin8609.27@gmail.com
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Dirección electrónica que coincide con la aportada por parte del 

señor EDWIN OSWALDO CHACON SUAREZ en el escrito de tutela 

allegado. 

 

De contera, advierte el Despacho que se absolvió la petición 

elevada por parte de la accionante, como se dejó evidenciado con 

anterioridad, toda vez que se le otorgo una respuesta de fondo a 

sus peticiones, emitiendo la accionada un ACTO 

ADMINISTRATIVO, el cual, puede ser controvertido si es del caso 

por el accionante, lo que da lugar en el presente asunto a declarar 

LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho fundamental de petición, aunado 

al hecho que, como consecuencia de la radicación de la acción 

constitucional, la parte accionada aporto la prueba de haber dado 

respuesta a la accionada, junto con la respectiva notificación. 
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Por último, se ordena desvincular a la SUPERINTENDENCIA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, a la SECRETARIA DE 

GOBIERNO DE SOACHA, a la ALCALDIA DE SOACHA, y al 

CONJUNTO RESIDENCIAL PARQUE CAMPESTRE ETAPA 9 DE 

SOACHA. 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por EDWIN 

OSWALDO CHACON SUAREZ, de conformidad a lo esbozado en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 



Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia    

Rama Judicial del Poder Público 

 

JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ, LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00267-00 

 

Accionante:  JAIRO ALONSO HEREDIA MARTINEZ 

Accionado:  ETB - EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES   

Asunto:  Sentencia de Primera Instancia. 

 

             ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por el señor JAIRO ALONSO HEREDIA MARTINEZ, en 

la que se acusa la vulneración del derecho fundamental de habeas 

data y derecho de petición. 

 

1. ANTECEDENTES 

1.1. Hechos. 

 

- De conformidad con el escrito de tutela, el accionante menciona estar 

en estado de indefensión por parte de la accionada, en su sentir porque 

tiene un reporte negativo que distorsiona su imagen y considera que a 

través de la acción de tutela puede lograr el restablecimiento de su 

derecho de Habeas Data. El día 22 de diciembre de 2023 radico 

derecho de petición y el 10 de enero de 2024 recibió respuesta en la 

que le informaron que no contaba con reportes negativos, sin embargo, 

manifiesta el accionante que sigue saliendo el reporte negativo, 

igualmente considera que no se le dio solución en plenitud a su 

derecho de petición. 

  

1.2. Trámite Procesal. 



 
Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 16/02/2024 se admitió la tutela, 

ordenándose oficiar a la entidad accionada y a las vinculadas para que 

se pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 

- JAQUELINE BARRERA GARCÍA, apoderada general de la sociedad 

denominada CIFIN S.A.S. (TransUnion®) manifiesta al Despacho 

dentro del término legal concedido para ello, que no ha vulnerado 

ningún derecho fundamental del accionante, y en cambio solicita que 

se declare la falta de legitimación en la causa por pasiva al evidenciar 

que no se ha vulnerado derecho alguno por parte de su representada, 

aunado al hecho que el derecho de petición no fue dirigido a esta 

entidad, sin embargo, menciona que de la revisión de sus bases de 

datos no se tienen registrados reportes negativos del accionante, 

esto es, información de obligaciones que se encuentren actualmente 

en mora o que habiendo estado en mora en el pasado, los datos 

negativos se sigan visualizando por estar cumpliendo el término de 

permanencia de Ley.  

 

- MARIA CLAUDIA CAVIEDES MEJIA, apoderada de EXPERIAN 

COLOMBIA S.A. - DATACREDITO, en el término concedido da 

respuesta a la presente acción constitucional, solicitando que se 

declare la improcedencia de la acción por inexistencia de 

vulneración o amenaza respecto del derecho al habeas data de la 

parte accionante, por otra parte se evidencia que la obligación 

adquirida con EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE 

BOGOTÁ S.A. - ETB - ESP (CARTERA ETB) objeto de reclamo no 

consta en el reporte financiero de la parte accionante. La historia 

crediticia de la parte actora, expedida el martes 20 de febrero de 

2024 a las 06:49:53, muestra que la parte accionante no registra 

en su historial, NINGÚNA OBLIGACION reportado por 

EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. - ETB 

- ESP (CARTERA ETB. 

 

- NEYIRETH YURLEY BRICEÑO RAMÍREZ, Coordinadora del 

Grupo de Gestión Judicial de la SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO solicita se declare improcedente la 



 
acción de tutela, teniendo en cuenta que no cuenta con 

legitimación en la causa por activa, por otra parte, respecto al 

presente caso tenemos que esta Superintendencia tuvo 

conocimiento de la controversia planteada por el accionante, una 

vez fue notificada la presente acción de tutela a esta 

Superintendencia el 16 de febrero de 2024 bajo el número 24-

70946. Así la cosas, es claro que el accionante no acudió ante la 

autoridad de vigilancia correspondiente en el ámbito de lo regulado 

por la Ley 1266 de 2008, por lo cual su queja nunca fue conocida 

por la Superintendencia de Industria y Comercio. 

 
- OLGA YANET ANGARITA AMADO apoderada especial de la 

EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P., 

según poder que se adjunta; en relación con la acción de tutela de 

la referencia, y respecto de los intereses de mi poderdante, solicito 

declararla improcedente toda vez que NO EXISTIÓ vulneración 

alguna al derecho fundamental de petición y habeas data, aunado a 

esto, frente a esta pretensión, se indica que, en este momento no 

sería procedente realizar la eliminación del reporte, no obstante ETB 

considero como decisión comercial dar favorabilidad a la pretensión, 

de tal manera que se realiza la eliminación del reporte, ante las 

centrales de riesgo Datacredito y Transunion/CIFIN, como se 

demuestra en los documentos aportados. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección de los 

derechos constitucionales de los ciudadanos, que en principio son los 

enunciados por la misma Carta en el capítulo primero del título II. 

 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y 5° del Decreto 

2591 de 1991, la acción de tutela es un instrumento judicial de 

carácter constitucional, subsidiario, residual  y autónomo,  dirigido a 

proteger los  derechos fundamentales o por conexidad de cualquier 

persona, cuando se vean vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades y excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 



 
 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta 

vulneración de los derechos de habeas data y al derecho de petición 

por parte de la accionada al no ordenar la eliminación de los reportes 

negativos en contra del accionante en las bases de datos de CIFIN-

ASOBANCARIA (TRASUNION) Y DATACREDITO (EXPERIAN). 

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación por activa. El señor JAIRO ALONSO HEREDIA 

MARTINEZ, es mayor de edad y actúa en nombre propio para 

reclamar sus derechos fundamentales, presuntamente conculcados 

por la entidad accionada, de tal forma que se encuentra legitimado 

para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el Despacho procede 

a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. La ETB - EMPRESA DE 

TELECOMUNICACIONES, es la accionada y, con fundamento en las 

disposiciones del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como parte 

pasiva en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la 

violación de los derechos en discusión. 

 

C. DERECHO DE PETICION 

 

En cuanto al derecho consagrado en el artículo 23 superior, 

reglamentado en el CPACA, ha sido explicada en múltiples ocasiones 

por la Alta Corporación Constitucional entre ellas la Sentencia T- 058 

del 20211cuando remitiéndose a la Sentencia C- 007 de 2017 se refirió 

a la Ley 1755 de 2015 mencionó las mismas garantías de la siguiente 

manera:  

 

“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió 

su contenido como la facultad de toda persona para presentar solicitudes, de forma 

verbal o escrita, ante las autoridades públicas, y de ser el caso, hacer exigible una 

                                                             
1 Corte Constitucional, 12 de marzo de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado 



 
respuesta congruente2.   

 

Sobre el tópico la H. Corte Constitucional ha determinado tres 

características básicas del derecho de petición, siendo la primera la 

oportunidad de la respuesta, es decir, que se brinde dentro del término 

establecido en la Ley 1755 de 2015, normatividad que a su vez prevé, 

que ante la imposibilidad de emitir una respuesta dentro del plazo 

determinado, la autoridad o el particular están obligados a comunicar 

de tal situación al peticionario, señalando las razones de la demora y 

el término en que será resuelta la solicitud.3 

 

Otra característica que se resalta del derecho de petición, es el 

contenido de la respuesta, la cual debe ser de fondo, clara y 

congruente con lo solicitado, esto es, que el pronunciamiento satisfaga 

cada uno de los pedimentos elevados, sin que ello signifique acceder a 

lo reclamado, ya que se busca es la obtención de una respuesta que 

guarde relación con lo pedido.4 

  

La última característica del derecho de petición, corresponde a la 

notificación de la respuesta al petente, lo cual se traduce en la 

obligación que tiene la autoridad o el particular de dar a conocer el 

pronunciamiento efectuado frente a la solicitud que le fuera 

presentada.5 

 

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, se 

tiene que la vulneración al derecho fundamental de petición surge ante 

la negativa de una autoridad o de un particular, de emitir una 

respuesta de fondo, clara, oportuna y en un término razonable, así 

como por no comunicar la respectiva decisión al peticionario. 

 

D. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. REITERACIÓN 

JURISPRUDENCIAL 

  

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela es un 

                                                             
2 Corte Constitucional. Sentencia T-015 de 2019. MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3 Sentencias T-238 de 2018 y T-047 de 2019 
 
4 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 
5 Sentencias T-238 de 2018 y T-044 de 2019 



 
procedimiento preferente y sumario al alcance de cualquier persona para 

reclamar “la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Sin embargo, en algunas 

ocasiones se produce la alteración o desaparición de las circunstancias que 

originaron la presunta vulneración de derechos. En estos casos, que la 

jurisprudencia ha denominado “carencia actual de objeto”, el amparo solicitado 

pierde su razón de ser y no tendría sentido un pronunciamiento de fondo porque 

la eventual orden caería en el vacío. 

  

A través de la Sentencia SU-522 de 2019, la Corporación unificó los tres 

escenarios en los que se produce una carencia actual de objeto. El primero es 

el hecho superado, que se presenta cuando la entidad o persona accionada 

satisface completamente lo pretendido en la tutela. El segundo es el daño 

consumado, que ocurre cuando se ha producido la afectación que se pretendía 

evitar con el amparo solicitado. El tercero es la situación sobreviniente, que se 

refiere a cualquier otra circunstancia que, a pesar de no encuadrar en alguno de 

los anteriores escenarios, genere que un pronunciamiento de fondo sea inocuo y 

caiga en el vacío. 

  

En particular, la jurisprudencia constitucional ha precisado que existen dos 

requisitos para acreditar la configuración de una carencia actual de objeto por 

hecho superado: 

  

“en estos casos le corresponde al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente 

se ha satisfecho por completo6 lo que se pretendía mediante la acción de 

tutela7; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o cesado en su 

accionar) a motu propio, es decir, voluntariamente”8. 

  

Ahora bien, la existencia de carencia actual de objeto no impide por completo que 

                                                             
6 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no obstante 
la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos cotizados en 
el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual tiene 
derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
7 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la 
cual tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 
8 En reciente Sentencia T-009 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, por ejemplo, la Sala advirtió que no 
obstante la afirmación de la entidad pensional demandada en el sentido que ya habían reconocido los periodos 
cotizados en el exterior, la Corte encontró que “lo cierto es que éste aún no percibe la prestación pensional a la cual 
tiene derecho”. Por ello, entró a resolver el asunto de fondo. 



 
el juez constitucional se pronuncie sobre el fondo del asunto. Según la Sentencia 

SU-522 de 2019, “es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional 

del juez de tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. Al 

respecto, la misma providencia señala que en los casos de daño consumado es 

necesario y urgente un pronunciamiento de fondo del juez de tutela (incluida la 

Corte Constitucional) cuando la afectación ocurrió durante el trámite de tutela. 

Por otro lado, en los casos de hecho superados o situación sobreviniente: 

  

“no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin 

embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en 

sede de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo 

considere necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de 

conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar 

medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la 

inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) 

corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión 

de un derecho fundamental” . 

 

E. Caso concreto. 

 

En el caso bajo estudio, el accionante solicita que, a través del escrito 

de tutela, se ordene a la accionada, la eliminación del reporte negativo 

existente a su nombre en las bases de datos de TRANSUNION y 

DATACREDITO. 

 

Al respecto, el Despacho de entrada negará la presente tutela, en el 

entendido que con la contestación de la accionada y las vinculadas, no 

se evidencia la existencia de una posible vulneración a los derechos 

del accionante, en atención a que, por un lado, el derecho de petición 

por elevado por el señor JAIRO ALONSO HEREDIA MARTINEZ, fue 

resuelto por la accionada, generando un hecho superado, como se 

observa: 

 

 

 

 

  



 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por otra parte, habrá de tenerse en cuenta la respuesta emitida por la 

accionada, con la cual se descarta cualquier tipo de vulneración a los 

derechos del accionante, ya que ordenó la eliminación del reporte 

negativo en las centrales de riesgo, como se observa; 

 

 

 

 

 

 

En cuanto a la vinculada data crédito, evidencia que en su base de 

datos el accionante no cuenta con reporte negativo: 

 

 

 

Así mismo CIFIN - TRANSUNION, evidencia que en su base de datos 

el accionante no cuenta con reporte negativo: 



 
 

 

 

Por último, se dispondrá la desvinculación de EXPERIAN COLOMBIA 

S.A. – DATACRÉDITO, TRANSUNION Y SUPERINTENDENCIA DE 

INSDUSTRIA Y COMERCIO, toda vez que verificada la actuación se 

advierte que no han vulnerado ningún derecho fundamental del 

accionante. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NEGAR por hecho superado el amparo de tutela formulado 

por el señor JAIRO ALONSO HEREDIA MARTINEZ de conformidad 

a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la 

forma más  rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 



 
FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia  

Rama Judicial del Poder  

Público 

       
JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de febrero de dos mil 

veinticuatro (2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00275-00 

 

Accionante: HENRY ANTONIO RINCON GUERRERO 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

    DE BOGOTÁ. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por HENRY ANTONIO RINCON 

GUERRERO, en la que se acusa la vulneración del derecho 

fundamental petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

Manifestó el accionante que, en el pasado mes de abril de 2023, 

instauro un derecho de petición ante la SECRETARIA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, por medio del cual solicito la 

impugnación de una foto comparendo, indicando a su vez: 
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1.2. Pretensiones. 

 

En consecuencia, pretende se amparen su derecho de petición, 

ordenando a la convocada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD dar respuesta y solución de fondo a su petición 

radicada, solicitando a su vez el accionante, la actualización de su 

información en la base de datos, respecto de su nombre e 

identificación. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 16 de febrero de 2024, se admitió la 
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tutela, ordenándose oficiar a la accionada, para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 
MARIA ISABEL HERNÁNDEZ PABON, en calidad de directora de 

representación judicial de la accionada SECRETARIA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD, mediante respuesta allegada a este despacho, 

manifestó: 
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Finalizo el representante de la accionada, manifestando que como 

ya se resolvió la petición objeto de tutela, nos encontramos frente a 

la figura de HECHO SUPERADO, por lo cual solicito se denegara el 

amparo pretendido por parte del accionante: 
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamental de petición 

invocado por el accionante al endilgarle a la SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD accionada, no haber dado respuesta 
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de fondo, congruente a lo pedido y con la correspondiente 

notificación, a su petición radicada ante dicha entidad. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, el peticionario HENRY ANTONIO RINCON GUERRERO, 

aduce violación de su derecho fundamental de petición, razón por 

la cual, se encuentra legitimado para presentar la acción 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 

idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 

Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 

D. Caso concreto. 

 

Al efecto, el Despacho advierte que, durante el trámite de la 

presente acción constitucional, la accionada SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, allegó copia de la 

respuesta otorgada al accionante, de fecha 20 de febrero de 2024: 
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En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa al accionante, puesto que, la accionada contesto a 

su petición suministrándole la información requerida, respuesta 

que fue notificada a la dirección electrónica 

henryrincon7@gmail.com, misma que coincide con la registrada 

por el accionante en el aplicativo de tutela en línea: 

 

 

La anterior acotación, ya que la misma no fue incluida por el 

accionante dentro del escrito de tutela, sin embargo, coincide la 

dirección registrada por el accionante, con la misma que dispuso 

la accionada para notificarle la respuesta dentro del trámite de la 

presente acción: 

mailto:henryrincon7@gmail.com
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De contera, advierte el Despacho que se absolvió la petición 

elevada por parte de la accionante, toda vez que, como ya ha 

sentado la honorable Corte Constitucional, la respuesta no debe 

ser positiva frente a lo que pretende el peticionario, sino que debe 

ser una respuesta de fondo, tal y como ocurrió en el presente 

asunto y como se dejó evidenciado con anterioridad, lo que da 

lugar a declarar LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR 

HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 
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momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 

antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho fundamental de petición, aunado 

al hecho que, como consecuencia de la radicación de la acción 

constitucional, la parte accionada aporto la prueba de haber dado 

respuesta a la petición objeto de tutela del accionante, junto con 

el soporte de la respectiva notificación. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por HENRY 

ANTONIO RINCON GUERRERO, de conformidad a lo esbozado en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 
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TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia  

Rama Judicial del Poder  

Público 

       
JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de febrero de dos mil 

veinticuatro (2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00283-00 

 

Accionante: DIANA PAOLA GARZON VANEGAS 

Accionado: SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

    DE BOGOTÁ. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por DIANA PAOLA GARZON VANEGAS, en 

la que se acusa la vulneración del derecho fundamental petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

Manifestó la accionante que, en el pasado 21 del mes de diciembre 

de 2023, instauro un derecho de petición ante la SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, al cual se le asigno el 

radicado No. 202361205686822. 
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1.2. Pretensiones. 

En consecuencia, pretende se amparen su derecho de petición, 

ordenando a la convocada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD dar respuesta de fondo a su petición radicada. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 19 de febrero de 2024, se admitió la 

tutela, ordenándose oficiar a la accionada, para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 
MARIA ISABEL HERNÁNDEZ PABON, en calidad de directora de 

representación judicial de la accionada SECRETARIA DISTRITAL 

DE MOVILIDAD, mediante respuesta allegada a este, manifestó: 
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De igual manera, la accionada SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, aporto los comprobantes de notificación 

de la respuesta remitida a la accionante dentro del curso y tramite 

de la presente acción (22 de febrero de 2024), a la dirección 

electrónica: garzonvanegas84@hotmail.com  

 

mailto:garzonvanegas84@hotmail.com
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Finalizo el representante de la accionada, solicitando la declaración 

de improcedencia, toda vez que, dentro del presente asunto se 

configuro la figura denominada CARENCIA ACTUAL DE OBJETO 

POR HECHO SUPERADO. 
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2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 

 

A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamental de petición 

invocado por el accionante al endilgarle a la SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD accionada, no haber dado respuesta 

de fondo, congruente a lo pedido y con la correspondiente 

notificación, a su petición radicada ante dicha entidad. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, la peticionaria DIANA PAOLA GARZON VANEGAS, aduce 

violación de su derecho fundamental de petición, razón por la 

cual, se encuentra legitimada para presentar la acción. 
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Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les 

atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 

idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 

Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

 

D. Caso concreto. 

 

Al efecto, el Despacho advierte que, durante el trámite de la 

presente acción constitucional, la accionada SECRETARIA 

DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, allegó copia de la 

respuesta otorgada al accionante, de fecha 22 de febrero de 2024: 
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En dicha respuesta se evidencia que la misma se otorgó de fondo, 

clara y precisa a la accionante, puesto que, la accionada contesto 

a su petición suministrándole la información requerida, respuesta 

que fue notificada a la dirección electrónica 

garzonvanegas86@ghotmail.com, misma que coincide con la 

indicada por la accionante en el escrito de tutela: 
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De contera, advierte el Despacho que se absolvió la petición 

elevada por parte de la accionante, toda vez que, como ya ha 

sentado la honorable Corte Constitucional, la respuesta no debe 

ser positiva frente a lo que pretende el peticionario, sino que debe 

ser una respuesta de fondo, tal y como ocurrió en el presente 

asunto y como se dejó evidenciado con anterioridad, lo que da 

lugar a declarar LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR 

HECHO SUPERADO. 

 

Frente a la configuración de la Carencia Actual de Objeto por 

Hecho Superado, la Honorable Corte Constitucional, en la 

Sentencia SU 225 de 2013, dijo lo siguiente: 

 

“…CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO – La 

carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando 

entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 

momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida 

en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se 

pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 
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antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la 

jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 

superado en el sentido obvio de las palabras que componen la 

expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido 

en tutela…” 

 

En consonancia, sirvan los anteriores argumentos para negar la 

solicitud de amparo al derecho fundamental de petición, aunado 

al hecho que, como consecuencia de la radicación de la acción 

constitucional, la parte accionada aporto la prueba de haber dado 

respuesta a la petición objeto de tutela del accionante, junto con 

el soporte de la respectiva notificación. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por DIANA 

PAOLA GARZON VANEGAS, de conformidad a lo esbozado en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes 

en la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 

del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta 

decisión. 
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NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Juzgado 033 Pequeñas Causas Y Competencia Múltiple

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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República de Colombia  

Rama Judicial del Poder  

Público 

       
JUZGADO 33 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y CUMPETENCIA 

MÚLTIPLE LOCALIDAD DE CHAPINERO 

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de febrero de dos mil 

veinticuatro (2024) 

 
 

ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2024-00295-00 

 

Accionante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA  

             DE PENSIONES COLPENSIONES S.A. 

Accionado: SECRETARIA DE EDUCACIÓN  

    DE CUNDINAMARCA. 

Asunto: Sentencia de Primera Instancia. 

 
ASUNTO A RESOLVER 

 
Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la 

referencia presentada por LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES COLPENSIONES S.A., en la que se acusa la 

vulneración del derecho fundamental petición. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

Manifestó la accionante, representada por la señora LAURA 

TATIANA RAMIREZ BASTIDAS, directora de la dirección de 

acciones constitucionales de la entidad que representa, los 

siguientes hechos: 
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1.2. Pretensiones. 

En consecuencia, pretende se amparen su derecho de petición, 

ordenando a la convocada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE 

CUNDINAMARCA dar respuesta a su petición radicada el pasado 

28 de noviembre de 2023. 

 
1.3. Trámite Procesal. 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, 

mediante auto calendado 20 de febrero de 2024, se admitió la 
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tutela, ordenándose oficiar a la accionada, para que se 

pronunciaran sobre cada uno de los hechos y derechos que dieron 

origen a la presente acción constitucional. 

 
LIGIA MARLEN SANCHEZ OTALORA, en calidad de jefe de la 

oficina jurídica de la accionada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE 

CUNDINAMARCA, mediante respuesta allegada a este, manifestó 

frente a los hechos de la acción constitucional, lo siguiente: 
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Finalizo la representante de la accionada, solicitando la declaración 

de improcedencia, toda vez que, dentro del presente asunto se 

configuro la figura denominada CARENCIA ACTUAL DE OBJETO 

POR HECHO SUPERADO. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

La acción de tutela está consagrada para reclamar la protección 

de los derechos constitucionales de los ciudadanos, que en 

principio son los enunciados por la misma Carta en el capítulo 

primero del título II. Conforme a los artículos 86 de la Constitución 

Política y 5° del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 

instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual 

y autónomo, dirigido a proteger los derechos fundamentales o por 

conexidad de cualquier persona, cuando se vean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades y 

excepcionalmente por los particulares. 
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A. Problema Jurídico. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se 

presenta vulneración a los derechos fundamental de petición 

invocado por el accionante al endilgarle a la SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA accionada, no haber dado 

respuesta de fondo, congruente a lo pedido y con la 

correspondiente notificación, a su petición radicada el 28 de 

noviembre de 2023, ante dicha entidad. 

 
B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La Constitución Política en su artículo 86 

consagra la posibilidad de que cualquier persona puede acudir a 

la acción de tutela como mecanismo de defensa para reclamar la 

protección inmediata de sus derechos fundamentales. En el caso 

concreto, la peticionaria ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES S.A., aduce violación de su derecho 

fundamental de petición, razón por la cual, se encuentra 

legitimada para presentar la acción. 

 
Legitimación pasiva. La parte accionada, SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está 

legitimada como parte pasiva en el presente asunto, en la medida 

que se les atribuye la violación de los derechos en discusión. 

 

C. El derecho fundamental de petición 
 

La H. Corte Constitucional, respecto de la garantía fundamental en 

comento ha sostenido que, para solicitar la protección del derecho 

fundamental de petición no existe otro mecanismo de defensa 

judicial, de ahí que la acción de tutela sea el único medio judicial 
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idóneo y eficaz para obtener su amparo de forma definitiva.1  

 

En relación al derecho de petición que exige la accionante sea 

protegido con apoyo en lo dispuesto por el artículo 23 constitucional, 

vale la pena aclarar que de conformidad con el texto literal de dicha 

disposición: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales”. 

 
En dicho aspecto, se tiene que la Corte Constitucional, en 

reiterada jurisprudencia ha ilustrado sobre las características que 

posee el derecho de petición a saber: 

 
a. Su protección podía ser solicitada mediante acción de tutela, 

cuando existan actos u omisiones de la autoridad que obstruyan 

el ejercicio del derecho o no resuelvan oportunamente sobre lo 

solicitado; b. No se entiende conculcado el derecho de petición 

cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta 

sea negativa; c. El derecho a obtener una pronta resolución hace 

parte del núcleo esencial del derecho de petición y de aquel 

depende la efectividad de este último, y d. El legislador al regular 

el derecho fundamental de petición no puede afectar el núcleo 

esencial del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta, ni 

la exigencia de pronta resolución 

 

Igualmente, la Corte Constitucional ha señalado que además de 

los requisitos atrás vistos, la respuesta debe ponerse en 

conocimiento del peticionario. 

                                                             
1 Al respecto, en la sentencia T-230 de 2020 se dijo que “(…) el recurso de amparo es el mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el 
ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su amparo”. Postura reiterada en la 
sentencia T-223 de 2021. En esa misma línea, ver, entre otras, las sentencias T-149 de 2013, C- 951 de 
2014, T-084 de 2015, T-138 de 2017 y T-206 de 2018, T-077 de 2018 y T-424 de 2019. 
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D. Caso concreto. 

 

Al efecto, el Despacho advierte que, durante el trámite de la 

presente acción constitucional, la accionada SECRETARIA 

DISTRITAL DE EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA, allegó copia de 

la respuesta otorgada al accionante, de fecha 23 de febrero de 

2024: 
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Tutela No. 110014189033 2024 00295 00 
 

 

Sin embargo, resulta imperioso manifestar que, este despacho 

ECHO DE MENOS EL COMPROBANTE O CONSTANCIA de 

notificación de la respuesta de fecha 23 de febrero de 2024, que 

supuestamente se le notifico dentro del presente tramite a la 

accionante ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES S.A.. 

 

Conforme a lo anterior, advierte el Despacho que se NO se absolvió 

la petición elevada por parte de la accionante, toda vez que, como 

ya ha sentado la honorable Corte Constitucional, la respuesta 

debe ponerse en conocimiento del peticionario, tal y como NO 
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ocurrió en el presente asunto pues la entidad accionada no aporto 

prueba o constancia de haber realizado la notificación dentro del 

trámite de la presente acción por absolutamente ningún medio de 

los que tiene a su disposición 

 

En consonancia y en aras de no extenderse más, sirvan los 

anteriores argumentos para acceder a la solicitud de amparo al 

derecho fundamental de petición, ORDENANDO a la persona 

encargada y/o dependencia dispuesta para el cumplimiento de 

acciones constitucionales de la accionada SECRETARIA DE 

EDUCACION DE CUNDINAMARCA, que dentro de las (48) horas 

siguientes a la notificación del presente fallo, PROCEDA A EMITIR 

RESPUESTA DE FONDO, CONGRUENTE A LO PEDIDIO Y CON 

LA CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN A LA PETICIÓN 

ELEVADA EL 28 DE NOVIEMBRE DE 2023, NOTIFICANDO A LA 

ADMINISTADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES S.A., aportando a este Despacho la prueba o 

constancia del cumplimiento de la presente orden. 

DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 

D.C.- LOCALIDAD DE CHAPINERO, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER el amparo de tutela formulado por LA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES S.A., de conformidad a lo esbozado en la parte 

motiva de esta providencia. 
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SEGUNDO: ORDENAR a la persona encargada y/o dependencia 

dispuesta para el cumplimiento de acciones constitucionales de la 

accionada SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA, 

que dentro de las (48) horas siguientes a la notificación del presente 

fallo, PROCEDA A EMITIR RESPUESTA DE FONDO, 

CONGRUENTE A LO PEDIDIO Y CON LA CORRESPONDIENTE 

NOTIFICACIÓN A LA PETICIÓN ELEVADA EL 28 DE NOVIEMBRE 

DE 2023, NOTIFICANDO A LA ADMINISTADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES COLPENSIONES S.A., aportando a este Despacho 

la prueba o constancia del cumplimiento de la presente orden.  

 

TERCERO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en 

la forma más rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
CUARTO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

 
JCGM 

Firmado Por:

Fernando  Moreno   Ojeda

Juez
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